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PRESENTACIÓN 
 
 
El Departamento de Investigación Parlamentaria, a través del Área de Servicios de 
Investigación y Seguimiento Presupuestal, ha elaborado la presente Nota de 
Información Referencial N° 84/2023-2024-ASISP/DIP, con el objetivo de brindar la 
legislación sobre la Interculturalidad, según lo establecido en el ordenamiento jurídico 
vigente a nivel nacional e internacional. 
 
Esperamos poder brindar información que contribuya a la labor parlamentaria. 
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I. ASPECTOS GENERALES 
 

Con relación a la Interculturalidad y la normativa que se desprende de dicho 
concepto, es importante tener en cuenta una serie de definiciones que centrarán 
más puntualmente el tema a tratar: 
 
1.1 Definiciones 

 
Derechos lingüísticos: 

Son derechos fundamentales, individuales y colectivos, que 
reconocen la libertad a usar lenguas indígenas u originarias en 
todos los espacios sociales y a desarrollarse en estas lenguas 
en la vida personal, social, ciudadana, educativa, política y 
profesional (Decreto Supremo N° 004-2016-MC)1. 
 

Discriminación por uso de lenguas indígenas u originarias:  
Es todo trato diferenciado, excluyente o restrictivo, que no 
responde a criterios objetivos y razonables, que se produce por 
el uso de una lengua indígena u originaria, o por la manifestación 
de rasgos lingüísticos de esta lengua en otra lengua no indígena 
u originaria, como hablar una lengua en la manera particular de 
su zona de origen, y que tenga por objeto o por resultado, anular 
o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio de los 
derechos de la persona humana y de su dignidad (Decreto 
Supremo N° 004- 2016-MC)2. 

 
Diversidad cultural:  

Multiplicidad de formas en que se manifiestan las culturas de los 
grupos y sociedades. Estas expresiones se transmiten dentro de 
los grupos y sociedades y también entre ellos. La diversidad 
cultural se manifiesta no sólo a través de las diversas formas en 
las que se expresa el patrimonio cultural de la humanidad, 
enriquecido y transmitido gracias a una variedad de expresiones 
culturales, sino también a través de los distintos modos de 
creación artística, producción, distribución, difusión y disfrute, 
cualquiera que sea el medio y la tecnología utilizados3.  

 
Interculturalidad: 

Proceso permanente de diálogo, de intercambio y de 
aprendizaje entre diferentes culturas en un clima de respeto 
mutuo e igualdad que permite la revaloración y reafirmación de 
la identidad cultural de cada pueblo (Ministerio de Cultura, 
2015)4. 

 
La “interculturalidad” se refiere a la presencia e interacción 
equitativa de diversas culturas y la posibilidad de generar 
expresiones culturales compartidas, adquiridas por medio del 
diálogo y de una actitud de respeto mutuo5. 

 
Lenguas indígenas u originarias:  

Se entiende por lenguas indígenas u originarias del Perú todas 
aquellas que son anteriores a la difusión del idioma castellano o 

 
1 Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040. 

https://transparencia.cultura.gob.pe/sites/default/files/transparencia/2020/10/politica-nacional/decretosupremoo12-2021anexo.pdf 
2 Página citada 
3 Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales 

https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000142919_spa 
4 Página citada 
5 Convención sobre la Protección y Promoción de la Diversidad de las Expresiones Culturales 

https://unesdoc.unesco.org/ark:/48223/pf0000142919_spa 
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español y que se preservan y emplean en el ámbito del territorio 
nacional. Cualquier mención a lengua originaria se entenderá 
también como lengua indígena u originaria (Decreto Supremo N° 
004-2016-MC)6. 

 
1.2 Interculturalidad: reflexiones desde la práctica7 

 
En un informe realizado por UNICEF, se aborda el tema de la interculturalidad 
desde el punto de vista del enfoque práctico del tema, como una forma de 
entender y accionar con mejores herramientas, el desarrollo de los pueblos: 
 

El diálogo intercultural constituye una estrategia para configurar 
una sociedad más integrada, más respetuosa y con iguales 
oportunidades para toda la gente. La interculturalidad es la 
capacidad (racional) de conocernos y de reconocer que 
compartimos un espacio en este ínfimo universo que hemos 
llamado planeta Tierra. Este reconocimiento obliga a 
organizarnos para compartir una acción colectiva enfocada 
hacia la justicia y la equidad, de tal modo que todas y todos nos 
veamos como iguales. El nivel de desarrollo de la 
interculturalidad muestra el avance en el reconocimiento de la 
diferencia para tener acceso a los mismos derechos, 
capacidades, recursos y oportunidades.  
 
No es casualidad que la interculturalidad haya tomado fuerza 
más allá de las formulaciones antropológicas y devenga hoy en 
una demanda política por una sociedad diferente basada en la 
diferencia. El proceso de institucionalización, surgido del Estado 
de derecho, dio respuestas a estas demandas y mostró, 
ineludiblemente, la diversidad y el camino del reconocimiento y 
la incorporación como el único posible para organizar 
sociedades integradas. Un camino construido por las demandas, 
las conquistas y los asaltos expresados de múltiples formas por 
los que han sido “marginados” del control de la evolución social. 
Una de las manifestaciones de la institucionalización a nivel 
mundial es la globalización. Ella ha puesto de relieve las 
inequidades existentes en el mundo y ha mostrado que la 
demanda por la justicia no es solo un problema local. 
(…) 
 
En este contexto, el enfoque de interculturalidad no solo deviene 
en un desafío estratégico sino, también, práctico, lo cual no 
significa sumergirse en el activismo estéril aunque 
comprometido. Se ha avanzado en una perspectiva basada en 
la promoción de políticas públicas que se encuentra obligada a 
apoyar conceptos capaces de esclarecer la práctica social y de 
conseguir unos resultados que impacten positivamente en el 
bienestar de la gente. No es suficiente entregar instrumentos, 
hay que acompañarlos con más política, más acuerdo y más 
consenso cultural. De esto se trata cuando trabajamos en favor 
de los derechos humanos. 
(…) 

 
6 Página citada 
7 Interculturalidad: reflexiones desde la práctica, UNICEF 2008 

https://www.unicef.org/lac/media/32696/file/interculturalidad.pdf 
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II. LEGISLACIÓN NACIONAL 
 

 
LEYES GENERALES 

 
ARTÍCULO 

 
Ley 26497 

Ley Orgánica del Registro 
Nacional de Identificación 

y Estado Civil 

TÍTULO II 
DE LAS FUNCIONES 
(…). 
Artículo 8.- Para el ejercicio de sus funciones, el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil mantiene estrecha y permanente coordinación con las siguientes 
entidades: 
(…). 
e) Comunidades campesinas y nativas reconocidas; 
(…). 
TÍTULO VI 
DE LAS INSCRIPCIONES EN EL REGISTRO 
(…). 
Artículo 51.- El Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (Reniec) puede excepcionalmente disponer, cuando las circunstancias así lo justifiquen, que, en 
el caso de lugares de difícil acceso como son los centros poblados alejados y en zonas de frontera, zonas de selva y ceja de selva, y comunidades campesinas 
y nativas que cuentan con oficinas de registro civil previamente autorizadas, la inscripción de los nacimientos ordinarios se realice en dichas localidades en un 
plazo de noventa (90) días calendario de ocurrido el alumbramiento. 
(…). 

Ley 27783 
Ley de Bases de la 
Descentralización 

TÍTULO II 
FINALIDAD, PRINCIPIOS Y OBJETIVOS DE LA DESCENTRALIZACIÓN 
(…). 
CAPÍTULO III 
OBJETIVOS 
 
Artículo 6.- Objetivos 
La descentralización cumplirá, a lo largo de su desarrollo, con los siguientes objetivos: 
(…). 
Objetivos A Nivel Social: 
(…). 
c) Incorporar la participación de las comunidades campesinas y nativas, reconociendo la interculturalidad, y superando toda clase de exclusión y discriminación. 
(…). 
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Ley 27867 
Ley Orgánica de 

Gobiernos Regionales 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
(…). 
Artículo 8.- Principios rectores de las políticas y la gestión regional 
La gestión de los gobiernos regionales se rige por los siguientes principios: 
(…). 
4. Inclusión. - El Gobierno Regional desarrolla políticas y acciones integrales de gobierno dirigidas a promover la inclusión económica, social, política y cultural, 
de jóvenes, personas con discapacidad o grupos sociales tradicionalmente excluidos y marginados del Estado, principalmente ubicados en el ámbito rural y 
organizados en comunidades campesinas y nativas, nutriéndose de sus perspectivas y aportes.  
Estas acciones también buscan promover los derechos de grupos vulnerables, impidiendo la discriminación por razones de etnia, religión o género y toda otra 
forma de discriminación. 
(…) 
 
TÍTULO IV 
FUNCIONES 
(…) 
CAPÍTULO II 
FUNCIONES ESPECÍFICAS  
 
Artículo 51.- Funciones en materia agraria 
(…). 
n) Promover, gestionar y administrar el proceso de saneamiento físico-legal de la propiedad agraria, con la participación de actores involucrados, cautelando el 
carácter imprescriptible, inalienable e inembargable de las tierras de las comunidades campesinas y nativas. 
(…). 
Artículo 60.- Funciones en materia de desarrollo social e igualdad de oportunidades 
(…). 
g) Formular y ejecutar políticas y acciones concretas orientadas a la inclusión, priorización y promoción de las comunidades campesinas y nativas en el ámbito 
de su jurisdicción. 
(…). 

Ley 27972 
Ley Orgánica de 
Municipalidades 

TÍTULO V 
LAS COMPETENCIAS Y FUNCIONES ESPECÍFICAS DE LOS GOBIERNOS LOCALES 
(…). 
CAPÍTULO II 
LAS COMPETENCIAS Y FUNCIONES ESPECÍFICAS 
(…). 
Artículo 82.- Educación, Cultura, Deportes y Recreación. 
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Las municipalidades, en materia de educación, cultura, deportes y recreación, tienen como competencias y funciones específicas compartidas con el gobierno 
nacional y el regional las siguientes: 
(…). 
20. Promover la consolidación de una cultura de ciudadanía democrática y fortalecer la identidad cultural de la población campesina, nativa y afroperuana. 
(…). 

Ley 28611 
Ley General del Ambiente 

TÍTULO I 
POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE Y GESTIÓN AMBIENTAL 
(…). 
CAPÍTULO 2 
POLÍTICA NACIONAL DEL AMBIENTE 
(…). 
Artículo 11.- De los lineamientos ambientales básicos de las políticas públicas  
Sin perjuicio del contenido específico de la Política Nacional del Ambiente, el diseño y aplicación de las políticas públicas consideran los siguientes lineamientos: 
(…). 
d. El desarrollo sostenible de las zonas urbanas y rurales, incluyendo la conservación de las áreas agrícolas periurbanas y la prestación ambientalmente sostenible 
de los servicios públicos, así como la conservación de los patrones culturales, conocimientos y estilos de vida de las comunidades tradicionales y los pueblos 
indígenas. 
(…). 
TÍTULO II 
DE LOS SUJETOS DE LA GESTIÓN AMBIENTAL 
(…). 
CAPÍTULO 3 
POBLACIÓN Y AMBIENTE 
(…). 
Artículo 70.- De los pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas 
En el diseño y aplicación de la política ambiental y, en particular, en el proceso de ordenamiento territorial ambiental, se deben salvaguardar los derechos de los 
pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas reconocidas en la Constitución Política y en los tratados internacionales ratificados por el Estado. Las 
autoridades públicas promueven su participación e integración en la gestión del ambiente. 
(…). 
Artículo 72.- Del aprovechamiento de recursos naturales y pueblos indígenas, comunidades campesinas y nativas 
72.1 Los estudios y proyectos de exploración, explotación y aprovechamiento de recursos naturales que se autoricen en tierras de pueblos indígenas, comunidades 
campesinas y nativas, adoptan las medidas necesarias para evitar el detrimento a su integridad cultural, social, económica ni a sus valores tradicionales. 
72.2 En caso de proyectos o actividades a ser desarrollados dentro de las tierras de poblaciones indígenas, comunidades campesinas y nativas, los procedimientos 
de consulta se orientan preferentemente a establecer acuerdos con los representantes de éstas, a fin de resguardar sus derechos y costumbres tradicionales, así 
como para establecer beneficios y medidas compensatorias por el uso de los recursos, conocimientos o tierras que les corresponda según la legislación pertinente. 
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72.3 De conformidad con la ley, los pueblos indígenas y las comunidades nativas y campesinas, pueden beneficiarse de los recursos de libre acceso para 
satisfacer sus necesidades de subsistencia y usos rituales. Asimismo, tienen derecho preferente para el aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
dentro de sus tierras, debidamente tituladas, salvo reserva del Estado o derechos exclusivos o excluyentes de terceros, en cuyo caso tienen derecho a una 
participación justa y equitativa de los beneficios económicos que pudieran derivarse del aprovechamiento de dichos recursos. 
(…). 

Ley 29763 
Ley Forestal y de Fauna 

Silvestre 

TÍTULO PRELIMINAR 
(…). 
Artículo II. Principios generales 
Son principios generales aplicables a la gestión forestal y de fauna silvestre -además de los principios, derechos, deberes y disposiciones aprobados en la 
Constitución Política del Perú, el Acuerdo Nacional, el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT), la Declaración de la Organización de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y los demás tratados internacionales- los siguientes: 
1. Gobernanza forestal y de fauna silvestre 
El principio de gobernanza forestal y de fauna silvestre conduce a la armonización de las políticas y al fortalecimiento de la institucionalidad, normas, 
procedimientos, herramientas e información del sector forestal y de fauna silvestre, de manera que sea posible la participación efectiva, descentralizada, integrada, 
informada y equitativa de los diversos actores públicos y privados en la toma de decisiones, acceso a beneficios, manejo de conflictos, construcción de consensos 
y responsabilidades claramente definidas en la gestión, seguridad jurídica y transparencia. 
Es deber del Estado impulsar y fomentar esta gobernanza. 
2. Participación en la gestión forestal 
Este principio otorga a toda persona el derecho y el deber de participar responsablemente en los procesos para la toma de decisiones respecto a la definición, 
aplicación y seguimiento de las políticas, gestión y medidas relativas a los ecosistemas forestales y otros ecosistemas de vegetación silvestre y sus componentes, 
que se adopten en cada uno de los niveles de gobierno. 
Se busca garantizar la participación efectiva de todos los actores interesados, incluyendo a las comunidades nativas y campesinas, tanto a nivel individual como 
colectivo. 
3. Consulta previa libre e informada 
La aplicación de la presente Ley respeta el derecho de los pueblos indígenas a la consulta previa libre e informada con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento de la medida propuesta de acuerdo al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Declaración de la Organización de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, otras normas vigentes, la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y 
las sentencias vinculantes del Tribunal Constitucional sobre la materia. 
4. Equidad e inclusión social 
Por este principio, el Estado garantiza condiciones equitativas de acceso a los recursos, las oportunidades de desarrollo y la distribución de beneficios para todos 
los actores, con enfoque de género, a través del diseño y aplicación de las políticas públicas forestales que contribuyan a erradicar la pobreza, reducir las 
inequidades sociales y económicas y al desarrollo humano sostenible de las  
poblaciones menos favorecidas. 
5. Interculturalidad, conocimientos tradicionales y cosmovisión 



NIR – LEGISLACIÓN SOBRE INTERCULTURALIDAD  
_____________________________________________________________________________________ 

10 

Área de Servicios de Investigación y Seguimiento Presupuestal 

La gestión sobre el bosque y sus recursos se desarrolla en el marco del reconocimiento, respeto y valoración de la presencia e interacción de las diversas culturas, 
dentro de su cosmovisión, así como la posibilidad de generar expresiones culturales compartidas, adquiridas por medio del diálogo y de una actitud de respeto 
mutuo. 
Se reconocen los conocimientos tradicionales en el manejo y uso de los recursos forestales y de fauna silvestre y de la biodiversidad. 
6. Enfoque Ecosistémico 
La gestión del patrimonio forestal y de fauna silvestre de la Nación se rige por el enfoque ecosistémico en el marco del Convenio sobre la Diversidad Biológica, 
entendido como una estrategia para el manejo integrado de las tierras, aguas y recursos vivos que promueve la conservación y uso sostenible en un modo 
equitativo. Busca comprender y gestionar los ecosistemas forestales y otros ecosistemas de vegetación silvestre, considerando los factores ambientales, 
ecológicos, económicos, socioculturales, la cosmovisión indígena y el ordenamiento  
territorial y la zonificación ecológica y económica. 
Se reconoce la importancia de los ecosistemas silvestres como espacio de vida, hábitat de la fauna y fuente de agua, así como por su contribución a la seguridad 
alimentaria. 
(…) 
12. Integración con otros marcos normativos 
Las normas relativas a otros recursos naturales o actividades económicas o de cualquier índole que pudiesen afectar directa o indirectamente la integridad, 
conservación y seguridad del patrimonio forestal y de fauna silvestre de la Nación se rigen y concuerdan con la legislación vigente en esta materia, incluyendo el 
reconocimiento y respeto a los derechos de los pueblos indígenas conforme al Convenio 169 de la OIT. 
La implementación de la presente Ley, su reglamento y cualquier otra medida relacionada cumplen con las obligaciones estipuladas en los tratados internacionales 
de los que el país es parte y están en vigor. 
(…) 

 
LEYES ESPECIALES 

(Comunidades 
Campesinas) 

 

 
ARTÍCULO 

Ley 24656  
Ley General de 
Comunidades 
Campesinas 

TÍTULO I  
DISPOSICIONES GENERALES 
  
Artículo 1.- Declárese de necesidad nacional e interés social y cultural el desarrollo integral de las Comunidades Campesinas.  
El Estado las reconoce como instituciones democráticas fundamentales, autónomas en su organización, trabajo comunal y uso de la tierra, así como en lo 
económico y administrativo, dentro de los marcos de la Constitución, la presente ley y disposiciones conexas. En consecuencia el Estado:  
a) Garantiza la integridad del derecho de propiedad del territorio de las Comunidades Campesinas;  
b) Respeta y protege el trabajo comunal como una modalidad de participación de los comuneros, dirigida a establecer y preservar los bienes y servicios de interés 
comunal, regulado por un derecho consuetudinario autóctono;  
c) Promueve la organización y funcionamiento de las empresas comunales, multinacionales y otras formas asociativas libremente constituidas por la Comunidad; 
y,  
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d) Respeta y protege los usos, costumbres y tradiciones de la Comunidad. Propicia el desarrollo de su identidad cultural.  
 
Artículo 2.- Las Comunidades Campesinas son organizaciones de interés público, con existencia legal y personería jurídica, integradas por familias que habitan y 
controlan determinados territorios, ligadas por vínculos ancestrales, sociales, económicos y culturales, expresados en la propiedad comunal de la tierra, el trabajo 
comunal, la ayuda mutua, el gobierno democrático y el desarrollo de actividades multisectoriales, cuyos fines se orientan a la realización plena de sus miembros 
y del país. Constituyen Anexos de la Comunidad, los asentamientos humanos permanentes ubicados en territorio comunal y reconocidos por la Asamblea General 
de la Comunidad. 
 
Artículo 3.- Las Comunidades Campesinas en el desarrollo de su vida institucional se rigen por los principios siguientes:  
a) Igualdad de derechos y obligaciones de los comuneros;  
b) Defensa de los intereses comunes;  
c) Participación plena en la vida comunal;  
d) Solidaridad, reciprocidad y ayuda mutua entre todos sus miembros; y,  
e) La defensa del equilibrio ecológico, la preservación y el uso racional de los recursos naturales.  
 
TÍTULO II  
FUNCIONES  
 
Artículo 4.- Las Comunidades Campesinas son competentes para:  
a) Formular y ejecutar sus planes de desarrollo integral: agropecuario, artesanal e industrial, promoviendo la participación de los comuneros;  
b) Regular el acceso al uso de la tierra y otros recursos por parte de sus miembros;  
c) Levantar el catastro comunal y delimitar las áreas de los centros poblados y los destinados a uso agrícola, ganadero, forestal, de protección y otros;  
d) Promover la forestación y reforestación en tierras de aptitud forestal;  
e) Organizar el régimen de trabajo de sus miembros para actividades comunales y familiares que contribuyan al mejor aprovechamiento de su patrimonio;  
f) Centralizar y concertar con organismos públicos y privados, los servicios de apoyo a la producción y otros, que requieran sus miembros;  
g) Constituir empresas comunales, multicomunales y otras formas asociativas;  
h) Promover, coordinar y apoyar el desarrollo de actividades y festividades cívicas, culturales, religiosas, sociales y otras que respondan a valores, usos, 
costumbres y tradiciones que les son propias e,  
i) Las demás que señale el Estatuto de la Comunidad.  
 
TÍTULO III  
DE LOS COMUNEROS 
  
Artículo 5.- Son comuneros los nacidos en la Comunidad, los hijos de comuneros y las personas integradas a la Comunidad. Para ser “comunero calificado” se 
requieren los siguientes requisitos:  
a) Ser comunero mayor de edad o tener capacidad civil; 
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b) Tener residencia estable no menor de cinco años en la Comunidad;  
c) No pertenecer a otra Comunidad;  
d) Estar inscrito en el Padrón Comunal; y,  
e) Los demás que establezca el Estatuto de la Comunidad.  
 
Se considera comunero integrado:  
a) Al varón o mujer que conforme pareja estable con un miembro de la Comunidad; y,  
b) Al varón o mujer, mayor de edad, que solicite ser admitido y sea aceptado por la Comunidad. En ambos casos, si se trata de un miembro de otra Comunidad, 
deberá renunciar previamente a ésta.  
 
Artículo 6.- Todos los comuneros tienen derecho a hacer uso de los bienes y servicios de la Comunidad en la forma que establezca su Estatuto y los acuerdos de 
la Asamblea General. Los comuneros calificados tienen, además, el derecho a elegir y ser elegidos para cargos propios de la comunidad y a participar con voz y 
voto en las Asambleas Generales.  
Son obligaciones de los comuneros cumplir con las normas establecidas en la presente ley y en el estatuto de la Comunidad, desempeñando los cargos y 
comisiones que se les encomiende y acatar los acuerdos de sus órganos de gobierno. 
 
TÍTULO IV  
DEL TERRITORIO COMUNAL 
 
Artículo 7.- Las tierras de las Comunidades Campesinas son las que señala la Ley de Deslinde y Titulación y son inembargables e imprescriptibles. También son 
inalienables. Por excepción podrán ser enajenadas, previo acuerdo de por lo menos dos tercios de los miembros calificados de la Comunidad, reunidos en 
Asamblea General convocada expresa y únicamente con tal finalidad. Dicho acuerdo deberá ser aprobado por ley fundada en el interés de la Comunidad, y deberá 
pagarse el precio en dinero por adelantado.  
El territorio comunal puede ser expropiado por causa de necesidad y utilidad públicas, previo pago del justiprecio en dinero. Cuando el Estado expropie tierras de 
la Comunidad Campesina con fines de irrigación, la adjudicación de las tierras irrigadas se hará preferentemente y en igualdad de condiciones a los miembros de 
dicha Comunidad.  
 
Artículo 8.- Las Comunidades Campesinas pueden ceder el uso de sus tierras a favor de sus unidades de producción empresarial, manteniendo la integridad 
territorial comunal.  
 
Artículo 9.- Las Comunidades Campesinas que carezcan de tierras o las tengan en cantidad insuficiente, tienen prioridad para la adjudicación de las tierras 
colindantes que hayan revertido al dominio del Estado por abandono. 
 
Artículo 10.- Las Comunidades Campesinas tienen preferencia para adquirir las tierras colindantes en caso de venta o dación en pago. El propietario que deseare 
transferirlas, deberá ofrecerlas previamente a la Comunidad, mediante aviso notarial, la que tendrá un plazo de sesenta días para ejercer su derecho. Si no se 
diera dicho aviso, la Comunidad tendrá derecho de retracto con preferencia a los demás casos que señale el Artículo 1599 del Código Civil. 
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CAPÍTULO I 
RÉGIMEN DE TENENCIA Y USO DE LA TIERRA 
 
Artículo 11.- Está prohibido el acaparamiento de tierras dentro de la Comunidad. Cada Comunidad lleva un padrón de uso de tierras donde se registran las 
parcelas familiares y sus usuarios. 
Cada Comunidad Campesina determina el régimen de uso de sus tierras, en forma comunal, familiar o mixta. 
 
Artículo 12.- Las parcelas familiares deben ser trabajadas directamente por comuneros calificados, en extensiones que no superen a las fijadas por la Asamblea 
General de cada Comunidad Campesina, de acuerdo a su disponibilidad de tierras y dentro del plazo que señala el Reglamento. 
 
Artículo 13.- Cuando se trate de tierras de pastos naturales, la Asamblea General de la Comunidad determina la cantidad máxima de ganado de propiedad de 
cada comunero calificado que puede pastar en ellas, así como la destinada al establecimiento de unidades de producción comunal. 
 
Artículo 14.- La extinción de la posesión familiar será declarada con el voto favorable de los dos tercios de los miembros calificados de la Asamblea General de 
la Comunidad, la que tomará posesión de la parcela. 
La Comunidad recupera la posesión de las parcelas abandonadas o no explotadas en forma directa por los comuneros, así como las que exceden a la extensión 
fijada por la Asamblea General previo pago de las mejoras necesarias hechas en ellas. 
 
Artículo 15.- La explotación de las concesiones mineras que se les otorgue a las Comunidades Campesinas, así como las actividades que realicen para el 
aprovechamiento de los recursos naturales, bosques, agua y otras que se encuentran en el terreno de su propiedad, en armonía con las leyes y reglamentos que 
norman la materia, tendrán prioridad en el apoyo y protección del Estado. En caso de que la Comunidad Campesina no esté en condiciones de explotar 
directamente cualesquiera de estos recursos, en la forma a que se refiere el acápite anterior, podrá constituir  
empresas con terceros, en las que su participación estará de acuerdo con el volumen de la producción, el uso de los recursos o de cualquier otra forma consensual 
que guarde justa proporción con sus aportes. 
 
TÍTULO V 
RÉGIMEN ADMINISTRATIVO 
 
Artículo 16.- Son órganos de gobierno de la Comunidad Campesina: 
a) La Asamblea General; 
b) La Directiva Comunal; y 
c) Los Comités Especializados por actividad y Anexo. 
 
CAPÍTULO I 
DE LA ASAMBLEA GENERAL 
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Artículo 17.- La Asamblea General es el órgano supremo de la Comunidad. Sus directivos y representantes comunales son elegidos periódicamente mediante 
voto personal, igual, libre, secreto y obligatorio, de acuerdo a los procedimientos, requisitos y condiciones que establece el Estatuto de cada Comunidad. 
 
Artículo 18.- Son atribuciones de la Asamblea General: 
a) Aprobar, reformar e interpretar el Estatuto de la Comunidad; 
b) Elegir y remover por causales previstas como falta grave en el Estatuto de la Comunidad, a los miembros de la Directiva Comunal y de los Comités 
Especializados con representación proporcional de las minorías, y a los delegados de la Comunidad ante la Asamblea Regional que le corresponda, con 
representación minoritaria; 
c) Solicitar la adjudicación de tierras conforme a la legislación vigente sobre la materia, así como a autorizar las adquisiciones de tierras a título oneroso y las 
transacciones y conciliaciones sobre tierras que pretenda la Comunidad; 
d) Declarar la extinción de la posesión de las parcelas familiares conducidas por los comuneros en los casos que señala el artículo 14 de la presente ley; 
e) Aprobar el Presupuesto Anual de la Comunidad y el Balance General del Ejercicio que someta a su consideración la Directiva Comunal, con el informe de un 
Comité Especializado; 
f) Acordar la Constitución de Empresas Comunales; 
g) Acordar la participación de la Comunidad como socia de Empresas Multicomunales y de otras empresas del Sector Público y/o asociativas, así como el retiro 
de la Comunidad de estas empresas; 
h) Autorizar las solicitudes de créditos y la celebración de contrato de endeudamiento con la banca y entidades financieras nacionales y extranjeras; 
i) Aprobar las solicitudes de integración de nuevos comuneros a la Comunidad, con  
el voto favorable de los dos tercios de los miembros calificados; 
j) Ejercer las demás atribuciones de su competencia, previstas en la presente ley, en el Estatuto de la Comunidad, así como las facultades que expresamente le 
confieren otras normas legales; 
k) Constituir, cuando lo considere necesario, Rondas Campesinas, de conformidad con lo establecido en la Ley Nº 24571; 
l) Elegir al Comité Electoral; 
ll) Elegir al Agente Municipal; y, 
m) Proponer candidatos a la autoridad competente para los nombramientos de Jueces de Paz no Letrados, Gobernador y Teniente Gobernador en su jurisdicción. 
 
CAPÍTULO II 
DE LA DIRECTIVA COMUNAL 
 
Artículo 19.- La Directiva Comunal es el órgano responsable del gobierno y administración de la Comunidad; está constituida por un Presidente, Vicepresidente y 
cuatro Directivos como mínimo. 
 
Artículo 20.- Para ser elegido miembro de la Directiva Comunal se requiere; 
a) Gozar del derecho de sufragio; 
b) Ser comunero calificado; 
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c) Estar inscrito en el Padrón Comunal; 
d) Dominio del idioma nativo, predominante de la Comunidad; y, 
e) Encontrarse hábil de conformidad con los derechos y deberes señalados en el Estatuto de la Comunidad. 
Los miembros de la Directiva Comunal, serán elegidos por un período máximo de dos años y pueden ser reelegidos por un período igual. 
 
Artículo 21.- Los miembros de la Directiva Comunal son responsables individualmente de los actos violatorios de la presente ley y del Estatuto de la Comunidad, 
practicados en el ejercicio de su cargo; y solidariamente por las resoluciones y acuerdos adoptados, a menos que salven expresamente su voto, lo que debe 
constar en acta. 
 
TÍTULO VI 
DEL TRABAJO COMUNAL 
 
Artículo 22.- El trabajo que los comuneros aportan con su libre consentimiento, en  
beneficio de la Comunidad, se considera como la unión de esfuerzos dirigidos al logro  
del desarrollo integral de la misma. Por tanto, no genera necesariamente retribución  
salarial y no es objeto de un contrato de trabajo. 
Se efectuará voluntariamente a cambio de los beneficios que señale el Estatuto. 
 
TÍTULO VII 
RÉGIMEN ECONÓMICO 
CAPÍTULO I 
DEL PATRIMONIO COMUNAL 
 
Artículo 23.- Son bienes de las Comunidades Campesinas: 
a) El territorio comunal cuyo dominio ejercen, así como las tierras rústicas y urbanas que se les adjudiquen o adquieran por cualquier título; 
b) Los pastos naturales; 
c) Los inmuebles, las edificaciones, instalaciones y obras construidas, adquiridas o sostenidas por la Comunidad dentro y fuera de su territorio; 
d) Las maquinarias, equipos, herramientas, implementos, muebles, enseres y semovientes y, en general, cualquier otro bien que posean a título privado; 
e) Los muebles y semovientes abandonados o de dueño no conocido que se encuentren dentro de su territorio; 
f) Los legados y donaciones a su favor, salvo que ellos sean expresamente otorgados por gastos específicos; y, 
g) Todo lo que puedan adquirir en las formas permitidas por la ley. 
 
Artículo 24.- Son rentas de la Comunidad Campesina: 
a) Las transferencias que reciban del Tesoro Público; 
b) Los beneficios generados por las empresas de su propiedad o en las que tenga participación; 
c) La participación a que se refiere el artículo 15 de la presente ley; 
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d) Los ingresos provenientes de las ventas de los frutos de las tierras trabajadas en común; 
e) Los intereses que obtengan por la imposición de sus capitales en entidades del sistema financiero nacional; 
f) Los beneficios que obtengan de la venta de bienes muebles o semovientes; 
g) Los ingresos por operaciones diferentes a los señalados en los incisos anteriores;  
y, 
h) Las cuotas que eroguen los comuneros, por disposición estatutaria o por acuerdo de la Asamblea General. 
 
CAPÍTULO II 
DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL 
 
Artículo 25.- Las Comunidades Campesinas ejercen su actividad empresarial bajo la modalidad siguiente: 
a) Empresas Comunales; 
b) Empresas Multicomunales; y, 
c) Participando como socias en empresas del Sector Público, Asociativo o Privado. 
 
Artículo 26.- Las empresas Comunales son las propias Comunidades Campesinas, que utilizando su personería jurídica organizan y administran sus actividades 
económicas en forma empresarial, mediante la generación de unidades productivas de bienes y  
servicios comunales, para asegurar el bienestar de sus miembros y contribuir al desarrollo de la comunidad en su conjunto. El Reglamento determinará su régimen 
de organización y funcionamiento. 
 
Artículo 27.- Las Empresas Multicomunales son personas jurídicas de derecho privado, de responsabilidad limitada, cuyas participaciones son de propiedad 
directa de las Comunidades socias. Son autónomas en lo económico y administrativo. Se constituyen para desarrollar actividades económicas de producción, 
distribución, transformación, industrialización, comercialización y consumo de bienes y servicios requeridos por las  
necesidades del desarrollo comunal. 
El Reglamento determina su régimen de organización y funcionamiento, régimen económico-financiero, laboral y de participación de los trabajadores, distribución 
de utilidades y disolución y liquidación de estas empresas. 
La constitución de una Empresa Multicomunal y todo acto que la modifique será acordado en Asamblea General que celebren los delegados de las comunidades 
socias.  
Estas Empresas tienen existencia legal desde el momento de su inscripción en el Libro de Comunidades Campesinas y Nativas del Registro de Personas Jurídicas 
de los Registros Públicos. La sola presentación de las copias certificadas por Notario Público o por Juez de Paz, del acta de constitución serán títulos suficientes 
para su inscripción registral. 
 
TÍTULO VIII 
RÉGIMEN PROMOCIONAL 
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Artículo 28.- Las Comunidades Campesinas, sus Empresas Comunales, las Empresas Multicomunales y otras formas asociativas están inafectas de todo impuesto 
directo creado o por crearse que grave la propiedad o tenencia de la tierra, así como del impuesto a la renta, salvo que por ley específica en materia tributaria se 
las incluya expresamente como sujetos pasivos del tributo. 
Están, asimismo, exoneradas del pago de todos los derechos que por concepto de inscripción y otros actos cobren los Registros Públicos y cualquier otro órgano 
del Sector Público Nacional. 
 
Artículo 29.- En todo caso, las exenciones, exoneraciones, beneficios y demás incentivos tributarios, apoyo financiero y demás medidas promocionales 
establecidas a favor de personas jurídicas de los otros sectores, por razón de sus actividades, por su ubicación geográfica, o por cualquier otra causa o motivación, 
se extienden, automática y necesariamente, en provecho de las Comunidades Campesinas y de las Empresas  
Comunales, Multicomunales y otras formas asociativas. 
Artículo 30.- Las importaciones de bienes de capital como maquinarias, equipos, herramientas, así como los insumos, envases y otros bienes, que efectúen las 
Comunidades Campesinas y las Empresas Comunales, Multicomunales y otras formas asociativas para el desarrollo de sus actividades productivas, están 
exoneradas del pago de impuestos, derecho de importación, tasas y tributos, siempre que no compitan  
con la industria nacional. 
Las maquinarias, equipos, herramientas, insumos, envases y otros, de manufactura nacional, que adquieren las Comunidades Campesinas, sus Empresas 
Comunales y otras formas asociativas, estarán exonerados de todo impuesto. 
Las importaciones a las que se hace referencia en el presente artículo, deberán ser racionalizadas, buscando que se evite una excesiva diversificación y dispersión 
en el parque de maquinarias, equipos y herramientas destinados a las Comunidades. 
EL INDEC promoverá esta racionalización en acuerdo con las organizaciones representativas de las Comunidades Campesinas. 
Están también libres de todo impuesto las donaciones y legados. 
 
Artículo 31.- La Banca Estatal y otras instituciones financieras del Estado, están obligadas a otorgar a las Comunidades Campesinas, Empresas Comunales, 
Multicomunales y otras formas asociativas, préstamos ordinarios o créditos supervisados, con la máxima prioridad y facilidades, en cuanto se refiere a las 
condiciones de monto, plazo, ganancias e intereses, con simplificación de requisitos y abreviación de trámites. 
 
Artículo 32.- Las Comunidades Campesinas y las Empresas Comunales, Multicomunales y otras formas asociativas, gozan de prioridad y preferencia en los 
trámites administrativos y de las demás facilidades que fueren necesarias para viabilizar la oportuna exportación de sus productos, sin perjuicio de los convenios 
de comercio que celebre el Estado. 
 
Artículo 33.- Las empresas públicas y otros organismos del Sector Público legalmente autorizados para controlar o realizar exportaciones por cuenta ajena, 
otorgarán a las Comunidades Campesinas y las Empresas Comunales, Multicomunales y otras formas asociativas, la primera y preferente prioridad en la 
colocación de los productos de éstas, en los mercados del exterior. 
 
Artículo 34.- Las donaciones y cualquier otra liberalidad, en dinero u otros bienes que efectúen personas naturales o jurídicas en favor de las Comunidades 
Campesinas, son deducibles como gasto hasta por el doble de su importe, en la determinación de la renta neta imponible de cualquier categoría, para los efectos 
del Impuesto a la Renta. Dichas donaciones están exentas de todo impuesto. 
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Artículo 35.- Las entidades de Sector Público deberán, en cuanto sea de su competencia, conceder a las Comunidades Campesinas, así como a sus Empresas 
Comunales, Multicomunales y otras formas asociativas, facilidades para la industrialización, transporte y comercialización de sus productos, mediante la 
instalación de depósitos, silos y cámaras de refrigeración para el almacenamiento, u otros medios que contribuyan al fomento de la producción y productividad. 
Igualmente, promoverán el aprovechamiento prioritario por las Comunidades Campesinas de los recursos naturales existentes en el territorio comunal. 
 
Artículo 36.- El Sector Público promueve y apoya proyectos de ampliación de la frontera agrícola de las Comunidades Campesinas a través de la ejecución de: 
a) Obras de recuperación de andenes; 
b) Pequeñas y medianas irrigaciones e hidroeléctricas; 
c) Colonización planificada de la selva y ceja de selva; 
d) Reestructuración y redistribución de tierras de las unidades productivas, principalmente en la sierra; y, 
e) Programas de conservación y recuperación de tierras perdidas por la deforestación, salinidad, erosión, huaicos y otros. 
 
Artículo 37.- El Sector Público propiciará el desarrollo de la ganadería en el interior de las Comunidades Campesinas, mediante la introducción de nuevas 
tecnologías en el manejo de los pastos, nuevas variedades de pastos y el mejoramiento del ganado camélido sudamericano, vacuno, ovino y otros. 
 
Artículo 38.- El Poder Ejecutivo promocionará y estimulará la producción artesanal de las comunidades campesinas. 
 
Artículo 39.- Créase el Certificado de Exportación Artesanal de Comunidades Campesinas el que será reglamentado por decreto supremo. 
 
(…). 
 
TÍTULO X 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS  
 
Primera. - Las Comunidades Campesinas elaborarán su propio Estatuto, que regirá su organización y funcionamiento, considerando sus particularidades, dentro 
del marco de la presente Ley y su Reglamento. 
 
Segunda. - Las Comunidades Campesinas inscritas conforme a normas anteriores a la presente Ley, mantienen su personería jurídica, y su inscripción en el 
Registro de Personas Jurídicas de los Registros Públicos se efectúa de oficio. 
 
Tercera. - El régimen de propiedad rural de las Comunidades Campesinas queda sujeto, en lo que no se oponga a la presente Ley, a lo establecido en el Decreto 
Ley Nº 17716. 
 
Cuarta. - El Poder Ejecutivo reglamentará la presente ley en el plazo de noventa días. 
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Quinta. - La presente Ley entrará en vigencia a partir del día siguiente de su publicación. 
 

Normas concordantes  
Decreto Supremo 

008-91-TR 
Reglamento de la Ley General de Comunidades Campesinas 

Decreto Supremo 
004-92-TR 

Reglamento del Título VII - Régimen Económico de la Ley General de Comunidades Campesinas 
 

Ley 24657  
Declaran de Necesidad 

Nacional e Interés Social 
el Deslinde y la Titulación  

del Territorio de las 
Comunidades 
Campesinas 

Artículo 1.- Decláranse de necesidad nacional e interés social, el deslinde y la titulación del territorio de las Comunidades Campesinas. 
 
Artículo 2.- El territorio comunal está integrado por las tierras originarias de la Comunidad, las tierras adquiridas de acuerdo al derecho común y agrario, y las 
adjudicadas con fines de Reforma Agraria. Las tierras originarias comprenden: las que la Comunidad viene poseyendo, incluyendo las eriazas, y las que indican 
sus títulos. En caso de controversia sobre esos títulos, el Juez competente calificará dichos de instrumentos. 
No se consideran tierras de la Comunidad: 
a) Los predios de propiedad de terceros amparados en títulos otorgados con anterioridad al 18 de enero de 1920 y que se encuentren conducidos directamente 
por sus titulares; 
b) Las tierras que se encuentren ocupadas por centros poblados o asentamientos humanos al 31 de octubre de 1993, salvo aquellas sobre las que se haya 
interpuesto acciones de reivindicación por parte de las Comunidades Campesinas antes de dicha fecha. Las autoridades pertinentes procederán a formalizar y 
registrar las tierras ocupadas por los asentamientos humanos, con el fin de adjudicar y registrar la propiedad individual de los lotes a sus ocupantes. 
Se exceptúan las tierras de los centros poblados que estén formados, dirigidos y gobernados por la propia Comunidad. 
c) Las que el Estado ha utilizado para servicios públicos; salvo convenios celebradas entre el Estado y la Comunidad; 
d) Las tierras adjudicadas con fines de Reforma Agraria excepto: 
1. Aquellas sobre las que se han planteado acciones de reivindicación por parte de las Comunidades Campesinas. 
2. Aquellas que sean sometidas a procesos de reestructuración con fines de redistribución de tierras a favor de las Comunidades Campesinas; y, 
e) Las tierras en que se encuentren restos arqueológicos. 
f) Las que la Comunidad adjudique a sus comuneros o a terceros. 
g) Las que sean declaradas en abandono. 
 
Artículo 3.- Cuando las Comunidades Campesinas carecieren de títulos de las tierras que poseen, o hubiere disconformidad entre el área real y la que indican 
sus títulos o éstos fueren imprecisos en cuanto a sus linderos, medidas perimétricas o tierras superficiales que comprende dicho territorio, tales defectos se 
salvarán en la forma que se establece en los artículos siguientes. 
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Artículo 4.- La Comunidad Campesina que se encuentre en alguna de las situaciones indicadas en el artículo anterior, solicitará a la respectiva Dirección Regional 
Agraria el levantamiento del plano definitivo del territorio comunal, ofreciendo cualquier medio de prueba de la posesión y, si los tuviere, los títulos de propiedad 
y las actas de colindancia, así como un croquis con indicación de los predios colindantes y los nombres de sus propietarios. 
 
Artículo 5.- Recibida la solicitud, la Dirección Regional Agraria, dentro del término de la distancia, practicará la diligencia del levantamiento del plano de conjunto 
y la determinación de las colindancias, con motivación personal a la Comunidad y a los colindantes y con publicación en el diario encargado de los avisos judiciales 
del lugar, si lo hubiere, y en el Diario Oficial “El Peruano”. 
 
Artículo 6.- En caso de que un colindante que no sea otra Comunidad estuviere en desacuerdo con la línea del lindero señalado por la Comunidad, podrá indicar 
en el acto de la diligencia del levantamiento del plano, la línea que pretende constituye el lindero del territorio comunal con el predio de su propiedad, acompañando 
los títulos respectivos, debidamente inscritos en los Registros Públicos, y un croquis que señale  
dicha línea. 
 
Artículo 7.- La Dirección Regional Agraria no tendrá en cuenta el lindero señalado por el colindante si sus títulos no se encuentren inscritos en los Registros 
Públicos y considerará como lindero el señalado por la Comunidad Campesina, dejando a salvo el derecho que pudiera tener el colindante para que lo haga valer 
en la forma que señala el artículo 12 de la presente ley. 
 
Artículo 8.- Si los títulos presentados por el colindante se encuentran inscritos en los Registros Públicos y discrepan con el lindero señalado por la Comunidad 
Campesina, la Dirección Regional Agraria invitará a los interesados para que lleguen a una conciliación. Esta conciliación sólo tendrá valor legal si cuenta con la 
aprobación de dos tercios de los miembros calificados de la Comunidad constituidos en Asamblea General expresamente convocada con este fin. 
Si no hubiere conciliación, la Dirección Regional Agraria determinará el área en controversia según el título del Registro Público, cerrando el perímetro comunal 
por la línea que no es materia de disputa, sin perjuicio del derecho de la Comunidad. 
Solo se puede aceptar las controversias sobre las áreas que no estén en posesión de la Comunidad Campesina, a la fecha de la publicación de la presente ley. 
 
Artículo 9.- Efectuada la diligencia a que se refieren los artículos anteriores, la Dirección Regional Agraria elaborará el plano de conjunto del territorio comunal, 
donde se indicará la línea de deslinde de las áreas comunales, así como las áreas en  
controversia. 
Cuando la Dirección Regional Agraria no disponga de personal técnico para efectuar esta labor, contratará Ingenieros Colegiados. 
El Poder Ejecutivo habilitará los recursos necesarios para tal fin. 
 
Artículo 10.- Salvo las áreas en controversia, el plano de conjunto, las actas de colindancia y la memoria descriptiva, constituyen títulos definitivos de propiedad 
de la Comunidad Campesina sobre su territorio. Únicamente por su mérito, los Registros Públicos, los inscribirán a nombre de la Comunidad Campesina. 
El plano deberá expresar el área, los linderos y las medidas perimétricas del territorio comunal, así como la denominación de los predios colindantes y los nombres 
de sus respectivos propietarios. Deberá estar firmado por Ingeniero Colegiado. 
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Artículo 11.- Únicamente en caso que hubiere áreas en controversia, la Dirección Regional Agraria, de oficio, remitirá al Juzgado respectivo el expediente de 
levantamiento del plano de conjunto de la Comunidad, para que éste se pronuncie sobre dichas áreas. 
 
Artículo 12.- Dentro de los quince (15) días de recibido el expediente, el Juzgado notificará en forma personal a la Comunidad Campesina y al colindante o 
colindantes interesados, para que en el plazo máximo de treinta (30) días, más el término de la distancia, expresen lo conveniente a su derecho. Vencido este 
último término, el Juzgado, sin más trámite que el estudio de las pruebas presentadas, dictará sentencia dentro de los diez (10) días siguientes, bajo 
responsabilidad. Dicha sentencia es apelable dentro del término de (10) días de notificada, debiendo resolver el Tribunal Agrario en el término de sesenta (60) 
días, bajo responsabilidad. 
 
Artículo 13.- En caso de que el colindante sea otra Comunidad y no estuviere de acuerdo con la línea del lindero indicada por la Comunidad cuyo plano es materia 
de levantamiento, se procederá de conformidad con los artículos 8, 9 y 10, de la presente ley, en lo que sea pertinente, y se remitirá el expediente al Juez 
respectivo para que declare el derecho de propiedad únicamente sobre las áreas en controversia, debiendo seguirse el procedimiento judicial sumario establecido 
en el artículo 165 inciso I), del Decreto Ley Nº 17716 - Texto Único concordado de la Ley de Reforma Agraria en cuanto fuere aplicable. 
Las comunidades a que se refiere el presente artículo, si así lo estimaren conveniente, podrán someter su controversia a la decisión de arbitraje, previo acuerdo 
de dos tercios de los miembros calificados de sus respectivas Asambleas Generales. 
 
Artículo 14.- Cuando se trate de predios ubicados dentro del territorio de propiedad de la Comunidad Campesina, la declaración del derecho de propiedad se hará 
por el Juez, de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 12 de la presente ley. 
 
Artículo 15.- Cuando se trate de controversia por colindancia, las solicitudes de títulos supletorios y de perfeccionamiento de títulos, así como las demandas de 
deslinde de predios rústicos, no serán admitidas a trámite por el Juez competente, si no son recaudadas con la certificación de la oficina de la Región Agraria 
respectiva, de que las tierras no pertenecen a una Comunidad Campesina o no son objeto de procedimiento de levantamiento del plano de conjunto. En caso de 
serlo, se declarará de plano inadmisible la demanda, sin perjuicio de que el interesado haga valer su derecho de acuerdo al procedimiento establecido en la 
presente ley. 
 
Artículo 16.- Las Direcciones Regionales Agrarias, de oficio, remitirán a los Registros Públicos, las actas de colindancia, la memoria descriptiva y el plano de 
conjunto del territorio comunal levantados con anterioridad a la vigencia de la presente ley, que hayan sido aprobados por Resolución Administrativa para la 
inscripción del territorio de la Comunidad. El acto de remisión será publicado en el periódico encargado de los avisos judiciales del lugar, si lo hubiere, y en Diario 
Oficial “El Peruano”. 
 
Artículo 17.- Las Direcciones Regionales Agrarias, de oficio, adecuarán al procedimiento establecido por la presente ley, los expedientes sobre levantamiento del 
plano de conjunto de Comunidades Campesinas que se encuentran en trámite. 
 
Artículo 18.- La inscripción en los Registros Públicos de los títulos de propiedad otorgados conforme a la presente ley, es gratuita y deberá hacerse en un plazo 
no mayor de treinta (30) días contados a partir de su presentación. Asimismo, son gratuitos los trámites y diligencias que se realicen a los servicios que presten 
las entidades del Estado a que se refiere la presente ley, bajo responsabilidad. 
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Artículo 19.- Es competencia del Fuero Agrario conocer las materias a que se refiere la presente ley. Para tal efecto, el Tribunal Agrario designará Jueces de 
Tierra Ad-hoc, cuando sea necesario. 
 
Artículo 20.- Quedan derogadas todas las disposiciones que se opongan a la presente ley. 
Artículo 21.- La presente ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación. 
 

Decreto Ley 25891 
Transfieren las Funciones 

y Actividades 
Comprendidas en la Ley 

General  
de Comunidades 

Campesinas y en la Ley 
de Comunidades Nativas 

y De  
Desarrollo Agrario de las 

Regiones De Selva y 
Ceja de Selva 

Artículo 1.- Transfiérase las funciones y actividades comprendidas en la Ley Nº 24656, Ley General de Comunidades Campesinas, a las Direcciones Regionales 
Agrarias y a la Unidad Agraria Departamental Lima - Callao. 
 
Artículo 2.- Transfiérase las funciones y actividades comprendidas en el Decreto Ley Nº 22175, Ley de Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de las 
Regiones de Selva y Ceja de Selva, a las Direcciones Regionales y Subregionales de Agricultura del país. 
 
Artículo 3.- La transferencia a que se contraen los artículos precedentes, incluyen los recursos humanos, financieros, materiales, saldos presupuestales y acervo 
documentario. 
 
Artículo 4.- El Ministerio de Agricultura queda facultado para dictar las disposiciones que se requieran para el cabal cumplimiento del presente Decreto Ley. 
 
Artículo 5.- Deróganse todas las disposiciones legales que se opongan al presente Decreto Ley. 
 
Artículo 6.- El presente Decreto Ley entrará en vigencia al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial “El Peruano”. 
 

Ley 26845 
Ley de Titulación de las 

Tierras de las 
Comunidades 

Campesinas de la Costa 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1.- Declárase de interés nacional el otorgamiento de títulos de propiedad y la inscripción registral de las tierras de las Comunidades Campesinas de la 
Costa y las de sus comuneros que adopten la decisión de proceder a la adjudicación en parcelas individuales o en copropiedad, con el fin de garantizar los 
derechos de las Comunidades Campesinas de la Costa al uso y la libre disposición de sus tierras, los derechos de los comuneros a la propiedad individual y a la 
herencia, y al ejercicio de la iniciativa privada, establecidos por el Artículo 89, el inciso 16) del Artículo 2 y el Artículo 58 de la Constitución Política, respectivamente. 
 
Artículo 2.- La presente Ley es aplicable a las Comunidades Campesinas de la Costa. Establece los mecanismos para garantizar el derecho de los comuneros a 
decidir libremente el régimen jurídico de la propiedad comunal. 
 
Artículo 3.- Son Comunidades Campesinas de la Costas las que tienen sus tierras o la mayor extensión de éstas situadas en la vertiente del Océano Pacífico, 
hasta una altitud de dos mil (2000) metros sobre el nivel del mar. 
 
Artículo 4.- Los comuneros sólo pueden pertenecer a una Comunidad Campesina y deben tener residencia habitual en ésta. 
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CAPÍTULO II 
DE LAS ADJUDICACIONES EN PROPIEDAD 
Artículo 5.- Los comuneros poseedores de tierras comunales de las Comunidades Campesinas de la Costa, pueden acordar el régimen de la propiedad de las 
tierras que ocupan. 
 
Artículo 6.- Los comuneros poseedores por más de un año, podrán solicitar la adjudicación a título de propiedad de las tierras que conducen. Para la aprobación 
de dicha solicitud se requiere el voto a favor de no menos del cincuenta por ciento (50%) de los comuneros poseedores por más de un año, asistentes a la 
Asamblea. Este acuerdo puede realizarse entre comuneros poseedores ubicados en el mismo Anexo o Sector, cuyos alcances serán definidos en el reglamento.  
 
Artículo 7.- Para la adquisición en propiedad, de tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa, que ocupan terceros poseedores por un período no menor 
de dos años sin relación contractual, se requiere del voto favorable de no menos del treinta por ciento (30%) de los comuneros calificados de la comunidad, 
asistentes a la Asamblea General, sea en primera o segunda convocatoria.  
El quórum necesario para declarar válidamente instalada las asambleas a que se refieren los Artículos 6 y 7 de la presente Ley será fijado en el reglamento.  
 
Artículo 8.- Adoptado el acuerdo de adjudicación, el Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural (PETT) del Ministerio de Agricultura, procederá a 
la elaboración de los planos catastrales y de las memorias descriptivas correspondientes.  
 
Artículo 9.- El representante legal de la Comunidad Campesina de la Costa o el designado por ella para dar cumplimiento a los acuerdos a que se refiere la 
presente Ley, dentro del plazo de quince (15) días hábiles de recibidos los planos y memorias descriptivas, procederá a otorgar los respectivos contratos de 
transferencia de los derechos de propiedad, de acuerdo al formato que se establezca en el reglamento de la presente Ley.  
Si transcurrido dicho plazo, los contratos no fueran otorgados por el representante legal de la Comunidad Campesina de la Costa, los interesados pueden solicitar 
al PETT, a fin de que se requiera a la Comunidad Campesina de la Costa el cumplimiento del Acuerdo de Titulación, en el plazo de quince (15) días hábiles, bajo 
apercibimiento de otorgarse títulos de propiedad por el Ministerio de Agricultura.  
La impugnación de las resoluciones y actos del PETT se tramitará por la vía arbitral, conforme a lo dispuesto por el Capítulo III de la presente Ley.  
 
Artículo 10.- Procede declarar el abandono legal de las tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa, de conformidad con los Artículos 88 y 89 de la 
Constitución Política del Perú, cuando terceros poseedores en condición de precarios las tengan dedicadas a la actividad agraria bajo explotación económica, 
pública, pacífica e ininterrumpida por un plazo no menor de dos (2) años a la fecha de presentación de la solicitud de declaración de abandono y de acuerdo a lo 
previsto en el Artículo 27 del Decreto Legislativo Nº 667 siempre que ofertada la compra por dichos poseedores precarios, ésta no se hubiera concertado con la 
comunidad.  
La posesión de la tierra y la explotación económica, serán acreditados con los elementos de prueba requeridos por el Artículo 26 excepto el señalado en el inciso 
b.6 del Decreto Legislativo Nº 667, modificado por el Decreto Legislativo Nº 889. 
En los casos en que se hubiera iniciado el procedimiento de declaratoria de abandono, se dará por concluido éste si la Comunidad Campesina de la Costa, a 
cuyo favor se encuentran inscritas las tierras, otorga el título de propiedad respectivo.  
 



NIR – LEGISLACIÓN SOBRE INTERCULTURALIDAD  
_____________________________________________________________________________________ 

24 

Área de Servicios de Investigación y Seguimiento Presupuestal 

Artículo 10-A.- Procede declarar el abandono legal de las tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa, de conformidad con los artículos 88 y 89 de la 
Constitución Política del Perú, cuando los poseedores precarios de los terrenos de propiedad comunal ubicados dentro del área urbana y de expansión urbana, 
acrediten única posesión permanente y residencia habitual del inmueble con fines de vivienda, por un plazo no menor de cinco años a la fecha de presentación 
de la solicitud de declaración de abandono, siempre que ofertada la compra por dichos poseedores precarios, ésta no se hubiera concertado con la comunidad.  
 
“Artículo 11.- El Ministerio de Agricultura, a través del Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural, PETT, a instancia de los terceros poseedores 
sin relación contractual a que se refieren los artículos 10 y 10-A, podrá declarar el abandono de tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa.  
Con la presentación de las solicitudes de declaración de abandono realizadas por terceros poseedores sin relación contractual, el PETT gestionará la anotación 
preventiva en la partida matriz de los inmuebles que se afectan.”  
 
Artículo 12.- El procedimiento para declarar el abandono de tierras comunales se tramita ante el Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural 
(PETT). Iniciado el proceso, el PETT notificará a la Comunidad Campesina de la Costa sobre este hecho, citando a su representante y a los colindantes de las 
tierras objeto del abandono, a una inspección ocular; la misma que se realizará en un plazo que no excederá de quince (15) días hábiles contados a partir de la 
fecha de su recepción.  
Constatado el abandono, el PETT dicta la resolución en un plazo que no excederá de noventa (90) días desde que se realizó la inspección ocular, ordenando la 
incorporación del predio al dominio del Estado y disponiendo su inscripción registral a nombre de éste.  
Transcurrido dicho plazo sin emitirse resolución, se considera denegada la solicitud de abandono. La resolución expresa o ficta podrá ser contradicha en la vía 
arbitral conforme lo dispone el Capítulo III de la presente Ley.  
 
Artículo 13.- Agotada la vía administrativa, dictado el laudo arbitral, el PETT cursa los partes respectivos a los Registros Públicos a fin de proceder a la inscripción 
del dominio del Estado sobre dichas tierras, cancelándose los asientos registrales anteriores.  
El PETT comunicará a la Superintendencia de Bienes Nacionales la culminación del proceso de declaración de abandono, inscribiendo la reversión de dominio a 
favor del Estado a fin de que se registre en el Sistema de Información Nacional de Bienes de Propiedad Estatal - SINABIP.  
 
Artículo 14.- El proceso de adjudicación de las tierras comunales declaradas en abandono, se inicia luego de efectuada la inscripción a que se refiere el artículo 
anterior. 
 
Artículo 15.- La adjudicación en venta directa de tierras abandonadas que han pasado a dominio del Estado, se realizará exclusivamente a favor de los terceros 
poseedores que dieron origen al procedimiento de abandono.  
 
CAPÍTULO III  
DEL RÉGIMEN ARBITRAL  
Artículo 16.- Establézcase el Régimen Arbitral de la Propiedad de las Comunidades Campesinas de la Costa RAC, para la solución de los conflictos, las 
controversias, declaraciones, determinación de mejor derecho, incertidumbres jurídicas o de hecho, jurídica o factualmente trascendentes, que se produzcan en 
las tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa que se incorporen al Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural (PETT), para lo cual el 
RAC tendrá competencia territorial sobre dichas áreas.  
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La incorporación al RAC genera, de pleno derecho, la aceptación previa, automática y expresa, de un convenio arbitral por parte de los integrantes de la Comunidad 
Campesina de la Costa, de los comuneros posesionarios o de terceros, así como su sometimiento a la jurisdicción arbitral creada por esta Ley.  
No se admitirá, renuncia, reserva o pacto en contrario, entendiéndose que para ello dicho acto se halla dentro del supuesto normativo de la Primera Disposición 
Complementaria y Transitoria de la Ley General de Arbitraje Nº 26572. El RAC tendrá facultad exclusiva y excluyente respecto a las controversias que sometan 
a su competencia, para resolver, las siguientes materias:  
a) La definición de su propia competencia, de conformidad con el ordenamiento jurídico vigente;  
b) Las impugnaciones que presenten los interesados contra los acuerdos de la Asamblea a que se refiere esta Ley y las resoluciones que emita el PETT y que 
causen estado; y,  
c) Las demás que establezca la presente Ley y el Reglamento de Arbitraje y Conciliación emitido conforme lo dispone la presente Ley.  
 
Artículo 17.- Los jueces se abstendrán, de oficio o a petición de parte, de conocer las materias que se sometan a su conocimiento cuando de conformidad a lo 
establecido en la presente Ley corresponda su conocimiento del RAC, debiendo declarar la nulidad de todo lo actuado y el archivamiento definitivo del proceso 
en el estado en que se encuentre, bajo responsabilidad civil, administrativa y/o penal.  
 
Artículo 18.- La demanda en la vía arbitral deberá interponerse en el plazo de treinta (30) días calendario posteriores al acuerdo de la Asamblea Comunal o la 
notificación o publicación de la resolución correspondiente. La interposición de la demanda arbitral suspende la ejecución del acuerdo de Asamblea o de la 
resolución impugnada.  
 
Artículo 19.- En los casos de adjudicación de tierras comunales declaradas en abandono, los adjudicatarios suscribirán, además del contrato de compraventa, un 
compromiso arbitral manifestando su aceptación del RAC conforme a lo dispuesto por la presente Ley. 
 
Artículo 20.- Los laudos expedidos por el RAC son definitivos, tienen calidad de cosa juzgada material y contra ellos no procede impugnación alguna ante el Poder 
Judicial, que deberá declarar inadmisible, bajo responsabilidad administrativa, civil y/o penal cualquier petición que pretenda contravenir esta disposición. 
 
Artículo 21.- El Poder Judicial designará en cada Distrito Judicial de la región de la costa, juzgados especializados en lo civil para el conocimiento del trámite de 
ejecución de los laudos expedidos por el RAC. Estos juzgados ejecutarán los laudos dentro del tercer día de emitidos por el RAC con citación de los interesados 
y de los terceros legitimados apersonados al procedimiento arbitral. 
 
Artículo 22.- El PETT, el Registro Predial, cualquier dependencia estatal, así como las personas naturales y jurídicas cumplirán lo dispuesto en el laudo. Contra 
la orden de ejecución del laudo no procede recurso o articulación alguna que impida o pretenda retrasar dicha ejecución, bajo responsabilidad civil, administrativa 
y/o penal del juez respectivo. Cualquier apelación que fuese concedida se entenderá otorgada sin efecto  
suspensivo, siendo nula de pleno derecho cualquier disposición o estipulación en contrario, bajo responsabilidad. 
 
Artículo 23.- Para lo no previsto en ese capítulo, son aplicables las normas de la Ley General de Arbitraje, Ley Nº 26572. 
 
CAPÍTULO IV 
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DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS Y FINALES 
Primera. - La presente Ley se aprueba por mayoría calificada de acuerdo a lo previsto por el Artículo 106 de la Constitución Política del Perú y su modificación o 
derogación se efectuará a través de otra norma legal expedida por el Congreso cumpliendo la  
misma formalidad. 
Segunda. - Es nula de pleno derecho cualquier disposición estatutaria que contravenga la presente Ley. 
Tercera. - Son válidos los acuerdos sobre el régimen de la propiedad de la tierra comunal, incluidos los referidos a la adjudicación en favor de comuneros 
posesionarios, que hayan sido adoptados con anterioridad a la promulgación de la presente Ley. 
Cuarta. - Modificase el inciso b) del Artículo 2 de la Ley Nº 24657, con el texto siguiente: 
(...)  
“b) Las tierras que se encuentren ocupadas por centros poblados o asentamientos humanos al 31 de octubre de 1993, salvo aquellas sobre las que se haya 
interpuesto acciones de reivindicación por parte de las Comunidades Campesinas antes de dicha fecha. Las autoridades pertinentes procederán a formalizar y 
registrar las tierras ocupadas por los asentamientos humanos, con el fin de adjudicar y registrar la propiedad individual de los lotes a sus ocupantes. 
Se exceptúan las tierras de los centros poblados que estén formados, dirigidos y gobernados por la propia Comunidad.” 
Adiciónese al artículo mencionado, los incisos siguientes: 
“f) Las que la Comunidad adjudique a sus comuneros o a terceros. 
g) Las que sean declaradas en abandono.” 
Quinta. - No son de aplicación para los fines de la presente Ley, las disposiciones contenidas en las Leyes Nºs. 24656, 24657, 26505 que se opongan a la presente 
ley. De igual modo toda otra disposición legal que se oponga. 
Sexta. - El régimen jurídico de las tierras adjudicadas por las Comunidades Campesinas de la Costa en Asamblea o por el PETT será el de la propiedad privada 
establecido en el Código Civil. 
Séptima. - Aquellos que realicen tráfico ilegal de tierras para fines urbanos o rústicos serán objeto de las sanciones penales y civiles previstas en la legislación de 
la materia. La compensación económica dictada por las autoridades pertinentes deberá guardar relación con el valor de las tierras objeto del tráfico ilegal. El 
PETT, así como toda otra autoridad cuya función esté relacionada con la titulación y registro de tierras rústicas y urbanas denunciarán a los responsables de 
dichos actos. 

 
Norma concordante 

Decreto Supremo 038-99-AG 
Precisan Contenido de Formato de Contratos de Transferencia de 
Derechos, A qué se refiere el art. 9 de la Ley de Titulación de las 

Tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa 
 

Ley 28685 
Ley que Regula la 

Declaración del 
Abandono Legal de las 

Tierras de las  

Artículo 1.- Modifica la Novena Disposición Complementaria, Transitoria y Final de la Ley Nº 27046 
Modificase la Novena Disposición Complementaria, Transitoria y Final de la Ley Nº 27046 por el siguiente texto: 
“Novena. - El plazo a que se refiere la Cuarta Disposición Complementaria y Final de la Ley Nº 26845 es el 31 de diciembre de 2003. Extiéndase la aplicación de 
dicha Disposición a los programas estatales y municipales de vivienda. 
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Comunidades 
Campesinas de la Costa, 

Ocupadas por 
Asentamientos  

Humanos y otras 
Posesiones Informales 

Corresponde a las municipalidades provinciales, la formalización y titulación de las tierras a que se refiere la Ley Nº 26845, ocupadas por asentamientos humanos, 
centros poblados, programas estatales y municipales de vivienda y otras posesiones  
informales, hasta la inscripción de los títulos de propiedad.” 
 
Artículo 2.- Adición del artículo 10-A a la Ley Nº 26845 
Adicionase el artículo 10-A a la Ley Nº 26845, con el siguiente texto: 
“Artículo 10-A.- Procede declarar el abandono legal de las tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa, de conformidad con los artículos 88 y 89 de la 
Constitución Política del Perú, cuando los poseedores precarios de los terrenos de propiedad comunal ubicados dentro del área urbana y de expansión urbana, 
acrediten única posesión permanente y residencia habitual del inmueble con fines de vivienda, por un plazo no menor de cinco años a la fecha de presentación 
de la solicitud de declaración de abandono, siempre que ofertada la compra por dichos poseedores precarios, ésta no se hubiera concertado con la comunidad.” 
 
Artículo 3.- Modificación del artículo 11 de la Ley Nº 26845 
Modificase el artículo 11 de la Ley Nº 26845 por el siguiente texto: 
“Artículo 11.- El Ministerio de Agricultura, a través del Proyecto Especial de Titulación de Tierras y Catastro Rural, PETT, a instancia de los terceros poseedores 
sin relación contractual a que se refieren los artículos 10 y 10-A, podrá declarar el abandono de tierras de las Comunidades Campesinas de la Costa. 
Con la presentación de las solicitudes de declaración de abandono realizadas por terceros poseedores sin relación contractual, el PETT gestionará la anotación 
preventiva en la partida matriz de los inmuebles que se afectan.” 
 
Artículo 4.- Adición de párrafo al artículo 13 de la Ley Nº 26845 
Adicionase un segundo párrafo al artículo 13 de la Ley Nº 26845, con el siguiente texto: 
“Artículo 13.- 
(…) 
El PETT comunicará a la Superintendencia de Bienes Nacionales la culminación del proceso de declaración de abandono, inscribiendo la reversión de dominio a 
favor del Estado a fin de que se registre en el Sistema de Información Nacional de Bienes de Propiedad Estatal - SINABIP.” 
 
Artículo 5.- Reglamentación 
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de noventa (90) días calendario, a partir de su entrada en vigencia. 
 

 
Norma concordante 

Decreto Supremo 016-2006-AG 
Aprueban Reglamento de la Ley Nº 28685, Ley que Regula la 

Declaración de Abandono Legal de las Tierras de las Comunidades 
Campesinas de la Costa, Ocupadas por Asentamientos Humanos y 

otras Posesiones Informales 
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LEYES ESPECIALES 

(Comunidades Nativas) 
 

 
ARTÍCULO 

Decreto Ley 22175 
Ley de Comunidades 

Nativas y de Desarrollo 
Agrario de la Selva y Ceja 

de Selva 

TITULO I 
PRINCIPIOS BASICOS 
Artículo 1.- La presente Ley tiene como finalidad establecer una estructura agraria que contribuya al desarrollo integral de las regiones de Selva y Ceja de Selva, 
a fin de que su población alcance niveles de vida compatibles con la dignidad de la persona humana. 

Artículo 2.- El Estado promoverá el desarrollo de las regiones de Selva y Ceja de Selva, mediante proyectos de asentamiento rural. 

Artículo 3.- Se entiende por asentamiento rural el establecimiento organizado de personas dedicadas al aprovechamiento integral e integrado de los recursos 
naturales renovables, mediante sistemas de producción que maximicen, la rentabilidad social, económica y ecológica y aseguren un adecuado acondicionamiento 
del territorio. 
Los proyectos de asentamiento rural se ejecutarán de acuerdo a Planes Regionales de Desarrollo. 
 
Artículo 4.- Los asentamientos rurales integrarán las actividades de producción agropecuaria y/o de producción o extracción forestal, pesquera y de fauna silvestre 
con la industrialización, así como con el transporte y la comercialización. 

Artículo 5.- El Estado estimulará mediante un tratamiento especial la inversión de capitales en las regiones de Selva y Ceja de Selva de acuerdo a los respectivos 
Planes de Desarrollo. 

Artículo 6.- Declárase de interés público la conservación, protección, mejoramiento y utilización racional de los recursos naturales renovables de las regiones de 
Selva y Ceja de Selva. 

TITULO II 
DE LAS COMUNIDADES NATIVAS 
Artículo 7.- El Estado reconoce la existencia legal y la personalidad jurídica de las Comunidades Nativas. 
 
Artículo 8.- Las Comunidades Nativas tienen origen en los grupos tribales de la Selva y Ceja de Selva y están constituidas por conjuntos de familias vinculadas 
por los siguientes elementos principales: idioma o dialecto, caracteres culturales y sociales, tenencia y usufructo común y permanente de un mismo territorio, con 
asentamiento nucleado o disperso. 

Artículo 9.- Son miembros de las Comunidades Nativas los nacidos en el seno de las mismas y aquellas a quienes éstas incorporen siempre que reúnan los 
requisitos que señale el Estatuto de Comunidades Nativas. Se pierde la condición de comunero por residir fuera del territorio comunal por más de doce meses 
consecutivos, salvo que la ausencia sea motivada por razones de estudio o salud debidamente acreditadas, por traslado al territorio de otra Comunidad Nativa 
de acuerdo a los usos y costumbres y por el cumplimiento del Servicio Militar. Artículo 12.- Serán incorporadas al dominio de las Comunidades Nativas las tierras 
ubicadas dentro del perímetro del territorio comunal delimitado en aplicación de lo dispuesto por el Artículo 10 de la presente Ley y que hayan sido adjudicadas 
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por el Estado a particulares, con posterioridad a la Constitución del Estado promulgada el 18 de enero de 1920, quienes serán indemnizados por las mejoras 
útiles y necesarias, construcciones, instalaciones, plantaciones, maquinaria, equipo y ganado existente, que acrediten haber introducido en el predio. En caso que 
no hubiera acuerdo sobre la valorización, ésta será fijada por el Fuero Agrario. 
El Banco Agrario está obligado a otorgar en favor de la Comunidad, el préstamo que fuera necesario para el cumplimiento de esta disposición, fijando los plazos 
de los reembolsos de acuerdo a la naturaleza de las mejoras. 
 
Artículo 13.- La propiedad territorial de las Comunidades Nativas es inalienable, imprescriptible e inembargable. 
 
Artículo 14.- El Ministerio de Agricultura y Alimentación inscribirá a las Comunidades Nativas en el Registro Nacional de Comunidades Nativas que para tal 
efecto llevará. 
 
Artículo 15.- El Estado promoverá la educación integral y la capacitación permanente de los miembros de las Comunidades Nativas, tanto en el campo de la 
organización y administración comunal, como en el aspecto técnico, agropecuario y forestal, y dará preferencia a los profesionales y técnicos nativos para el 
desempeño de cargos públicos en el ámbito de las Comunidades; 
El Estado propiciará y supervisará la creación y funcionamiento de núcleos pilotos de fomento agropecuario y forestal en el territorio de las Comunidades 
Nativas, de acuerdo a los correspondientes Planes de Desarrollo. 
 
Artículo 16.- Para realizar actividades educativas o asistenciales, las personas naturales y las personas jurídicas de derecho privado deberán ser autorizadas 
por el Ministerio de Agricultura y Alimentación, sin perjuicio de las autorizaciones que corresponda otorgar a los Sectores respectivos. 
Artículo 17.- Los ocupantes precarios y los mejoreros, ubicados en tierras de una Comunidad Nativa, podrán incorporarse a la Comunidad, salvo que los 
miembros de ésta reunidos en Asamblea General, dentro de los seis meses siguientes a la delimitación del territorio comunal, decidan no admitirlos como 
comuneros, en cuyo caso se procederá a indemnizarlos de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 12 de la presente Ley. 
 
Artículo 18.- Las Comunidades Nativas localizadas dentro de los limites de los Parques Nacionales, cuyas actividades no atenten contra los principios que justifican 
el establecimiento de dichas unidades de conservación, podrán permanecer en ellas sin titulo de propiedad. 

Artículos 19.- Los conflictos y controversias de naturaleza civil de mínima cuantía que se originen entre los miembros de una Comunidad Nativa, así como las 
faltas que se cometan, serán resueltas o sancionadas en su caso, en forma definitiva por sus órganos de gobierno. 
En los procesos civiles y penales los Tribunales Comunes o Privativos, según sea el caso, tendrán en cuenta al resolver, las costumbres, tradiciones, creencias 
y valores socio-culturales de las Comunidades. 
 
Artículo 20.- En cada una de las Comunidades Nativas habrá Registros del Estado Civil que estarán a cargo del Agente Municipal y a falta de éste del Jefe de la 
Comunidad. 

Artículo 21.- Los organismos del Sector Público Nacional, dentro de los campos de su respectiva competencia, darán prioridad a las Comunidades Nativas en los 
servicios que presten dentro de la región. 
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Artículo 22.- Las Comunidades Nativas recibirán de los organismos públicos trato prioritario en lo que se refiere a la comercialización de sus productos. 

Artículo 23.- Los funcionarios y empleados públicos, quedan obligados, bajo responsabilidad civil y penal, a dar curso inmediato a las denuncias presentadas por 
comuneros nativos referentes al incumplimiento de la legislación laboral, irregularidades en la tramitación de la documentación de identidad personal, ocupación 
o explotación ilícita de recursos naturales pertenecientes a la Comunidad u otros hechos o acciones que le perjudique. 

Artículo 24.- Las Comunidades Nativas quedan exoneradas de los impuestos a la renta, al patrimonio empresarial y sucesorios, así como de todo otro gravamen, 
por el término de veinte años computado a partir de la vigencia de la presente Ley. Lo dispuesto en el párrafo anterior no modifica el goce de beneficios o incentivos 
tributarios otorgados para la Selva y Ceja de Selva. 

Artículo 25.- Para fines de aplicación del Decreto Ley 19400 las Comunidades Nativas tendrán el mismo tratamiento que el de las Comunidades Campesinas. 

Artículo 26.- El otorgamiento de licencias para el uso de “barreales” colindantes con las tierras de propiedad de las Comunidades Nativas, se hará en forma 
preferencial y gratuita en favor de éstas. 

Artículo 27.- Las Comunidades Nativas tendrán prioridad para la obtención de contratos de exploración forestal, extracción forestal y reforestación. 

TITULO III 
DE LAS TIERRAS DE LAS REGIONES DE SELVA Y CEJA DE SELVA 
CAPITULO I 
DEL USO DE LAS TIERRAS 
Artículo 28.- Las tierras de las regiones de Selva y Ceja de Selva se usarán en armonía con el interés social. Cualquiera que fuera su causa, denominación o 
modalidades, son nulas las obligaciones existentes a la fecha de vigencia de la presente Ley o las que se originen en el futuro, relativas a prestación de servicios 
personales en compensación parcial o total del uso de las tierras. 

Artículo 29.- Para los efectos de la presente ley, se distinguen los siguientes grupos de capacidad de uso mayor de las tierras: 
 a. Con aptitud para el cultivo; 
 b. Con aptitud para la ganadería; y 
 c. Con aptitud forestal. 
 Están comprendidas en el inciso b. las tierras destinadas al cultivo de forrajes. 
 La calificación de la aptitud de las tierras será determinada por el Ministerio de Agricultura y Alimentación. 
 

Artículo 30.- El uso agropecuario queda restringido exclusivamente a las tierras a que se refieren los incisos a. y b. del Artículo anterior. El uso de las tierras con 
aptitud forestal, así como el de los eriazos, se regirá por la legislación sobre la materia. 

Artículo 31.- Las tierras de la Selva y Ceja de Selva, además de las servidumbres ordinarias, quedan sujetas a las siguientes: 
a. De libre tránsito por los puentes, oroyas y caminos existentes y aquellos que se construyan en el futuro; y 
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b. De libre paso de oleoductos, gasoductos, instalaciones para la exploración y explotación minera y petrolera, instalaciones para el servicio público de 
telecomunicaciones, líneas de transmisión de energía vías de comunicación de toda especie, obras para irrigación y drenaje establecidas o que sea necesario 
establecer, así como las que demande su operación y mantenimiento. 
 
CAPITULO II 
DEL DOMINIO DE LAS TIERRAS 
Artículo 32.- Son tierras de dominio del Estado: 
a. Las que no hayan sido legítimamente otorgadas a particulares; 
b. Las provenientes de concesiones, pago de indemnizaciones, deudas del Estado o ventas otorgadas por éste a personas naturales o jurídicas, para fines de 
parcelación o colonización, en los casos siguientes: 
     1. Cuando no se hayan cumplido todas las condiciones establecidas al momento de su otorgamiento, aunque hubieran sido transferidas a terceros salvo que 
éstos estuvieran cumpliendo tales condiciones; 
     2. Cuando el titular las hubiera cedido en arrendamiento, uso, usufructo o aprovechamiento; 
c. La totalidad o parte de las adjudicadas a particulares, que no hayan sido cultivadas dentro de los cinco años de la expedición del título. Se considerará como 
explotadas las porciones del predio utilizadas para rotación de tierras: tales porciones, en conjunto no podrán exceder de una extensión igual a la cubierta con 
cultivo y/o pastos; 
d. Las tierras poseídas por más de un año por campesinos que no tengan vínculo contractual con el propietario, siempre que éste no haya interpuesto la acción 
judicial correspondiente. Dichas tierras se adjudicarán a quienes las han venido trabajando; y 
e. Las tierras que excedan de la superficie señalada en el título de dominio otorgado por el Estado, aunque se encuentren cultivadas o explotadas, teniendo 
prioridad el usuario para adquirirlas hasta un área que no supere los límites fijados en los Artículos 57, 63 y 64 de la presente Ley, según el caso. 
 
Artículo 33.- Los predios rústicos de dominio privado del Estado, ubicados en las regiones de Selva y Ceja de Selva, podrán ser adjudicados a la Dirección General 
de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, para su posterior adjudicación de conformidad con la presente Ley. 

Artículo 34.- Las personas que a la fecha de vigencia de la presente Ley sean propietarios de tierras ubicadas en las regiones de Selva y Ceja de Selva podrán 
mantener bajo su dominio las áreas que hayan incorporado a la explotación agrícola o pecuaria, así como las áreas utilizadas para rotación de tierras con la 
limitación a que se refiere el inciso c. del Artículo 32 de la presente Ley siempre que vengan ejerciendo su posesión inmediata, cualquiera que sea el título de 
adquisición y aunque su superficie exceda los límites señalados en los Artículos 63 y 64 las áreas restantes serán incorporadas al dominio del Estado de acuerdo 
al procedimiento establecido en el artículo 38 y siguientes de la presente Ley. 

Artículo 35.- La adjudicación de tierras en las regiones de Selva y Ceja de Selva, no podrán exceder de los limites señalados en los artículos 57, 63, 64 y 72 de 
la presente Ley. 

Artículo 36.- Son indivisibles para todos los efectos legales los predios rústicos cuya extensión sea menor de 20 hectáreas de tierra con aptitud para el cultivo o 
su equivalente de tierras con aptitud para la ganadería. Los lotes resultantes de la división de predios de 20 o más hectáreas, en ningún caso, podrán ser menores 
de 10 hectáreas. 
Tratándose de tierras de cultivo bajo riego las extensiones a que se ha hecho referencia podrán ser reducidas a la mitad. 
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Artículo 37.- Cuando fallezca el propietario de un predio rústico y concurran como herederos la cónyuge y uno o más hijos que reúnan los requisitos señalados 
en el Artículo 45, deberá liquidarse el condominio dentro del término de dos años computado a partir del fallecimiento, pudiendo fraccionarse el predio previa 
autorización de la Dirección General de Reforma Agraria y Asentamiento Rural, con la limitación que establece el Artículo anterior. A falta de cónyuge, la 
compañera permanente tendrá derecho a recibir una cuota parte igual a la que hubiere correspondido a aquella. 
Los herederos que no resultasen adjudicatarios de la unidad agrícola, tendrán contra el beneficiario derecho crediticio por el importe de su cuota hereditaria, quien 
lo pagará en diez anualidades iguales, salvo que deseara hacerlo al contado o en menor plazo. 
A falta de cónyuge, compañera permanente, hijos o ascendientes del causante, heredará la unidad el pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o 
segundo de afinidad que haya venido trabajando con el causante; y si no lo hubiere, se considerará vacante la herencia y a favor de la Dirección General de 
Reforma Agraria y Asentamiento Rural. 
 
CAPITULO III 
DEL PROCEDIMIENTO PARA LA EXTINCION DEL DOMINIO PRIVADO, VALORIZACION Y FORMA DE PAGO DE MEJORAS Y OTROS BIENES 
Artículo 38.- Los procedimientos para la extinción o caducidad de las concesiones y de los títulos de propiedad de las tierras en las que no se haya cumplido las 
condiciones que señala la presente Ley, se iniciarán por la respectiva Dirección Zonal del Ministerio de Agricultura y Alimentación con una inspección ocular y 
actuación de las demás pruebas que estime conveniente. Los interesados podrán formular observaciones u oposiciones hasta en el acto mismo de la inspección 
ocular, cuya fecha de realización se hará saber mediante carteles que serán fijados durante ocho días en el predio, en los locales de los Concejos Municipales 
de la provincia y distrito respectivo, y en los de la Dirección Zonal. 
La Resolución Directoral que declare la extinción o caducidad será notificada en el predio o en el domicilio señalado por el interesado en la capital de la provincia 
donde se encuentra el predio, quien podrá interponer recurso de apelación dentro del término de quince días ante la Dirección General de Reforma Agraria y 
Asentamiento Rural. Esta absolverá el grado solicitando la expedición de la Resolución Ministerial correspondiente. Con la notificación de ésta queda agotada la 
vía administrativa. A petición de la Dirección Zonal, el Juez de Tierras ordenará la Inscripción del dominio en los Registros Públicos a favor de la Dirección General 
de Reforma Agraria y Asentamiento Rural. 

Artículo 39.- Declarada la extinción del dominio se abonará al titular únicamente el valor de las construcciones, instalaciones, mejoras útiles y necesarias, 
plantaciones, maquinaria, equipo y ganado existente, que acredite haber introducido en el predio. La acción para el cobro de las referidas mejoras y bienes 
agrarios prescribirá a los dos años computados desde la fecha en que haya quedado consentida o ejecutoriada la Resolución Ministerial que pone término al 
procedimiento. 

Artículo 40.- La valorización de los bienes a que se refiere el Artículo anterior se realizará en la forma siguiente: 
     a. Ganado, de acuerdo a los precios de mercado; 
     b. Construcciones, instalaciones, mejoras, maquinaria y equipo, de acuerdo al valor de reposición con los castigos correspondientes; y 
     c. Plantaciones al costo de instalación con los castigos respectivos. 
 
Artículo 41.- El valor del ganado, maquinaria y equipo se pagará en efectivo; el de construcciones, instalaciones, mejoras y plantaciones, hasta un millón de soles 
en efectivo y el saldo en bonos de la Deuda Agraria de la Clase “B”. 
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Artículo 42.- Procede el Recurso de Amparo a que se contrae el Decreto Ley 20554 contra la Resolución que ponga término al procedimiento de extinción o 
caducidad, el mismo que podrá ser interpuesto dentro de los treinta días útiles siguientes a su notificación. La valorización podrá ser impugnada ante el Fuero 
Agrario dentro de los sesenta días útiles de notificada. La carga de la prueba corresponde al demandante. 
(…). 

 
Normas concordantes 

Decreto Supremo 003-79-AA 
Reglamento de la Ley de Comunidades Nativas y de Desarrollo 

Agrario de las Regiones de Selva y Ceja de Selva 
Decreto Supremo 002-79-AA 

Reglamento de Aprovechamiento Forestal en Bosques Nacionales de 
Ley de Comunidades Nativas 

 
Decreto Supremo 052-

2001-AG 
Declaran Prioritaria y 
Autorizan Atención de 

Solicitudes Presentadas 
por  

las Comunidades Nativas 
de Selva y Ceja de Selva 
para el Aprovechamiento  
de Recursos Forestales 

en Sus Tierras 

Artículo 1.- Declárese prioritaria y autorizase la atención por parte de las instituciones del Estado, de las solicitudes presentadas por las Comunidades Nativas de 
Selva y Ceja de Selva para el aprovechamiento de los recursos forestales realizados en sus tierras. 

Artículo 2.- Autorizar al Instituto Nacional de Recursos Naturales - INRENA a elaborar directamente o a través de terceros, los Planes de Manejo de aquellas 
solicitudes que se encuentren en trámite, en cuya elaboración deberá tenerse en cuenta el estado actual del bosque remanente para la programación de las 
futuras actividades de aprovechamiento. El Plan de Manejo es de obligatorio cumplimiento por parte de las Comunidades Nativas beneficiarias. 
Su incumplimiento dará lugar a la revocación del permiso para aprovechamiento forestal respectivo. 
 
Artículo 3.- Otorgar un plazo de 60 días para que el INRENA desarrolle y difunda un Manual para la Elaboración de Planes de Manejo Forestal en las Tierras de 
las Comunidades Nativas. 

Artículo 4.- El INRENA brindará el apoyo necesario para que las Organizaciones Representativas de las Comunidades Nativas tomen conocimiento de los precios 
internacionales y nacionales de los productos forestales que aprovechan, con la finalidad de contribuir a la transparencia en la comercialización de estos productos, 
así como permitir a las comunidades obtener el mayor beneficio a favor de su población. Asimismo, se brindará apoyo adicional a las comunidades nativas que, 
previo acuerdo de Asamblea General, decidan efectuar la venta de los productos forestales provenientes de sus tierras mediante mecanismos competitivos. 

Ley 29763 
Ley Forestal y de Fauna 

Silvestre 

SECCIÓN SEGUNDA 
GESTIÓN DE ECOSISTEMAS FORESTALES Y OTROS ECOSISTEMAS DE  
VEGETACIÓN SILVESTRE 
(…). 
TÍTULO IV 
BOSQUES EN TIERRAS DE COMUNIDADES NATIVAS 
Artículo 75. Bosques en comunidades nativas 
Son los bosques que se encuentran en el interior de las tierras de las comunidades nativas, cualquiera sea su categoría de capacidad de uso mayor o tipo de 
bosque o ecosistema, de conformidad con el artículo 89 de la Constitución Política del Perú. 
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El aprovechamiento por parte de estas comunidades de los recursos forestales y de fauna silvestre requiere permiso otorgado por la autoridad regional forestal y 
de fauna silvestre, a excepción de las actividades consideradas en el artículo 81 referido al uso de los recursos forestales y de fauna silvestre con fines domésticos, 
de autoconsumo o subsistencia. 
El manejo forestal de los bosques comunales que realizan las comunidades nativas se efectúa con autonomía, conforme a su cosmovisión y con planes de 
manejo, de acuerdo a lineamientos aprobados por el Serfor que incorporen sus valores culturales, espirituales, cosmovisión y otros usos tradicionales del bosque, 
así como el control de la actividad por la propia comunidad y por el sector correspondiente. 
 
Artículo 76. Características de la cesión en uso de tierras forestales y de protección en comunidades nativas 
Por la cesión en uso, el Estado reconoce el derecho real exclusivo, indefinido y no transferible de las comunidades nativas sobre las tierras comunales no agrícolas 
con el fin de asegurar los usos tradicionales y sus sistemas de vida. 
Les reconoce, en exclusividad, la posesión, acceso, uso, disfrute y aprovechamiento de las tierras de producción forestal y de protección, de sus recursos 
forestales y de fauna silvestre y los servicios de los ecosistemas que en ellas se encuentran. 
El gobierno regional emite la resolución demarcando las tierras de aptitud forestal adjudicadas en cesión en uso, incluyendo las tierras de capacidad de uso mayor 
para la producción forestal y las de capacidad de uso mayor para protección, en forma simultánea a la adjudicación en propiedad de las tierras agropecuarias. 
 
Artículo 77. Fortalecimiento de capacidades 
Es obligación del Estado para con los pueblos indígenas, de manera directa o a través de sus organizaciones representativas, lo siguiente: 
a. Promover prioritariamente el fortalecimiento de sus capacidades en el desarrollo e implementación de la gestión directa e integral del bosque a fin de ampliar y 
diversificar las oportunidades de manejo de los recursos forestales y de fauna silvestre, y la generación de productos con valor agregado. 
b. Promover el manejo forestal comunitario como parte de las políticas de inclusión social, mediante el apoyo técnico, la capacitación y la implementación de 
mecanismos que faciliten el financiamiento forestal y su articulación a mercados nacionales e internacionales. 
c. Brindar capacitación a las comunidades nativas y campesinas para el monitoreo, control y vigilancia de la flora y fauna silvestre. 
d. Promover el fortalecimiento de sus capacidades de negociación con terceros. 
e. Ofrecer asistencia en la elaboración de planes de manejo forestal y de fauna silvestre. 
El reglamento desarrolla mecanismos para la debida implementación de este artículo. 
 
Artículo 78. Respeto a conocimientos tradicionales 
El Serfor y la autoridad regional forestal y de fauna silvestre reconocen la concepción del bosque de los pueblos indígenas y respetan sus conocimientos 
tradicionales sobre el uso y manejo forestal y de fauna silvestre. 
Estos conocimientos son incorporados, en coordinación con la entidad competente en la materia, en las normas técnicas que regulan el manejo forestal 
comunitario. 
Las autoridades forestales promueven la sistematización de los conocimientos tradicionales vinculados a los recursos forestales y de fauna silvestre. 
 
Artículo 79. Ordenamiento interno de tierras comunales según el conocimiento y prácticas tradicionales 
Las comunidades nativas determinan, mediante acuerdo de su asamblea comunal, el ordenamiento interno y gestión de sus tierras comunales de acuerdo a sus 
usos, costumbres, normas y estructura organizacional. 
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Para el aprovechamiento forestal, la comunidad establece expresamente, dentro del ordenamiento, el área destinada a producción permanente de madera o del 
bosque comunal de producción. 
 
Artículo 80. Forestería comunitaria 
Es la actividad orientada al aprovechamiento sostenible y la conservación de bienes y servicios de los ecosistemas forestales y otros ecosistemas de vegetación 
silvestre que realizan los integrantes de la comunidad, en su totalidad o por grupos de interés en el interior de esta, a fin de contribuir al bienestar comunitario 
tomando en cuenta su cosmovisión, conocimientos, aspectos socioculturales y prácticas tradicionales. 
 
Artículo 81. Uso de los recursos forestales y de fauna silvestre con fines domésticos, de autoconsumo o subsistencia 
Es el aprovechamiento de los recursos de la flora y fauna silvestre necesario para la supervivencia individual o familiar de los integrantes de una comunidad 
nativa. No requiere título habilitante forestal o de fauna silvestre ni planes de manejo. Se regula por los acuerdos de la asamblea comunal. 
El reglamento de la presente Ley regula el alcance de su aprovechamiento y el transporte de productos forestales con estos fines. 
 
Artículo 82. Uso comercial o industrial de recursos forestales en tierras de comunidades nativas 
Es facultad de la asamblea comunal establecer la forma de aprovechamiento comercial o industrial de los recursos forestales de sus tierras bajo diversas formas 
de organización, incluida la participación de terceros. 
El aprovechamiento comercial en bosques comunales puede ser de pequeña, mediana o gran escala y está sujeto a la aprobación de un plan de manejo y al 
pago de derecho de aprovechamiento respectivo. 
La aprobación del plan de manejo requiere la delimitación del bosque destinado para este fin de manera permanente, previa aprobación de la asamblea comunal 
según su ordenamiento interno. Las exigencias del plan de manejo dependen de la escala e intensidad de aprovechamiento según lo establece el reglamento de 
la presente Ley. 
 
Artículo 83. Asistencia del Estado a las comunidades en contratos con terceros y responsabilidad solidaria de las partes 
A solicitud de la comunidad, el Estado, a través de la autoridad regional forestal y de fauna silvestre, asiste a la comunidad en la negociación de contratos con 
terceros, a través de lo siguiente: 
a. Provisión de información para que evalúe las condiciones del contrato. 
b. Verificación de que el contrato ha sido aprobado por la asamblea comunal. 
Si la comunidad lo estima conveniente, la autoridad regional forestal y de fauna silvestre remite copia del contrato al Serfor y a la correspondiente organización 
regional indígena. 
Los terceros que realicen aprovechamiento forestal en tierras comunales son responsables solidarios con las comunidades por el debido cumplimiento de la 
legislación forestal y de fauna silvestre 
 
Artículo 84. Destino de los productos forestales decomisados o intervenidos en tierras de comunidades nativas 
Los productos forestales decomisados que se compruebe que provienen de los bosques en tierras de las comunidades campesinas o nativas o cualquier producto 
forestal ilegal intervenido en dichas tierras se ponen a disposición de las autoridades locales para que, en coordinación con las autoridades comunales u 
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organizaciones representativas, desarrollen acciones u obras con fines sociales para las mismas comunidades (infraestructura educativa, salud, atención por 
emergencia frente a desastres naturales, etcétera). En ningún caso esta madera se vende. 
La autoridad local, conjuntamente con la comunidad, informa el resultado de estas acciones u obras a la autoridad regional forestal y de fauna silvestre. 
En el reglamento, se consideran el plazo y el procedimiento para el proceso de transferencia de los productos forestales decomisados. 
(…). 

 
Norma concordante  

Resolución del Superintendente Nacional de los Registros Públicos 
122-2013-SUNARP/SN 

Directiva 05-2013-SUNARP/SN  
Directiva que Regula la Inscripción de los Actos y Derechos de las  

Comunidades Nativas 
 

 
LEYES ESPECIALES 
(protección de pueblos  
indígenas en estado de  

aislamiento) 
 

 
ARTÍCULO 

Decreto Supremo 028-
2003-AG 

Declaran Superficie 
Ubicada en los 

Departamentos de Cusco 
y Ucayali como  

“Reserva Territorial del 
Estado a Favor de los 

Grupos Étnicos en 
Aislamiento  

Voluntario y Contacto 
Inicial Kugapakori, 

Nahua, Nanti y otros” 

Artículo 2.- Precísese que la Reserva Territorial del Estado a favor de los grupos étnicos en aislamiento voluntario y contacto inicial Kugapakori, Nahua, Nanti y 
otros allí presentes, se establece con el propósito de preservar los derechos por los citados grupos sobre las tierras que ocupan de modo tradicional, así como su 
derecho al aprovechamiento con fines de subsistencia de los recursos naturales existentes en dicha área. 
Asimismo, precísese que la totalidad de los pueblos indígenas ubicados a su interior concurrirán como beneficiarios mancomunados de la reserva territorial. 
 
Artículo 3.- Garantícese la integridad territorial, ecológica y económica de las tierras comprendidas al interior de la Reserva Territorial del Estado a favor de los 
grupos étnicos, en aislamiento voluntario y contacto inicial, Kugapakori, Nahua, Nanti y otros allí presentes. 
En tal sentido queda prohibido el establecimiento de asentamientos humanos diferentes a los de los grupos étnicos mencionados en el artículo 2, al interior de la 
reserva territorial, así como el desarrollo de actividades económicas. Asimismo, queda prohibido el otorgamiento de nuevos derechos que impliquen el 
aprovechamiento de recursos naturales. 
Precísese que todo ingreso de terceros, sean estos públicos o privados, con fines asistenciales, de salud, investigación y otros requiere la autorización previa de 
la Comisión Nacional de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos - CONAPA, así como la puesta en conocimiento de las organizaciones indígenas de la 
zona. 
Precísese además que aquellos derechos de aprovechamiento de recursos naturales actualmente existentes deberán ejercerse con las máximas consideraciones 
para garantizar la no afectación de los derechos de las poblaciones indígenas que habitan al interior de la Reserva Territorial del Estado a favor de los grupos 
étnicos, en aislamiento voluntario y contacto inicial, Kugapakori, Nahua, Nanti y otros allí presentes, siguiendo las directivas que al respecto deberá establecer la 
Comisión Nacional de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos - CONAPA. 
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Artículo 4.- La reserva territorial del Estado establecida en el artículo 1 del presente Decreto Supremo subsistirá hasta que se defina una de las situaciones a que 
se refieren los incisos a) y b) del artículo 10 de Ley de Comunidades Nativas y de Desarrollo Agrario de la Selva y de Ceja de Selva, dada por Decreto Ley Nº 
22175. 
Precísese en este punto que el total del área establecida como reserva territorial será destinada íntegramente a favor de los pueblos indígenas ubicados a su 
interior, realizándose la titulación correspondiente previo estudio por parte de las instituciones competentes del Estado; así como el establecimiento de una o 
varias reservas comunales, de ser el caso, sobre la totalidad de la superficie no titulada a las comunidades. 
 
Artículo 5.- Encárguese al Instituto Nacional de Recursos Naturales - INRENA en coordinación con la Comisión Nacional de Pueblos Andinos, Amazónicos y 
Afroperuanos - CONAPA, el establecimiento de mecanismos de control a fin de cautelar la integridad territorial de la reserva territorial establecida mediante el 
artículo 1 del presente Decreto Supremo. Asimismo, CONAPA tendrá a su cargo la formulación de planes de contingencia y emergencia en caso de contacto con 
los pueblos indígenas en aislamiento voluntario o contacto inicial, debido a que son altamente vulnerables. 
Precísese que el control de las rutas de ingreso a la Reserva Territorial del Estado a favor de los grupos étnicos Kugapakori, Nahua, Nanti y otros allí presentes, 
será realizada por el Instituto Nacional de Recursos Naturales - INRENA a través del personal del contiguo Parque Nacional del Manu, por constituir también rutas 
de acceso a terceros a esta área natural protegida. 
 
Artículo 6.- Encárguese a la Comisión Nacional de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos - CONAPA la actuación como tutor provisional para representar 
a estos pueblos. Asimismo, encárguesele la conducción, coordinación y/o autorización de las actividades científicas o humanitarias que requieran desarrollarse 
al interior de la reserva territorial. 
 
Artículo 7.- El presente Decreto Supremo será refrendado por la Presidenta del Consejo de Ministros y el Ministro de Agricultura, y entrará en vigencia al día 
siguiente de su publicación en el Diario Oficial El Peruano. 

Ley 28736 
Ley Para la Protección de 

Pueblos Indígenas u 
Originarios en Situación 

de  
Aislamiento y en 

Situación de Contacto 
Inicial  

Artículo 1.- Objeto de la Ley 
La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen especial transectorial de protección de los derechos de los Pueblos Indígenas de la Amazonía Peruana 
que se encuentren en situación de aislamiento o en situación de contacto inicial, garantizando en particular sus derechos a la vida y a la salud salvaguardando su 
existencia e integridad. 
 
Artículo 2.- Definiciones 
Para efectos de la presente Ley se consideran: 
a) Pueblos indígenas. - Aquellos que se autorreconocen como tales, mantienen una cultura propia, se encuentran en posesión de un área de tierra, forman parte 
del Estado peruano conforme a la Constitución. En éstos se incluye a los pueblos indígenas en situación de aislamiento o en situación de contacto inicial. 
“b) Pueblos en situación de aislamiento (PIA): Pueblo indígena, o parte de él, que en virtud de su derecho de autodeterminación no desarrolla relaciones sociales 
sostenidas con los demás integrantes de la sociedad nacional o que, habiéndolo  
hecho, ha optado por descontinuarlas.” 
“c) Pueblos en situación de contacto inicial (PICI): Pueblo indígena, o parte de él, que en virtud de su derecho de autodeterminación se encuentra en un proceso 
de interrelación con los demás integrantes de la sociedad nacional.” 
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d) Reservas indígenas. - Tierras delimitadas por el Estado peruano, de intangibilidad transitoria, a favor de los pueblos indígenas en situación de aislamiento o en 
situación de contacto inicial, y en tanto mantengan tal situación, para proteger sus derechos, su hábitat y las condiciones que aseguren su existencia e integridad 
como pueblos. 
 
Artículo 3.- Categorización 
Para los efectos de la presente Ley: 
a) Se reconoce a un grupo humano la categoría de Pueblo Indígena en situación de aislamiento o en situación de contacto inicial mediante decreto supremo, el 
mismo que para su validez requiere de un estudio previo realizado por una Comisión Multisectorial presidida por el Instituto Nacional de Desarrollo de Pueblos 
Andinos, Amazónicos y Afroperuano - INDEPA e integrada por la Defensoría del Pueblo, el gobierno regional y local que corresponda, dos representantes de las 
Facultades de Antropología de las universidades peruanas, uno de las públicas y otro de las privadas, y por los demás que establezca el reglamento de la presente 
Ley. Dicho estudio debe contener medios probatorios de la existencia del grupo o grupos humanos indígenas en aislamiento o en contacto inicial, su identificación, 
así como la indicación de la magnitud de su población y las tierras en las que habitan. 
b) Las reservas indígenas adquieren tal categoría por decreto supremo sustentado en un estudio adicional al detallado en el literal a) de este artículo, el mismo 
que para su validez debe señalar plazo de duración renovable las veces que sea necesario, los pueblos indígenas beneficiados y las obligaciones y prerrogativas 
de las comunidades nativas o pueblos indígenas colindantes. Este estudio es realizado por una Comisión Multisectorial, es dirigido por el INDEPA y cuenta con 
la opinión del gobierno regional en cuya circunscripción se encuentre la reserva indígena. Dicho informe debe contener un análisis ambiental, jurídico y 
antropológico y articular las opiniones técnicas y las estrategias de intervención de los sectores: Salud, Mujer y Desarrollo Social, Agricultura, Energía y Minas, 
Defensa, Interior y, de ser el caso, Relaciones Exteriores. 
 
Artículo 4.- Derechos de los miembros de los pueblos en situación de aislamiento o contacto inicial 
El Estado garantiza los derechos de los pueblos indígenas en situación de aislamiento o en situación de contacto inicial, asumiendo las siguientes obligaciones 
para con ellos: 
a) Proteger su vida y su salud desarrollando prioritariamente acciones y políticas preventivas, dada su posible vulnerabilidad frente a las enfermedades 
transmisibles; 
b) Respetar su decisión en torno a la forma y el proceso de su relación con el resto de la sociedad nacional y con el Estado; 
c) Proteger su cultura y sus modos tradicionales de vida, reconociendo la particular relación espiritual de estos pueblos con su hábitat, como elemento constitutivo 
de su identidad; 
d) Reconocer su derecho a poseer las tierras que ocupan, restringiendo el ingreso de foráneos a las mismas; la propiedad de las poblaciones sobre las tierras 
que poseen se garantiza cuando adopten el sedentarismo como modo de vida; 
e) Garantizar el libre acceso y uso extensivo de sus tierras y los recursos naturales para sus actividades tradicionales de subsistencia; y, 
f) Establecer reservas indígenas, las que se determinarán sobre la base de las áreas que ocupan y a las que hayan tenido acceso tradicional, hasta que decidan 
su titulación en forma voluntaria. 
 
Artículo 5.- Carácter intangible de las reservas indígenas 
Las reservas indígenas para los pueblos indígenas en situación de aislamiento o de contacto inicial son intangibles en tanto mantengan la calidad de tales. En 
ellas: 
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a) No podrán establecerse asentamientos poblacionales distintos a los de los pueblos indígenas que habitan en su interior; 
b) Se prohíbe la realización de cualquier actividad distinta a la de los usos y costumbres ancestrales de los habitantes indígenas; 
c) No se otorgarán derechos que impliquen el aprovechamiento de recursos naturales, salvo el que con fines de subsistencia realicen los pueblos que las habiten 
y aquellos que permitan su aprovechamiento mediante métodos que no afecten los derechos de los pueblos indígenas en situación de aislamiento o en situación 
de contacto inicial, y siempre que lo permita el correspondiente estudio ambiental. En caso de ubicarse un recurso natural susceptible de aprovechamiento cuya 
explotación resulte de necesidad pública para el Estado, se procederá de acuerdo a ley; y, 
d) Los pueblos indígenas que las habitan son los únicos y mancomunados beneficiarios de la misma. 
 
Artículo 6.- Autorizaciones excepcionales de ingreso a las reservas 
No se permite el ingreso de agentes externos a las Reservas Indígenas, a fin de preservar la salud de las poblaciones en aislamiento o contacto inicial, excepto 
a entes estatales cuando: 
a) Se prevea situaciones de riesgo para la salud de los pueblos indígenas o poblaciones colindantes, o se hayan producido situaciones de contagio de 
enfermedades infectocontagiosas, que signifiquen amenaza de epidemia; 
b) Se identifiquen o denuncien actividades ilegales o ingreso de personas no autorizadas al interior de las Reservas Indígenas; 
c) Se ponga en riesgo la seguridad nacional o la soberanía nacional; 
d) Se constate la contaminación de los recursos aire, agua, suelo o de la biodiversidad; y, 
e) En otras situaciones análogas de riesgo, por acuerdo del Consejo Directivo del INDEPA. 
 
Artículo 7.- Cautela de derechos Corresponde al Ministerio de Cultura conducir, implementar y supervisar el régimen especial instituido por la presente Ley, el 
mismo que es parte de la Política Nacional sobre pueblos indígenas en situación de aislamiento y en situación de contacto inicial. 
 
El Ministerio de Cultura ejerce la conducción, implementación y supervisión del régimen especial instituido por la presente Ley, en coordinación con el Ministerio 
de Agricultura y Riego, Ministerio del Ambiente, Ministerio de Defensa, Ministerio de Educación, Ministerio de Energía y Minas, Ministerio del Interior, Ministerio 
de Relaciones Exteriores, Ministerio de Salud, Ministerio de Transportes y Comunicaciones, Ministerio de Desarrollo e Inclusión Social, así como por los Gobiernos 
Regionales y Locales de los ámbitos geográficos donde el Ministerio de Cultura ha determinado la presencia de los PIACI dentro del territorio nacional. 
 
 En el marco de dichas funciones, el Ministerio de Cultura adopta, coordina y brinda asistencia técnica sobre las medidas para la protección de los derechos de 
los PIACI que se encuentren en las Reservas Indígenas y Reservas Territoriales y sus colindancias, solicitudes para la creación de las Reservas Indígenas y 
áreas en las que el Ministerio de Cultura, en el ejercicio de su rol conductor de la política PIACI, ha identificado, a través del Registro de PIACI, la presencia de 
estos pueblos. En el caso de los PIACI que habitan al interior de áreas naturales protegidas el Ministerio de Cultura, ente conductor, implementador y supervisor 
del Régimen Especial Transectorial, debe coordinar con el Servicio Nacional de Áreas Naturales Protegidas por el Estado (SERNANP), a fin que se realicen 
medidas pertinentes para garantizar la integridad física y sociocultural y los derechos de estos pueblos”. 
 
Artículo 8.- Derechos de miembros de Comunidades Nativas aplicables 
Los pueblos indígenas en situación de aislamiento y en situación de contacto inicial se benefician de todos los derechos que la Constitución y la ley establecen a 
favor de las Comunidades Nativas. 
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Artículo 9.- Informe Anual 
Anualmente el Presidente Ejecutivo del Instituto Nacional de Desarrollo de Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuano - INDEPA informará, ante la Comisión 
Ordinaria competente del Congreso de la República, sobre los objetivos y logros de su gestión en esta materia. 
 
DISPOSICIONES FINALES 
 
PRIMERA. - Del Reglamento de la Ley 
El Poder Ejecutivo aprueba, por decreto supremo, el reglamento de la presente Ley, en un plazo no mayor a sesenta (60) días calendario, contados a partir de la 
entrada en vigencia de la presente Ley. 
 
SEGUNDA. - Situación de las Reservas Indígenas 
Dentro de un plazo de sesenta (60) días calendario posteriores a la promulgación de la presente Ley, la Presidencia del Consejo de Ministros adecuará, mediante 
decreto supremo y aplicando los mecanismos detallados en el artículo 3, las reservas indígenas existentes considerando la situación actual de las mismas. 
 
TERCERA. - Propuesta de creación de reserva indígena 
Los gobiernos regionales o locales, las organizaciones académicas, indígenas o las comunidades podrán proponer a la Comisión Multisectorial la creación de 
reservas indígenas. 

 
Normas concordantes 

Decreto Supremo 
008-2007-MIMDES 

Reglamento de la Ley para la Protección de Pueblos Indígenas u 
Originarios en Situación de Aislamiento y en Situación de Contacto 

Inicial 
Resolución Viceministerial 004-2013-VMI-MC 

Crean el Registro de Pueblos Indígenas en Situación de Aislamiento y 
en Situación de Contacto Inicial y el Registro de Reservas Indígenas 

 
Ley 29763  

Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre 

SECCIÓN PRIMERA 
CONCEPTOS, ÓRGANOS ESPECIALIZADOS Y DE SUPERVISIÓN, PLANIFICACIÓN Y  
ZONIFICACIÓN FORESTAL Y DE FAUNA SILVESTRE 
(…). 
TÍTULO V 
ZONIFICACIÓN Y ORDENAMIENTO FORESTAL 
(…). 
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Artículo 27.- Categorías de zonificación forestal 
La zonificación forestal considera las siguientes categorías: 
(…). 
d) Zonas de tratamiento especial 
Son las áreas que, por su naturaleza biofísica, socioeconómica, cultural y geopolítica, requieren de una estrategia especial para su asignación de uso. 
Son categorías de estas zonas: 
1. Reservas de tierras para pueblos indígenas en situación de aislamiento o contacto inicial. Estas reservas se rigen por la Ley 28736, Ley para la  
Protección de Pueblos Indígenas u Originarios en Situación de Aislamiento y en Situación de Contacto Inicial, su reglamento y normas complementarias.  
En ellas no se otorga títulos habilitantes. 
(…). 
 
Artículo 36.- Autorización de desbosque 
(…). 
No se autoriza desbosque en reservas de tierras para pueblos indígenas en situación de  
aislamiento o contacto inicial. 
(…). 
SECCIÓN SEGUNDA 
GESTIÓN DE ECOSISTEMAS FORESTALES Y OTROS ECOSISTEMAS DE  
VEGETACIÓN SILVESTRE 
TÍTULO I 
MANEJO FORESTAL 
(…). 
Artículo 48.- Planes de contingencia para encuentros con poblaciones indígenas en situación de aislamiento o contacto inicial. 
Los títulos habilitantes ubicados en zonas cercanas a las reservas establecidas por el Estado a favor de los pueblos indígenas en situación de aislamiento o 
contacto inicial, o donde existan reportes sobre su proximidad, requieren planes de contingencia ante un eventual avistamiento o encuentro con dichas 
poblaciones. El Ministerio de Cultura elabora los lineamientos específicos para este fin y aprueba dichos planes de contingencia, los cuales son requisito previo 
para la aprobación del plan de manejo según lo establecido en el reglamento de la presente Ley. 
Es obligación de los titulares de los títulos habilitantes reportar al Ministerio de Cultura los avistamientos, vestigios, rastros, objetos o cualquier indicio que denote 
la presencia de indígenas en aislamiento o contacto inicial a fin de que tome las medidas necesarias, pudiendo incluir recortes y compensaciones de áreas de los 
títulos habilitantes. 
(…). 
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LEYES ESPECIALES 

(consulta previa) 
 

 
ARTÍCULO 

Ley 29785 
Ley del Derecho a la 
Consulta Previa a los 
Pueblos Indígenas u 

Originarios,  
Reconocido en el 

Convenio 169 de la 
Organización 

Internacional del Trabajo  
(OIT) 

Artículo 1. Objeto de la Ley 
La presente Ley desarrolla el contenido, los principios y el procedimiento del derecho a la consulta previa a los pueblos indígenas u originarios respecto a las 
medidas legislativas o administrativas que les afecten directamente. Se interpreta de conformidad con las obligaciones establecidas en el Convenio 169 de la 
Organización Internacional del Trabajo (OIT), ratificado por el Estado peruano mediante la Resolución Legislativa 26253. 
 
Artículo 2. Derecho a la consulta 
Es el derecho de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados de forma previa sobre las medidas legislativas o administrativas que afecten directamente 
sus derechos colectivos, sobre su existencia física, identidad cultural, calidad de vida o desarrollo. También corresponde efectuar la consulta respecto a los planes, 
programas y proyectos de desarrollo nacional y regional que afecten directamente estos derechos. 
La consulta a la que hace referencia la presente Ley es implementada de forma obligatoria solo por el Estado. 
 
Artículo 3. Finalidad de la consulta 
La finalidad de la consulta es alcanzar un acuerdo o consentimiento entre el Estado y los pueblos indígenas u originarios respecto a la medida legislativa o 
administrativa que les afecten directamente, a través de un diálogo intercultural que garantice su inclusión en los procesos de toma de decisión del Estado y la 
adopción de medidas respetuosas de sus derechos colectivos. 
 
Artículo 4. Principios 
Los principios rectores del derecho a la consulta son los siguientes: 
a) Oportunidad. El proceso de consulta se realiza de forma previa a la medida legislativa o administrativa a ser adoptada por las entidades estatales. 
b) Interculturalidad. El proceso de consulta se desarrolla reconociendo, respetando y adaptándose a las diferencias existentes entre las culturas y contribuyendo 
al reconocimiento y valor de cada una de ellas. 
c) Buena fe. Las entidades estatales analizan y valoran la posición de los pueblos indígenas u originarios durante el proceso de consulta, en un clima de confianza, 
colaboración y respeto mutuo. El Estado y los representantes de las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios tienen el deber de actuar 
de buena fe, estando prohibidos de todo proselitismo partidario y conductas antidemocráticas. 
d) Flexibilidad. La consulta debe desarrollarse mediante procedimientos apropiados al tipo de medida legislativa o administrativa que se busca adoptar, así como 
tomando en cuenta las circunstancias y características especiales de los pueblos indígenas u originarios involucrados. 
e) Plazo razonable. El proceso de consulta se lleva a cabo considerando plazos razonables que permitan a las instituciones u organizaciones representativas de 
los pueblos indígenas u originarios conocer, reflexionar y realizar propuestas concretas sobre la medida legislativa o administrativa objeto de consulta. 
f) Ausencia de coacción o condicionamiento. La participación de los pueblos indígenas u originarios en el proceso de consulta debe ser realizada sin coacción o 
condicionamiento alguno. 
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g) Información oportuna. Los pueblos indígenas u originarios tienen derecho a recibir por parte de las entidades estatales toda la información que sea necesaria 
para que puedan manifestar su punto de vista, debidamente informados, sobre la medida legislativa o administrativa a ser consultada. El Estado tiene la obligación 
de brindar esta información desde el inicio del proceso de consulta y con la debida anticipación. 
 
TÍTULO II 
PUEBLOS INDÍGENAS U ORIGINARIOS A SER CONSULTADOS 
 
Artículo 5. Sujetos del derecho a la consulta 
Los titulares del derecho a la consulta son los pueblos indígenas u originarios cuyos derechos colectivos pueden verse afectados de forma directa por una medida 
legislativa o administrativa. 
 
Artículo 6. Forma de participación de los pueblos indígenas u originarios 
Los pueblos indígenas u originarios participan en los procesos de consulta a través de sus instituciones y organizaciones representativas, elegidas conforme a 
sus usos y costumbres tradicionales. 
 
Artículo 7. Criterios de identificación de los pueblos indígenas u originarios 
Para identificar a los pueblos indígenas u originarios como sujetos colectivos, se toman en cuenta criterios objetivos y subjetivos. 
Los criterios objetivos son los siguientes: 
a) Descendencia directa de las poblaciones originarias del territorio nacional. 
b) Estilos de vida y vínculos espirituales e históricos con el territorio que tradicionalmente usan u ocupan. 
c) Instituciones sociales y costumbres propias. 
d) Patrones culturales y modo de vida distintos a los de otros sectores de la población nacional. 
 
El criterio subjetivo se encuentra relacionado con la conciencia del grupo colectivo de poseer una identidad indígena u originaria. 
Las comunidades campesinas o andinas y las comunidades nativas o pueblos amazónicos pueden ser identificados también como pueblos indígenas u originarios, 
conforme a los criterios señalados en el presente artículo. 
Las denominaciones empleadas para designar a los pueblos indígenas u originarios no alteran su naturaleza ni sus derechos colectivos. 
 
TÍTULO III 
ETAPAS DEL PROCESO DE CONSULTA 
 
Artículo 8. Etapas del proceso de consulta 
Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben cumplir las siguientes etapas mínimas del proceso de consulta: 
a) Identificación de la medida legislativa o administrativa que debe ser objeto de consulta. 
b) Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados. 
c) Publicidad de la medida legislativa o administrativa. 
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d) Información sobre la medida legislativa o administrativa. 
e) Evaluación interna en las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios sobre la medida legislativa o administrativa que les afecten 
directamente. 
f) Proceso de diálogo entre representantes del Estado y representantes de los pueblos indígenas u originarios. 
g) Decisión. 
 
Artículo 9. Identificación de medidas objeto de consulta 
Las entidades estatales deben identificar, bajo responsabilidad, las propuestas de medidas legislativas o administrativas que tienen una relación directa con los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, de modo que, de concluirse que existiría una afectación directa a sus derechos colectivos, se proceda 
a una consulta previa respecto de tales medidas. 
Las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios pueden solicitar la aplicación del proceso de consulta respecto a 
determinada medida que consideren que les afecta directamente. En dicho caso, deben remitir el petitorio correspondiente a la entidad estatal promotora de la 
medida legislativa o administrativa y responsable de ejecutar la consulta, la cual debe evaluar la procedencia del petitorio. 
En el caso de que la entidad estatal pertenezca al Poder Ejecutivo y desestime el pedido de las instituciones u organizaciones representativas de los pueblos 
indígenas u originarios, tal acto puede ser impugnado ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. Agotada la vía administrativa 
ante este órgano, cabe acudir ante los órganos jurisdiccionales competentes. 
 
Artículo 10. Identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados 
La identificación de los pueblos indígenas u originarios a ser consultados debe ser efectuada por las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o 
administrativa sobre la base del contenido de la medida propuesta, el grado de relación directa con el pueblo indígena y el ámbito territorial de su alcance. 
 
Artículo 11. Publicidad de la medida legislativa o administrativa 
Las entidades estatales promotoras de la medida legislativa o administrativa deben ponerla en conocimiento de las instituciones y organizaciones representativas 
de los pueblos indígenas u originarios que serán consultadas, mediante métodos y procedimientos culturalmente adecuados, tomando en cuenta la geografía y 
el ambiente en que habitan. 
 
Artículo 12. Información sobre la medida legislativa o administrativa 
Corresponde a las entidades estatales brindar información a los pueblos indígenas u originarios y a sus representantes, desde el inicio del proceso de consulta y 
con la debida anticipación, sobre los motivos, implicancias, impactos y consecuencias de la medida legislativa o administrativa. 
 
Artículo 13. Evaluación interna de las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios 
Las instituciones y organizaciones de los pueblos indígenas u originarios deben contar con un plazo razonable para realizar un análisis sobre los alcances e 
incidencias de la medida legislativa o administrativa y la relación directa entre su contenido y la afectación de sus derechos colectivos. 
 
Artículo 14. Proceso de diálogo intercultural 
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El diálogo intercultural se realiza tanto sobre los fundamentos de la medida legislativa o administrativa, sus posibles consecuencias respecto al ejercicio de los 
derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, como sobre las sugerencias y recomendaciones que estos formulan, las cuales deben ser puestas en 
conocimiento de los funcionarios y autoridades públicas responsables de llevar a cabo el proceso de consulta. 
Las opiniones expresadas en los procesos de diálogo deben quedar contenidas en un acta de consulta, la cual contiene todos los actos y ocurrencias realizados 
durante su desarrollo. 
 
Artículo 15. Decisión 
La decisión final sobre la aprobación de la medida legislativa o administrativa corresponde a la entidad estatal competente. Dicha decisión debe estar debidamente 
motivada e implica una evaluación de los puntos de vista, sugerencias y recomendaciones planteados por los pueblos indígenas u originarios durante el proceso 
de diálogo, así como el análisis de las consecuencias que la adopción de una determinada medida tendría respecto a sus derechos colectivos reconocidos 
constitucionalmente en los tratados ratificados por el Estado peruano. 
El acuerdo entre el Estado y los pueblos indígenas u originarios, como resultado del proceso de consulta, es de carácter obligatorio para ambas partes. En caso 
de que no se alcance un acuerdo, corresponde a las entidades estatales adoptar todas las medidas que resulten necesarias para garantizar los derechos colectivos 
de los pueblos indígenas u originarios y los derechos a la vida, integridad y pleno desarrollo. 
Los acuerdos del resultado del proceso de consulta son exigibles en sede administrativa y judicial. 
 
Artículo 16. Idioma 
Para la realización de la consulta, se toma en cuenta la diversidad lingüística de los pueblos indígenas u originarios, particularmente en las áreas donde la lengua 
oficial no es hablada mayoritariamente por la población indígena. Para ello, los procesos de consulta deben contar con el apoyo de intérpretes debidamente 
capacitados en los temas que van a ser objeto de consulta, quienes deben estar registrados ante el órgano técnico especializado en materia indígena del Poder 
Ejecutivo. 
 
TÍTULO IV 
OBLIGACIONES DE LAS ENTIDADES ESTATALES RESPECTO AL PROCESO DE CONSULTA 
 
Artículo 17. Entidad competente 
Las entidades del Estado que van a emitir medidas legislativas o administrativas relacionadas de forma directa con los derechos de los pueblos indígenas u 
originarios son las competentes para realizar el proceso de consulta previa, conforme a las etapas que contempla la presente Ley. 
 
Artículo 18. Recursos para la consulta 
Las entidades estatales deben garantizar los recursos que demande el proceso de consulta a fin de asegurar la participación efectiva de los pueblos indígenas u 
originarios. 
 
Artículo 19. Funciones del órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo 
Respecto a los procesos de consulta, son funciones del órgano técnico especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo las siguientes: 
a) Concertar, articular y coordinar la política estatal de implementación del derecho a la consulta. 
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b) Brindar asistencia técnica y capacitación previa a las entidades estatales y los pueblos indígenas u originarios, así como atender las dudas que surjan en cada 
proceso en particular. 
c) Mantener un registro de las instituciones y organizaciones representativas de los pueblos indígenas u originarios e identificar a las que deben ser consultadas 
respecto a una medida administrativa o legislativa. 
d) Emitir opinión, de oficio o a pedido de cualquiera de las entidades facultadas para solicitar la consulta, sobre la calificación de la medida legislativa o 
administrativa proyectada por las entidades responsables, sobre el ámbito de la consulta y la determinación de los pueblos indígenas u originarios, a ser 
consultados. 
e) Asesorar a la entidad responsable de ejecutar la consulta y a los pueblos indígenas u originarios que son consultados en la definición del ámbito y características 
de la consulta. 
f) Elaborar, consolidar y actualizar la base de datos relativos a los pueblos indígenas u originarios y sus instituciones y organizaciones representativas. 
g) Registrar los resultados de las consultas realizadas. 
h) Mantener y actualizar el registro de facilitadores e intérpretes idóneos de las lenguas indígenas u originarias. 
i) Otras contempladas en la presente Ley, otras leyes o en su reglamento. 
 
Artículo 20. Creación de la base de datos oficial de pueblos indígenas u originarios 
Créase la base de datos oficial de los pueblos indígenas u originarios y sus instituciones y organizaciones representativas, la que está a cargo del órgano técnico 
especializado en materia indígena del Poder Ejecutivo. 
La base de datos contiene la siguiente información: 
a) Denominación oficial y autodenominaciones con las que los pueblos indígenas u originarios se identifican. 
b) Referencias geográficas y de acceso. 
c) Información cultural y étnica relevante. 
d) Mapa etnolingüístico con la determinación del hábitat de las regiones que los pueblos indígenas u originarios ocupan o utilizan de alguna manera. 
e) Sistema, normas de organización y estatuto aprobado. 
f) Instituciones y organizaciones representativas, ámbito de representación, identificación de sus líderes o representantes, período y poderes de representación. 
 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
 
PRIMERA. Para efectos de la presente Ley, se considera al Viceministerio de Interculturalidad del Ministerio de Cultura como el órgano técnico especializado en 
materia indígena del Poder Ejecutivo. 
 
SEGUNDA. La presente Ley no deroga o modifica las normas sobre el derecho a la participación ciudadana. Tampoco modifica o deroga las medidas legislativas 
ni deja sin efecto las medidas administrativas dictadas con anterioridad a su vigencia. 
 
TERCERA. Derógase el Decreto Supremo 023-2011-EM, que aprueba el Reglamento del Procedimiento para la Aplicación del Derecho de Consulta a los Pueblos 
Indígenas para las Actividades Minero Energéticas. 
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CUARTA. La presente Ley entra en vigencia a los noventa días de su publicación en el diario oficial El Peruano a fin de que las entidades estatales responsables 
de llevar a cabo procesos de consulta cuenten con el presupuesto y la organización requerida para ello. 

 
Norma concordante 
Decreto Supremo 

001-2012-MC 
Reglamento de la Ley Nº 29785, Ley del Derecho a la Consulta Previa 
a los Pueblos Indígenas u Originarios Reconocido en el Convenio 169 

de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) 
 

Ley 29763 
Ley Forestal y de Fauna 

Silvestre 

TÍTULO PRELIMINAR 
(…). 
Artículo II. Principios generales 
Son principios generales aplicables a la gestión forestal y de fauna silvestre -además de los principios, derechos, deberes y disposiciones aprobados en la 
Constitución Política del Perú, el Acuerdo Nacional, el Convenio 169 de la Organización Internacional de Trabajo (OIT), la Declaración de la Organización de las 
Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y los demás tratados internacionales- los siguientes: 
(…). 
3. Consulta previa libre e informada 
La aplicación de la presente Ley respeta el derecho de los pueblos indígenas a la consulta previa libre e informada con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consentimiento de la medida propuesta de acuerdo al Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) y la Declaración de la Organización de 
las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, otras normas vigentes, la jurisprudencia del Sistema Interamericano de Derechos Humanos y 
las sentencias vinculantes del Tribunal Constitucional sobre la materia. 
(…). 
SECCIÓN PRIMERA 
CONCEPTOS, ÓRGANOS ESPECIALIZADOS Y DE SUPERVISIÓN, PLANIFICACIÓN Y  
ZONIFICACIÓN FORESTAL Y DE FAUNA SILVESTRE 
(…). 
TÍTULO V 
ZONIFICACIÓN Y ORDENAMIENTO FORESTAL 
(…). 
Artículo 36.- Autorización de desbosque 
(…) 
Si estos desbosques pudiesen afectar a las comunidades campesinas y nativas, rige el derecho a la consulta previa del Convenio 169 de la OIT. 
(…). 
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LEYES ESPECIALES 

(administración de 
justicia) 

 

 
ARTÍCULO 

Ley 27908 
Ley de Rondas 

Campesinas 

Artículo 1.- Personalidad jurídica 
Reconócese personalidad jurídica a las Rondas Campesinas, como forma autónoma y democrática de organización comunal, pueden establecer interlocución 
con el Estado, apoyan el ejercicio de funciones jurisdiccionales de las Comunidades Campesinas y Nativas, colaboran en la solución de conflictos y realizan 
funciones de conciliación extrajudicial conforme a la Constitución y a la Ley, así como funciones relativas a la seguridad y a la paz comunal dentro de su ámbito 
territorial. Los derechos reconocidos a los pueblos indígenas y comunidades campesinas y nativas se aplican a las Rondas Campesinas en lo que les corresponda 
y favorezca. 
 
Artículo 2.- Rondas al interior de la comunidad campesina 
En los lugares donde existan Comunidades Campesinas y Nativas, las Rondas Campesinas o Rondas Comunales, se forman y sostienen a iniciativa exclusiva 
de la propia Comunidad y se sujetan al Estatuto y a lo que acuerden los Órganos de Gobierno de la Comunidad a los que la Ronda Campesina está subordinada. 
 
Artículo 3.- Derechos y deberes de los miembros de las Rondas Campesinas 
Las Rondas Campesinas están integradas por personas naturales denominadas Ronderos y Ronderas, que se encuentren debidamente acreditadas. Tienen los 
derechos y deberes que la presente Ley y demás normas establezcan. 
Las Rondas Campesinas promueven el ejercicio de los derechos y participación de la mujer en todo nivel. Igualmente, tienen consideración especial a los derechos 
del niño y del adolescente, las personas discapacitadas y de los adultos mayores. 
 
Artículo 4.- Derecho de no discriminación 
Bajo responsabilidad, las instituciones y autoridades del sector público no pueden establecer formas o modalidades de discriminación, directa o indirecta, en el 
ejercicio de los derechos colectivos e individuales de los miembros integrantes de las Rondas Campesinas. 
 
Artículo 5.- Inscripción de las Rondas 
La Rondas Campesinas elaboran su Estatuto y se inscriben en los Registros Públicos. Asimismo procederá su inscripción en la municipalidad de su jurisdicción 
a fin de establecer relaciones de coordinación. No podrá existir más de una Ronda Campesina en el mismo ámbito comunal. 
 
Artículo 6.- Derecho de participación, control y fiscalización 
Las Rondas Campesinas tienen derecho de participación, control y fiscalización de los programas y proyectos de desarrollo que se implementen en su jurisdicción 
comunal de acuerdo a ley. 
 
Artículo 7.- Actividades en beneficio de la paz comunal 
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Las Rondas Campesinas en uso de sus costumbres pueden intervenir en la solución pacífica de conflictos suscitados entre los miembros de la comunidad u 
organizaciones de su jurisdicción y otros externos siempre y cuando la controversia tenga su origen en hechos ocurridos dentro de su jurisdicción comunal. 
 
Artículo 8.- Coordinación con autoridades y organizaciones sociales 
Para el ejercicio de sus funciones las Rondas Campesinas coordinan en el marco de la legislación nacional con las autoridades políticas, policiales, municipales, 
representantes de la Defensoría del Pueblo y otras de la Administración Pública. Asimismo, pueden establecer coordinaciones con las organizaciones sociales 
rurales y entidades privadas dentro de su ámbito local, regional o nacional. 
 
Artículo 9.- Coordinación y apoyo con autoridades jurisdiccionales 
Las autoridades de la jurisdicción ordinaria establecerán relaciones de coordinación con los dirigentes de las Rondas Campesinas respetando las autonomías 
institucionales propias. Los dirigentes de las Rondas pueden solicitar el apoyo de la fuerza pública y demás autoridades del Estado. 
 
DISPOSICIONES FINALES Y TRANSITORIAS 
Primera. - Día de las Rondas Campesinas 
Establécese el 29 de diciembre como el “Día de las Rondas Campesinas” y declárase al caserío de Cuyumalca del distrito y provincia de Chota, departamento de 
Cajamarca, como cuna y patrimonio histórico de las Rondas Campesinas del Perú. 
 
Segunda. - Plazo de reglamentación 
El Poder Ejecutivo reglamentará la presente Ley en el plazo de sesenta días. 
 
Tercera. - Plazo de adecuación 
Otórgase el plazo de seis meses a partir de la aprobación del Reglamento, para que las Rondas Campesinas existentes se adecuen a la presente Ley. 
 
Cuarta. - Derogación de normas 
Derógase la Ley Nº 24571 y demás normas que se opongan a la presente Ley. 
 

 
Norma concordante 
Decreto Supremo 

025-2003-JUS 
Reglamento de la Ley de Rondas Campesinas 

Resolución del Superintendente Adjunto de los Registros 
Públicos 108-2011-SUNARP-SA 
Directiva 003-2011-SUNARP-SA 

Directiva que establece los criterios registrales para la inscripción de las Rondas Campesinas y Rondas Comunales 
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Ley 29824 
Ley de Justicia de Paz 

TÍTULO I RÉGIMEN DEL JUEZ DE PAZ 
(…). 
CAPÍTULO II 
DEBERES, DERECHOS, FACULTADES Y PROHIBICIONES 
(…). 
Artículo 6.- Facultades 
El juez de paz tiene la facultad de: 
(…). 
8. Solicitar el apoyo de otras instituciones del Estado y de las rondas campesinas para la ejecución de sus decisiones. 
(…). 
TÍTULO II 
COMPETENCIA, PROCEDIMIENTO, EJECUCIÓN FORZADA Y DESPACHO 
(…). 
CAPÍTULO III 
EJECUCIÓN FORZADA DE ACTAS DE CONCILIACIÓN Y SENTENCIAS 
(…) 
Artículo 34.- Apoyo de autoridades locales 
(…). 
En caso de que no exista comisaría o alguna dependencia policial en el centro poblado donde se desempeña el juez de paz, esta obligación corresponde a las 
rondas campesinas, a los gobernadores y tenientes gobernadores o a quienes designen las autoridades de las comunidades campesinas y nativas. 
 
Artículo 35.- Sanciones comunitarias 
La ejecución de las sanciones comunitarias se realiza en coordinación con la Policía Nacional del Perú, la gobernación, la tenencia de gobernación, la 
municipalidad distrital, la ronda campesina o la directiva comunal. El juez de paz debe coordinar en forma preventiva con las autoridades locales que corresponda, 
los servicios comunales que requieran ser atendidos a través de las sanciones comunitarias. 
(…) 
CAPÍTULO IV 
DESPACHO DEL JUZGADO DE PAZ 
(…). 
Artículo 40.- Local 
(…). 
En los centros poblados en los que no existan municipalidades, pero cuenten con juzgado de paz, las autoridades de las comunidades campesinas y nativas 
respectivas, deben facilitar un local para este propósito. 
(…). 
 
TÍTULO V 
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COORDINACIÓN CON ACTORES DE JUSTICIA COMUNITARIA 
Artículo 60.- Coordinación en la administración de justicia 
En los centros poblados donde coexistan juzgados de paz con organizaciones comunales como las rondas campesinas, comunidades campesinas o comunidades 
nativas, deben trabajar coordinadamente para una adecuada administración de justicia de conformidad con el artículo 149 de la Constitución Política del Perú. 
 
Artículo 61.- Apoyo a los juzgados de paz 
En los lugares donde no exista comisaría o delegación policial, las rondas campesinas coordinarán con los jueces de paz la ejecución de las sanciones 
comunitarias y los mandatos de comparecencia. En caso de no existir rondas campesinas, el apoyo  
corresponde a los gobernadores o tenientes gobernadores. 
 
Artículo 62.- Resolución de casos derivados de la justicia comunal 
Los jueces de paz resuelven los casos que las autoridades de las comunidades campesinas y nativas les deriven, siempre que se encuentren dentro de su 
competencia. 
 
Artículo 63.- Coordinación para la aplicación de sanciones comunitarias 
Las autoridades de las rondas campesinas, de las comunidades campesinas y comunidades nativas, organizaciones e instituciones que brindan atención a 
mujeres, niños, niñas y adolescentes, así como las municipalidades podrán coordinar con los jueces de paz para la aplicación de sanciones comunitarias. 
 
Artículo 64.- Respeto a las decisiones de jueces de paz 
Las rondas campesinas y las autoridades de las comunidades campesinas o nativas deben respetar y hacer respetar las actas de conciliación y sentencias de 
los juzgados de paz. 
(…). 

 
Norma concordante 
Decreto Supremo 

007-2013-JUS 
Reglamento de la Ley 29824 - Ley de Justicia de Paz 

 
Ley 30364 

Ley para prevenir, 
sancionar y erradicar la 

violencia contra las 
mujeres y  

los integrantes del grupo 
familiar 

CAPÍTULO II 
DEFINICIÓN Y TIPOS DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR 
 
Artículo 5. Definición de violencia contra las mujeres 
La violencia contra las mujeres es cualquier acción o conducta que les causa muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico por su condición de tales, 
tanto en el ámbito público como en el privado. 
Se entiende por violencia contra las mujeres: 
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a. La que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya compartido el 
mismo domicilio que la mujer. Comprende, entre otros, violación, maltrato físico o psicológico y abuso sexual. 
b. La que tenga lugar en la comunidad, sea perpetrada por cualquier persona y comprende, entre otros, violación, abuso sexual, tortura, trata de personas, 
prostitución forzada, secuestro y acoso sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, establecimientos de salud o cualquier otro lugar. 
c. La que sea perpetrada o tolerada por los agentes del Estado, donde quiera que ocurra. 
 
Artículo 6. Definición de violencia contra los integrantes del grupo familiar 
La violencia contra cualquier integrante del grupo familiar es cualquier acción o conducta que le causa muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico y 
que se produce en el contexto de una relación de responsabilidad, confianza o poder, de parte de un integrante a otro del grupo familiar. 
Se tiene especial consideración con las niñas, niños, adolescentes, adultos mayores y personas con discapacidad. 
 
Artículo 7. Sujetos de protección de la Ley 
Son sujetos de protección de la Ley: 
a. Las mujeres durante todo su ciclo de vida: niña, adolescente, joven, adulta y adulta mayor. 
b. Los miembros del grupo familiar. Entiéndase como tales, a los cónyuges, excónyuges, convivientes, exconvivientes; padrastros, madrastras; o quienes tengan 
hijas o hijos en común; las y los ascendientes o descendientes por consanguinidad, adopción o por afinidad; parientes colaterales hasta el cuarto grado de 
consanguinidad o adopción y segundo grado de afinidad; y quienes habiten en el mismo hogar siempre que no medien relaciones contractuales o laborales, al 
momento de producirse la violencia. 
 
Artículo 8. Tipos de violencia 
Los tipos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar son: 
a) Violencia física. Es la acción o conducta, que causa daño a la integridad corporal o a la salud. Se incluye el maltrato por negligencia, descuido o por privación 
de las necesidades básicas, que hayan ocasionado daño físico o que puedan llegar a ocasionarlo, sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación. 
b) Violencia psicológica. Es la acción u omisión, tendiente a controlar o aislar a la persona contra su voluntad, a humillarla, avergonzarla, insultarla, estigmatizarla 
o estereotiparla, sin importar el tiempo que se requiera para su recuperación. 
c) Violencia sexual. Son acciones de naturaleza sexual que se cometen contra una persona sin su consentimiento o bajo coacción. Incluyen actos que no 
involucran penetración o contacto físico alguno. Asimismo, se consideran tales la exposición a material pornográfico y que vulneran el derecho de las personas a 
decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva, a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación. 
d) Violencia económica o patrimonial. Es la acción u omisión que ocasiona un menoscabo en los recursos económicos o patrimoniales de las mujeres por su 
condición de tales o contra cualquier integrante del grupo familiar, en el marco de relaciones de poder, responsabilidad o confianza, por ejemplo, a través de: 
1. La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus bienes. 
2. La pérdida, sustracción, destrucción, retención o apropiación indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos personales, bienes, valores y derechos 
patrimoniales. 
3. La limitación de los recursos económicos destinados a satisfacer sus necesidades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna; así como 
la evasión del cumplimiento de sus obligaciones alimentarias. 
4. La limitación o control de sus ingresos, así como la percepción de un salario menor por igual tarea, dentro de un mismo lugar de trabajo. 
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En los casos en que las mujeres víctimas de violencia tengan hijos/as y estos/as vivan con ellas, la limitación de los recursos destinados a satisfacer sus 
necesidades o privación de los medios indispensables para vivir una vida digna, así como la evasión de sus obligaciones alimentarias por parte de la pareja, se 
considerará como una forma de violencia económica o patrimonial contra la mujer y los/las hijos/as. 
(…). 
 
TÍTULO II PROCESOS DE TUTELA FRENTE A LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES DEL GRUPO FAMILIAR CAPÍTULO I 
PROCESO ESPECIAL  
(…).  
Artículo 14. Competencia Los juzgados de familia son competentes para conocer las denuncias por actos de violencia contra las mujeres o contra los integrantes 
del grupo familiar.  
En las zonas donde no existan juzgados de familia, son competentes los juzgados de paz letrado o juzgados de paz, según corresponda.  
La fiscalía de familia interviene desde la etapa policial, en todos los casos de violencia en los cuales las víctimas son niños, niñas y adolescentes, en el marco de 
lo previsto en el Código de los Niños y Adolescentes.  
 
Artículo 15. Denuncia  
La denuncia puede presentarse por escrito o verbalmente, ante la Policía Nacional del Perú, las fiscalías penales o de familia y los juzgados de familia. En los 
lugares donde no existan estos últimos también puede presentarse ante los juzgados de paz letrado o juzgados de paz. Cuando se trata de una denuncia verbal, 
se levanta acta sin otra exigencia que la de suministrar una sucinta relación de los hechos.  
La denuncia puede ser interpuesta por la persona perjudicada o por cualquier otra en su favor, sin necesidad de tener su representación. También puede ser 
interpuesta por la Defensoría del Pueblo. No se requiere firma de abogado, tasa o alguna otra formalidad.  
Sin perjuicio de lo expuesto, los profesionales de la salud y educación deben denunciar los casos de violencia contra la mujer o los integrantes del grupo familiar 
que conozcan en el desempeño de su actividad. 
Para interponer una denuncia no es exigible presentar resultados de exámenes físicos, psicológicos, pericias de cualquier naturaleza o mostrar huellas visibles 
de violencia. Si la víctima o denunciante cuenta con documentos que sirvan como medios probatorios, estos se reciben e incluyen en el informe de la Policía 
Nacional del Perú, del Ministerio Público o en el expediente del Poder Judicial.  
 
Artículo 15-A. Trámite de la denuncia presentada ante la Policía Nacional del Perú  
La Policía Nacional del Perú aplica la ficha de valoración de riesgo y, en tanto se dicten y ejecuten las medidas de protección, en los casos de riesgo severo 
prioriza el patrullaje integrado en las inmediaciones del domicilio de la víctima o de sus familiares, en coordinación con el serenazgo y las organizaciones vecinales; 
y otras acciones en el marco de sus competencias.  
Adicionalmente, la Policía Nacional del Perú comunica los hechos denunciados al representante del Ministerio de la Mujer y Poblaciones Vulnerables de su 
jurisdicción para la atención de la víctima en los Centros Emergencia Mujer y, de ser el caso, en los hogares de refugio temporal. Cuando los Centros Emergencia 
Mujer no puedan brindar el servicio, comunica a la Dirección Regional de Defensa Pública correspondiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos.  
Culminado el Informe o Atestado Policial y dentro de las veinticuatro (24) horas de conocido el hecho, la Policía Nacional del Perú remite copias de lo actuado a 
la fiscalía penal y al juzgado de familia, de manera simultánea, a fin de que actúen en el marco de sus competencias.  
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El Informe o Atestado Policial incluye copias de antecedentes policiales de la persona denunciada y otra información relevante para el juzgado.”  
“Para una adecuada atención de las denuncias se debe garantizar la existencia de personal policial debidamente calificado. Si la víctima prefiere ser atendida por 
personal femenino, se brindará dicha atención asegurándose en los casos en que exista disponibilidad.  
 
Artículo 15-B. Trámite de la denuncia presentada ante el Ministerio Público La fiscalía penal o de familia, según corresponda, aplica la ficha de valoración de 
riesgo y dispone la realización de los exámenes y diligencias correspondientes, remitiendo los actuados en el plazo de veinticuatro (24) horas al juzgado de familia, 
solicitando la emisión de las medidas de protección y cautelares a que hubiera lugar. Las fiscalías penales, paralelamente, deben continuar con el trámite 
correspondiente, de acuerdo a sus competencias.  
 
Artículo 15-C. Trámite de la denuncia presentada ante el juzgado de familia El juzgado de familia de turno aplica la ficha de valoración de riesgo, cita a audiencia 
y, cuando sea necesario, ordena la actuación de pruebas de oficio.  
(…). 
TÍTULO IV SISTEMA NACIONAL PARA LA PREVENCIÓN, SANCIÓN Y ERRADICACIÓN DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES Y LOS INTEGRANTES 
DEL GRUPO FAMILIAR  
(…). 
Artículo 41. Protocolo Base de Actuación Conjunta  
El Protocolo Base de Actuación Conjunta en prevención, atención, protección, detección precoz e intervención continuada, sanción y reeducación frente a la 
violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar contiene los lineamientos de articulación intersectorial y los procedimientos que aseguren la 
actuación global e integral de las distintas administraciones y servicios implicados. Constituye un instrumento de obligatorio cumplimiento bajo responsabilidad.  
El Protocolo debe considerar de forma especial la situación de las mujeres que, por su condición de tal y en cruce con otras variables, estén más expuestas a 
sufrir violencia o mayores dificultades para acceder a los servicios previstos en esta Ley, tales como las pertenecientes a poblaciones indígenas, andinas y 
amazónicas, las afrodescendientes, las que se encuentran en situación de exclusión social y las mujeres con discapacidad, entre otras. Similar consideración 
debe contemplar el protocolo respecto de los integrantes del grupo familiar desde el enfoque de derechos humanos, generacionales e interculturales.  
(…).  
Artículo 47. Intervención de los pueblos indígenas u originarios y justicia en zonas rurales Los casos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar que se produzcan en territorio de comunidades campesinas, comunidades nativas y rondas campesinas, serán conocidos por sus autoridades 
jurisdiccionales según lo previsto en el artículo 149 de la Constitución Política.  
En las localidades donde no exista juzgado de familia o juzgado de paz letrado con competencia delegada, los actos de violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar son de competencia del juzgado de paz, debiendo observarse lo previsto en la Ley 29824, Ley de Justicia de Paz, y su reglamento.  
Cuando el juzgado de paz toma conocimiento de actos de violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo familiar dicta las medidas de protección que 
correspondan a favor de la víctima. El Poder Judicial, con cargo a su presupuesto institucional, asume los costos en los que incurran los juzgados de paz para 
poner en conocimiento de lo actuado al juzgado de familia y a la fiscalía penal o mixta, y para realizar notificaciones u exhortos.  
En los centros poblados donde no exista comisaría, los juzgados de paz coordinan la ejecución de las medidas de protección y las sanciones impuestas con las 
autoridades de las comunidades campesinas, comunidades nativas o rondas campesinas.  
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Los servicios de salud aseguran la promoción, prevención, atención y recuperación integral de la salud física y mental de las víctimas de acuerdo a lo dispuesto 
por los juzgados de paz y/o las autoridades de las comunidades campesinas, comunidades nativas o rondas campesinas, de conformidad con lo establecido en 
el artículo 10, literal c), de la presente ley. 

 
LEYES ESPECIALES 

(educación y salud) 
 

 
ARTÍCULO 

Ley 26842 
Ley General de Salud 

TÍTULO PRELIMINAR 
(…) 
XVII. La promoción de la medicina tradicional es de interés y atención preferente del Estado. 
(…) 
TÍTULO I 
DE LOS DERECHOS, DEBERES Y RESPONSABILIDADES CONCERNIENTES A LA  
SALUD INDIVIDUAL 
(…) 
Artículo 20.- Es deber de toda persona participar en el mejoramiento de la cultura sanitaria de su comunidad. 
(…). 

Ley 28044 
Ley General de 

Educación 

TÍTULO II 
UNIVERSALIZACIÓN, CALIDAD Y EQUIDAD DE LA EDUCACIÓN 
(…) 
CAPÍTULO IV 
LA EQUIDAD EN LA EDUCACIÓN 
(…) 
Artículo 19.- Educación de los pueblos indígenas 
De conformidad con lo establecido en los tratados internacionales sobre la materia, la Constitución Política y la presente ley, el Estado reconoce y garantiza el 
derecho de los pueblos indígenas a una educación en condiciones de igualdad con el resto de la comunidad nacional. Para ello establece programas especiales 
que garanticen igualdad de oportunidades y equidad de género en el ámbito rural y donde sea pertinente. 
(…). 
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LEYES ESPECIALES 

(identidad étnica, cultural 
y la preservación de las 

lenguas  
originarias) 

 

 
ARTÍCULO 

Ley 27811 
Ley que Establece el 

Régimen de Protección 
de los Conocimientos 

Colectivos  
de los Pueblos Indígenas 

Vinculados a los 
Recursos Biológicos 

TÍTULO I 
DEL RECONOCIMIENTO DE DERECHOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS SOBRE SUS CONOCIMIENTOS COLECTIVOS 
 
Artículo 1.- Reconocimiento de derechos 
El Estado peruano reconoce el derecho y la facultad de los pueblos y comunidades indígenas de decidir sobre sus conocimientos colectivos. 
 
TÍTULO II 
DE LAS DEFINICIONES 
 
Artículo 2.- Definiciones 
Para los efectos del presente dispositivo se entenderá por: 
a) Pueblos indígenas. - Son pueblos originarios que tienen derechos anteriores a la formación del Estado peruano, mantienen una cultura propia, un espacio 
territorial y se autorreconocen como tales. En éstos se incluye a los pueblos en aislamiento voluntario o no contactados, así como a las comunidades campesinas 
y nativas. 
La denominación “indígenas” comprende y puede emplearse como sinónimo de “originarios”, “tradicionales”, “étnicos”, “ancestrales”, “nativos” u otros vocablos. 
 
b) Conocimiento colectivo. - Conocimiento acumulado y transgeneracional desarrollado por los pueblos y comunidades indígenas respecto a las propiedades, 
usos y características de la diversidad biológica. 
El componente intangible contemplado en la Decisión 391 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena incluye este tipo de conocimiento colectivo. 
 
c)Consentimiento informado previo.- Autorización otorgada, dentro del marco del presente régimen de protección, por la organización representativa de los pueblos 
indígenas poseedores de un conocimiento colectivo, de conformidad con las normas por ellos reconocidas, para la realización de determinada actividad que 
implique acceder y utilizar dicho conocimiento colectivo, previo suministro de suficiente información relativa a los propósitos, riesgos o implicancias de dicha 
actividad, incluyendo los eventuales usos del conocimiento y, de ser el caso, el valor del mismo. 
 
d)Contrato de licencia de uso de conocimientos colectivos.- Acuerdo expreso celebrado entre la organización representativa de los pueblos indígenas poseedores 
de un conocimiento colectivo y un tercero que incorpora términos y condiciones sobre el uso de dicho conocimiento colectivo. 
Estos contratos pueden constituir un anexo al contrato mencionado en el Artículo 34 de la Decisión 391 de la Comisión del Acuerdo de Cartagena que establece 
un Régimen Común sobre acceso a los recursos genéticos. 
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e) Recursos biológicos.- Recursos genéticos, organismos o partes de ellos, poblaciones, o cualquier otro tipo del componente biótico de los ecosistemas de valor 
o utilidad real o potencial para la humanidad. 
 
TÍTULO III 
DEL ÁMBITO DE PROTECCIÓN 
 
Artículo 3.- Ámbito de protección de la norma 
El presente dispositivo establece un régimen especial de protección de los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas vinculados a los recursos biológicos. 
 
Artículo 4.- Excepciones al régimen 
El presente régimen no afectará el intercambio tradicional entre pueblos indígenas de los conocimientos colectivos protegidos bajo este régimen. 
 
TÍTULO IV 
DE LOS OBJETIVOS 
 
Artículo 5.- Objetivos del régimen 
Son objetivos del presente régimen: 
a) Promover el respeto, la protección, la preservación, la aplicación más amplia y el desarrollo de los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas. 
b) Promover la distribución justa y equitativa de los beneficios derivados de la utilización de estos conocimientos colectivos. 
c) Promover el uso de estos conocimientos en beneficio de los pueblos indígenas y de la humanidad. 
d) Garantizar que el uso de los conocimientos colectivos se realice con el consentimiento informado previo de los pueblos indígenas. 
e) Promover el fortalecimiento y el desarrollo de las capacidades de los pueblos indígenas y de los mecanismos tradicionalmente empleados por ellos para 
compartir y distribuir beneficios generados colectivamente, en el marco del presente régimen. 
f) Evitar que se concedan patentes a invenciones obtenidas o desarrolladas a partir de conocimientos colectivos de los pueblos indígenas del Perú, sin que se 
tomen en cuenta estos conocimientos como antecedentes en el examen de novedad y nivel inventivo de dichas invenciones. 
 
TÍTULO V 
DE LOS PRINCIPIOS GENERALES 
 
Artículo 6.- Condiciones para el acceso a los conocimientos colectivos 
Los interesados en acceder a los conocimientos colectivos con fines de aplicación científica, comercial e industrial deberán solicitar el consentimiento informado 
previo de las organizaciones representativas de los pueblos indígenas que posean un conocimiento colectivo. 
La organización representativa de los pueblos indígenas, cuyo consentimiento informado previo haya sido solicitado, deberá informar que está entrando en una 
negociación al mayor número posible de pueblos indígenas poseedores del conocimiento y tomar en cuenta sus intereses e inquietudes, en particular aquellas 
vinculadas con sus valores espirituales o creencias religiosas. 
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La información que proporcione se limitará al recurso biológico sobre el cual versa el conocimiento colectivo objeto de la negociación en curso, en salvaguarda 
de los intereses de la contraparte en mantener secretos los detalles de la negociación. 
 
Artículo 7.- Acceso con fines de aplicación comercial o industrial 
En caso de acceso con fines de aplicación comercial o industrial, se deberá suscribir una licencia donde se prevean condiciones para una adecuada retribución 
por dicho acceso y se garantice una distribución equitativa de los beneficios derivados del mismo. 
 
Artículo 8.- Porcentaje destinado al Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
Se destinará un porcentaje no menor al 10% del valor de las ventas brutas, antes de impuestos, resultantes de la comercialización de los productos desarrollados 
a partir de un conocimiento colectivo al Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas a que se refieren los Artículos 37 y siguientes. 
Las partes podrán acordar un porcentaje mayor, en función del grado de utilización o incorporación directa de dichos conocimientos en el producto final resultante, 
el grado de aporte de dichos conocimientos a la reducción de los costos de investigación y desarrollo de los productos derivados, entre otros. 
 
Artículo 9.- Rol de las generaciones presentes 
Las generaciones presentes de los pueblos indígenas preservan, desarrollan y administran sus conocimientos colectivos en beneficio propio y de las generaciones 
futuras. 
 
Artículo 10.- Naturaleza colectiva de los conocimientos 
Los conocimientos colectivos protegidos bajo este régimen son aquellos que pertenecen a un pueblo indígena y no a individuos determinados que formen parte 
de dicho pueblo. Pueden pertenecer a varios pueblos indígenas. 
Estos derechos son independientes de aquellos que puedan generarse al interior de los pueblos indígenas y para cuyo efecto de distribución de beneficios podrán 
apelar a sus sistemas tradicionales. 
 
Artículo 11.- Conocimientos colectivos y patrimonio cultural 
Los conocimientos colectivos forman parte del patrimonio cultural de los pueblos indígenas. 
 
Artículo 12.- lnalienabilidad e imprescriptibilidad de los derechos 
Por ser parte de su patrimonio cultural, los derechos de los pueblos indígenas sobre sus conocimientos colectivos son inalienables e imprescriptibles. 
 
Artículo 13.- Conocimientos colectivos que están en el dominio público 
A efectos del presente régimen, se entenderá que un conocimiento colectivo se encuentra en el dominio público cuando haya sido accesible a personas ajenas a 
los pueblos indígenas, a través de medios de comunicación masiva, tales como publicaciones, o cuando se refiera a propiedades, usos o características de un 
recurso biológico que sean conocidos masivamente fuera del ámbito de los pueblos y comunidades indígenas. 
En los casos en que estos conocimientos hayan entrado en el dominio público en los últimos 20 años, se destinará un porcentaje del valor de las ventas brutas, 
antes de impuestos, resultantes de la comercialización de los productos desarrollados a partir de estos conocimientos colectivos, al Fondo para el Desarrollo de 
los Pueblos Indígenas a que se refieren los Artículos 37 y siguientes. 
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Artículo 14.- Representantes de los pueblos indígenas 
Para efectos de este régimen, los pueblos indígenas deberán ser representados a través de sus organizaciones representativas, respetando las formas 
tradicionales de organización de los pueblos indígenas. 
 
TÍTULO VI 
DE LOS REGISTROS DE CONOCIMIENTOS COLECTIVOS DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS 
 
Artículo 15.- Registros de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas 
Los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas podrán ser inscritos en tres tipos de registros: 
a) Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas. 
b) Registro Nacional Confidencial de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas. 
c) Registros Locales de Conocimientos Colectivos de los Pueblos indígenas. 
El Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas y el Registro Nacional Confidencial de Conocimientos Colectivos de los 
Pueblos Indígenas estarán a cargo del Indecopi. 
  
Artículo 16.- Objeto de los Registros de Conocimientos Colectivos 
Los Registros de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas tienen por objeto, según sea el caso: 
a) Preservar y salvaguardar los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas y sus derechos sobre ellos; y 
b) Proveer al Indecopi de información que le permita la defensa de los intereses de los pueblos indígenas, con relación a sus conocimientos colectivos. 
 
Artículo 17.- Carácter del Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas 
El Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas contendrá los conocimientos colectivos que se encuentran en el dominio 
público. 
El Indecopi deberá registrar los conocimientos colectivos que están en el dominio público en el Registro Nacional Público de Conocimientos Colectivos de los 
Pueblos Indígenas. 
 
Artículo 18.- Carácter del Registro Nacional Confidencial de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas 
El Registro Nacional Confidencial de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas no podrá ser consultado por terceros. 
 
Artículo 19.- Registro a solicitud de los pueblos indígenas 
 
Cada pueblo, a través de su organización representativa, podrá inscribir ante el Indecopi, en el Registro Nacional Público o en el Registro Nacional Confidencial, 
los conocimientos colectivos que posea. 
 
 Artículo 20.- Solicitudes de registro de conocimientos colectivos 
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Las solicitudes de registro de conocimientos colectivos de los pueblos indígenas se presentarán ante el Indecopi, a través de sus organizaciones representativas, 
y deberán contener: 
a) Identificación del pueblo indígena que solicita el registro de sus conocimientos; 
b) Identificación del representante; 
c) Indicación del recurso biológico sobre el cual versa el conocimiento colectivo, pudiendo utilizarse el nombre indígena; 
d) Indicación del uso o usos que se dan al recurso biológico en cuestión; 
e) Descripción clara y completa del conocimiento colectivo objeto de registro; y 
f) Acta en la que figura el acuerdo de registrar el conocimiento por parte del pueblo indígena. 
La solicitud deberá ser acompañada de una muestra del recurso biológico sobre el cual versa el conocimiento colectivo objeto de registro. En aquellos casos en 
que la muestra sea de difícil transporte o manipulación, el pueblo indígena que solicita el registro podrá requerir al Indecopi que le exima de la presentación de 
dicha muestra y le permita presentar, en su lugar, fotografías en las que se puedan apreciar las características del recurso biológico sobre el cual versa el 
conocimiento colectivo. Dicha muestra, o en su caso, dichas fotografías, deberán permitir al Indecopi identificar de manera fehaciente el recurso biológico en 
cuestión y hacer constar en el expediente el nombre científico del mismo. 
 
Artículo 21.- Trámite de la solicitud 
El Indecopi verificará, en el plazo de diez (10) días de presentada la solicitud, que la misma consigne todos los datos especificados en el artículo anterior. 
En caso de que se haya producido alguna omisión, notificará al pueblo indígena que solicita el registro a efectos de que complete la solicitud, dentro del plazo de 
seis (6) meses, prorrogables a su solicitud, bajo apercibimiento de declarar el abandono de la solicitud. 
Una vez que el Indecopi haya verificado que la solicitud consigne todos los datos especificados en el artículo anterior, procederá a registrar el conocimiento 
colectivo en cuestión. 
 
Artículo 22.- Envío de representantes del Indecopi 
Para facilitar el registro de conocimientos colectivos de los pueblos indígenas, el Indecopi podrá enviar representantes debidamente acreditados a los diferentes 
pueblos indígenas con el fin de recabar la información necesaria para dar trámite a las solicitudes de registro que deseen presentar. 
 
Artículo 23.- Obligación del Indecopi de enviar la información contenida en el Registro Nacional Público a las principales Oficinas de Patentes del mundo 
Con el fin de objetar solicitudes de patente en trámite, cuestionar patentes concedidas o influir en general en el otorgamiento de patentes relacionadas con 
productos o procesos obtenidos o desarrollados a partir de un conocimiento colectivo, el Indecopi deberá enviar la información contenida en el Registro Nacional 
Público, a las principales Oficinas de Patentes del mundo, a efectos de que sea tomada en cuenta como antecedente en el examen de novedad y nivel inventivo 
de las solicitudes de patente. 
 
Artículo 24.- Registros Locales de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas 
Los pueblos indígenas podrán organizar Registros Locales de Conocimientos Colectivos, de conformidad con sus usos y costumbres. El Indecopi prestará 
asistencia técnica para la organización de estos registros, a solicitud de los pueblos indígenas. 
 
TÍTULO VII 
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DE LAS LICENCIAS 
 
Artículo 25.- Inscripción obligatoria de contratos de licencia 
Los contratos de licencia deberán inscribirse en un registro que para estos efectos llevará el Indecopi. 
 
Artículo 26.- Obligatoriedad de forma escrita de los contratos de licencia 
La organización representativa de los pueblos indígenas que poseen un conocimiento colectivo podrá otorgar a terceras personas licencias de uso de dicho 
conocimiento colectivo sólo mediante contrato escrito, en idioma nativo y castellano, y por un plazo renovable no menor de un año ni mayor de 3 años. 
 
Artículo 27.- Contenido del contrato de licencia 
A efectos del presente régimen, los contratos deberán contener por lo menos las siguientes cláusulas: 
a) Identificación de las partes. 
b) Descripción del conocimiento colectivo objeto del contrato. 
c) El establecimiento de las compensaciones que recibirán los pueblos indígenas por el uso de su conocimiento colectivo. Estas compensaciones incluirán un 
pago inicial monetario u otro equivalente dirigido a su desarrollo sostenible; y un porcentaje no menor del 5% del valor de las ventas brutas, antes de impuestos, 
resultantes de la comercialización de los productos desarrollados directa e indirectamente a partir de dicho conocimiento colectivo, de ser el caso. 
d) El suministro de suficiente información relativa a los propósitos, riesgos o implicancias de dicha actividad, incluyendo los eventuales usos del conocimiento 
colectivo y, de ser el caso, el valor del mismo. 
e) La obligación del licenciatario de informar periódicamente, en términos generales, al licenciante acerca de los avances en la investigación, industrialización y 
comercialización de los productos desarrollados a partir de los conocimientos colectivos objeto de la licencia. 
f) La obligación del licenciatario de contribuir al fortalecimiento de las capacidades de los pueblos indígenas en relación con sus conocimientos colectivos 
vinculados a los recursos biológicos. 
En caso de que en el contrato se pacte un deber de reserva, el mismo deberá constar expresamente. 
El Indecopi no registrará los contratos que no se ajusten a lo establecido en este artículo. 
 
Artículo 28.- Solicitudes de registro de contrato de licencia. Confidencialidad del contrato 
Las solicitudes de registro de un contrato de licencia que se presenten ante el Indecopi deberán contener: 
a) Identificación de los pueblos indígenas que son parte en el contrato y de sus representantes; 
b) Identificación de las demás partes en el contrato y de sus representantes. 
c) Copia del contrato; y 
d) Acta en la que figura el acuerdo de celebrar el contrato de licencia por parte de los pueblos indígenas que son parte en el contrato. 
El contrato no podrá ser consultado por terceros, salvo con autorización expresa de ambas partes. 
 
Artículo 29.- Trámite de la solicitud 
El Indecopi verificará, en el plazo de diez (10) días de presentada la solicitud, que la solicitud consigne todos los datos especificados en el artículo anterior. 
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En caso de que se haya producido alguna omisión, notificará a quien solicita el registro a efectos de que complete la solicitud, dentro del plazo de seis (6) meses, 
prorrogables a su solicitud, bajo apercibimiento de declarar el abandono de la solicitud. 
 
Artículo 30.- Verificación del contenido del contrato 
A efectos de inscribir una licencia, el Indecopi, dentro del plazo de treinta (30) días de presentada la solicitud, verificará si se cumplen las cláusulas mencionadas 
en el Artículo 27. 
 
Artículo 31.- Información adicional acerca del impacto ambiental 
El Indecopi, a solicitud de parte, o de oficio, solicitará información adicional, en aquellos casos en que considere que exista el riesgo de afectar el equilibrio 
ambiental en los territorios que habitan los pueblos indígenas como consecuencia del contrato cuyo registro se solicita. El registro del contrato será denegado de 
verificarse dicho riesgo y en caso de que las partes no se comprometan a tomar las medidas necesarias para evitarlo, a satisfacción de la Autoridad Nacional 
Competente en materia de medio ambiente. 
 
Artículo 32.- Alcance de las licencias de uso 
La licencia de uso de conocimiento colectivo de un pueblo indígena no impedirá a otros utilizarlo ni otorgar licencias sobre este mismo conocimiento. Esta licencia 
tampoco afectará el derecho de las generaciones presentes y futuras de seguir utilizando y desarrollando conocimientos colectivos. 
 
Artículo 33.- Prohibición de conceder sublicencias 
Sólo se podrán conceder sublicencias con autorización expresa de la organización representativa de los pueblos indígenas que otorga la licencia. 
 
TÍTULO VIII 
DE LA CANCELACIÓN DE REGISTRO 
 
Artículo 34.- Causales de cancelación de registro 
El Indecopi podrá cancelar, de oficio o a solicitud de parte, un registro de conocimiento colectivo o de licencia de uso, previa audiencia de las partes interesadas, 
siempre que: 
a) Haya sido concedido en contravención de cualquiera de las disposiciones del presente régimen. 
b) Se compruebe que los datos esenciales contenidos en la solicitud son falsos o inexactos. 
Las acciones de cancelación que se deriven del presente artículo podrán iniciarse en cualquier momento. 
 
Artículo 35.- Solicitud de cancelación de registro 
La solicitud de cancelación de registro deberá consignar o adjuntar, según el caso, lo siguiente: 
a) Identificación de quien solicita la cancelación; 
b) Identificación del representante o apoderado, de ser el caso; 
c) Registro materia de la cancelación; 
d) Indicación del fundamento legal de la acción; 
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e) Pruebas que acrediten las causales de cancelación invocadas; 
f) Domicilio donde se notificará al titular del registro cuya cancelación se solicita; 
g) En su caso, copia de los poderes que fueren necesarios; y, 
h) Copias de la solicitud y sus recaudos para el titular del registro. 
 
Artículo 36.- Trámite de la solicitud 
La solicitud de cancelación se trasladará al titular del registro, a quien se le concederá un plazo de treinta (30) días para hacer su descargo. Luego de este plazo, 
el Indecopi resolverá con o sin la contestación respectiva. 
 
TÍTULO IX 
DEL FONDO PARA EL DESARROLLO DE LAS PUEBLOS INDÍGENAS 
 
Artículo 37.- Objeto del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
Créase el Fondo para el Desarrollo de los Pueblos indígenas con el objeto de contribuir al desarrollo integral de los pueblos indígenas a través del financiamiento 
de proyectos y otras actividades. Este Fondo gozará de autonomía técnica, económica, administrativa y financiera. 
 
Artículo 38.- Acceso a los recursos del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas 
Los pueblos indígenas tienen derecho a acceder a los cursos del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas a través de sus organizaciones representativas 
y por medio de proyectos de desarrollo, previa evaluación y aprobación del Comité Administrador. 
 
Artículo 39.- Administración del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
El Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas será administrado por 5 representantes de organizaciones representativas de los pueblos indígenas, y 2 
representantes de la Comisión Nacional de los Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, los mismos que conformarán el Comité Administrador. 
Este Comité deberá utilizar, en la medida de lo posible, los mecanismos tradicionalmente empleados -por los pueblos indígenas- para compartir y distribuir 
beneficios generados colectivamente. 
El Comité Administrador deberá informar trimestralmente a las organizaciones representativas de los pueblos indígenas sobre los recursos recibidos. 
 
Artículo 40.- Obligación de presentar declaraciones juradas de los miembros del Comité Administrador 
Los miembros del Comité Administrador, al momento de asumir sus cargos y anualmente, deberán presentar a la Comisión Nacional de los Pueblos Andinos, 
Amazónicos y Afroperuanos, una declaración jurada de bienes y rentas. 
 
Artículo 41.- Recursos del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas 
Los recursos del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas se obtendrán del Presupuesto Público, de la cooperación técnica internacional, de donaciones, 
del porcentaje de los beneficios económicos a que se refieren los Artículos 8 y 13, de las multas a que se refiere el Artículo 62, así como de otros aportes. 
 
TÍTULO X 
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DE LA PROTECCIÓN QUE CONFIERE ESTE RÉGIMEN 
 
Artículo 42.- Derechos de los pueblos indígenas que poseen conocimientos colectivos 
El pueblo indígena que posea un conocimiento colectivo estará protegido contra la revelación, adquisición o uso de tal conocimiento colectivo sin su consentimiento 
y de manera desleal, en la medida en que este conocimiento colectivo no se encuentre en el dominio público. 
Asimismo, estará protegido contra la divulgación sin autorización en caso de que un tercero haya tenido acceso legítimamente al conocimiento colectivo, pero 
con deber de reserva. 
 
Artículo 43.- Acciones por infracción de derechos de los pueblos indígenas 
Los pueblos indígenas que poseen conocimientos colectivos pueden interponer acción por infracción contra quien infrinja los derechos que se precisan en el 
artículo anterior. También procede la acción por infracción cuando exista peligro inminente de que estos derechos puedan ser infringidos. 
Las acciones por infracción podrán iniciarse de oficio por decisión del Indecopi. 
 
Artículo 44.- Inversión de la carga de la prueba 
En los casos en que se alegue una infracción a los derechos de un pueblo indígena poseedor de determinado conocimiento colectivo, la carga de la prueba 
recaerá en el denunciado. 
 
Artículo 45.- Acciones reivindicatorias e indemnizatorias 
Las organizaciones representativas de los pueblos indígenas que poseen conocimientos colectivos podrán iniciar las acciones reivindicatorias e indemnizatorias 
que les confiera la legislación vigente contra el tercero que, de manera contraria a lo establecido en este régimen, hubiere utilizado, directa o indirectamente, 
dichos conocimientos colectivos. 
 
Artículo 46.- Solución de discrepancias entre pueblos indígenas 
Para solucionar las discrepancias que pudieran generarse entre los pueblos indígenas en el marco de aplicación de este régimen, tales como aquéllas relacionadas 
con el cumplimiento por parte del pueblo indígena que ha negociado un contrato de licencia de uso de sus conocimientos colectivos de lo dispuesto en el segundo 
párrafo del Artículo 6 de la presente Ley, éstos podrán recurrir al derecho consuetudinario y a sus formas tradicionales de solución de conflictos, pudiendo contar 
con la mediación de una organización indígena superior. 
(…) 
 
TÍTULO XII 
DE LA AUTORIDAD NACIONAL COMPETENTE Y DEL CONSEJO ESPECIALIZADO EN  
LA PROTECCIÓN DE CONOCIMIENTOS INDÍGENAS 
 
Artículo 63.- Autoridad Nacional Competente 
La Oficina de Invenciones y Nuevas Tecnologías del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la Propiedad Intelectual (Indecopi) es 
competente para conocer y resolver en primera instancia todo lo relativo a la protección de los conocimientos colectivos de los pueblos indígenas. 
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La Sala de Propiedad Intelectual del Tribunal de Defensa de la Competencia y de la Propiedad Intelectual del lndecopi conocerá y resolverá los recursos de 
apelación en segunda y última instancia administrativa. 
 
Artículo 64.- Funciones de la Oficina de Invenciones y Nuevas Tecnologías 
Serán funciones de la Oficina de Invenciones y Nuevas Tecnologías del Indecopi: 
a) Llevar y mantener el Registro de Conocimientos Colectivos de los Pueblos Indígenas. 
b) Llevar y mantener el Registro de Licencias de Uso de Conocimientos Colectivos. 
c) Evaluar la validez de los contratos de licencias sobre conocimientos colectivos de los pueblos indígenas, tomando en cuenta la opinión del Consejo especializado 
en la protección de conocimientos indígenas. 
d) Ejercer las demás funciones que se le encargan mediante el presente dispositivo. 
 
Artículo 65.- Consejo especializado en la protección de conocimientos indígenas 
El Consejo especializado en la protección de conocimientos indígenas estará integrado por 5 (cinco) personas especializadas en el tema, 3 (tres) designadas por 
las organizaciones representativas de los pueblos indígenas, y 2 (dos) designadas por la Comisión Nacional de los Pueblos Andinos, Amazónicos y Afroperuanos, 
quienes asumirán el cargo de miembros de este Consejo de manera ad honórem. 
 
Artículo 66.- Funciones del Consejo especializado en la protección de conocimientos indígenas 
Serán funciones del Consejo especializado en la protección de conocimientos indígenas: 
a) Monitorear y hacer seguimiento de la aplicación de este régimen de protección; 
b) Apoyar al Comité Administrador del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas, y a la Oficina de Invenciones y Nuevas Tecnologías del Indecopi, en el 
desempeño de sus funciones; 
c) Emitir opinión en cuanto a la validez de los contratos de licencias sobre conocimientos colectivos de los pueblos indígenas; 
d) Brindar asesoría a los representantes de los pueblos indígenas que así lo soliciten en asuntos vinculados con este régimen, en particular, en la elaboración y 
ejecución de proyectos, en el marco de este régimen; y 
e) Supervisar al Comité Administrador del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos Indígenas en el ejercicio de sus funciones. 
Para estos efectos, podrá exigir al Comité Administrador cualquier tipo de información relacionada con la administración del Fondo, ordenar inspecciones o 
auditorías, examinar sus libros, documentos y designar un representante que asista con voz, pero sin voto a sus reuniones. La resolución que ordene la práctica 
de una auditoría deberá ser motivada. Estará facultada para imponerles sanciones, tales como la amonestación,  
la suspensión temporal en el ejercicio de sus funciones o la separación definitiva de sus cargos, en caso de que infrinjan las disposiciones del presente régimen 
o su reglamento, o que incurran en hechos que afecten los intereses de los pueblos y comunidades indígenas, sin perjuicio de las sanciones penales o de las 
acciones civiles que correspondan. 
(…). 
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LEYES ESPECIALES 
(preservación de las 
lenguas originarias) 

 

 
ARTÍCULO 

Ley 27818 
Ley para la Educación 
Bilingüe Intercultural 

Artículo 1.- El Estado y el reconocimiento de la diversidad cultural 
El Estado reconoce la diversidad cultural peruana como un valor y fomenta la educación bilingüe intercultural en las regiones donde habitan los pueblos indígenas. 
Para tal efecto, el Ministerio de Educación diseñará el plan nacional de educación bilingüe intercultural para todos los niveles y modalidades de la educación 
nacional, con la participación efectiva de los pueblos indígenas en la definición de estrategias metodológicas y educativas, en lo que les corresponda. 
 
Artículo 2.- Plan Nacional de Educación Bilingüe 
El Plan Nacional de Educación Bilingüe Intercultural deberá incorporar, la visión y el conocimiento indígenas. La educación para los pueblos indígenas debe ser 
igual en calidad, eficiencia, accesibilidad y en todos los demás aspectos previstos para la población en general. 
El Estado garantiza el derecho de los pueblos indígenas a participar en la administración de los sistemas e instituciones estatales de educación bilingüe 
intercultural, así como en los centros y programas de preparación de maestros bilingües interculturales. 
 
Artículo 3.- Instituciones educativas 
Los pueblos indígenas, en coordinación con las instancias estatales competentes, tienen derecho a crear y controlar sus propias instituciones educativas y a 
desarrollarlas desde su visión, valores y conocimiento tradicional, sin perjuicio del derecho de los pueblos indígenas a acceder a la educación impartida por el 
Estado e instituciones privadas. El Estado establecerá los medios y recursos necesarios para este fin. 
 
Artículo 4.- Docencia bilingüe 
Es deber del Ministerio de Educación promover en las instituciones educativas para los pueblos indígenas la incorporación, por nombramiento o contrato, de 
personal docente indígena hablante de la lengua del lugar donde ejercerán función docente, para un proceso efectivo de aprendizaje y preservación de los idiomas 
y las culturas indígenas, debiendo definir el perfil del docente de Educación Bilingüe Intercultural y autorizar a los centros capacitados para impartir dicha 
educación. 
Los docentes de Educación Bilingüe Intercultural deberán dominar tanto la lengua originaria de la zona donde laboran como el castellano. 
 
Artículo 5.- Planes de estudio 
Es deber del Ministerio de Educación promover la elaboración y aplicación de planes de estudio y contenidos curriculares que reflejen la pluralidad étnica y cultural 
de la nación en todos los niveles educativos. Se prestará particular atención a las necesidades, intereses y aspiraciones de los pueblos indígenas en sus 
respectivas zonas. 
 
Artículo 6.- Medios de expresión y comunicación social 
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Los pueblos indígenas tienen derecho a establecer sus propios medios de expresión y comunicación social y dar a conocer sus manifestaciones culturales, 
idiomas, necesidades y aspiraciones. Asimismo, el Estado promoverá prioritariamente el acceso de los pueblos indígenas a los medios de comunicación social 
que son estatales e incentivará lo propio frente a los órganos privados, a fin de asegurar el desarrollo y preservación de la diversidad cultural de la Nación. 
 
Artículo 7.- Eliminación de la discriminación racial 
El Ministerio de Educación deberá adoptar las medidas necesarias para eliminar dentro del sistema educativo nacional y al interior de los centros educativos la 
discriminación, los prejuicios y los adjetivos que denigren a las personas integrantes de los pueblos indígenas. Las autoridades educativas promoverán la 
tolerancia, la comprensión, y la construcción de una relación de justicia entre los pueblos indígenas y todos los sectores de la sociedad. 
 
DISPOSICIÓN TRANSITORIA 
 
Única. - La Dirección Nacional de Educación Bilingüe Intercultural del Ministerio de Educación, en coordinación con el Comité Consultivo Nacional de Educación 
Bilingüe Intercultural, elevará a la Alta Dirección del Ministerio de Educación, dentro del plazo de 90 días de publicada la presente ley, los lineamientos de política 
a ser incorporados en el plan nacional de educación. 
 

Ley 29735 
Ley que Regula el Uso, 

Preservación, Desarrollo, 
Recuperación, Fomento y  
Difusión de las Lenguas 

Originarias del Perú. 

Artículo 1.- Objeto de la Ley 
1.1. La presente Ley tiene el objeto de precisar el alcance de los derechos y garantías individuales y colectivas que, en materia lingüística, se establecen en el 
artículo 48 de la Constitución Política del Perú. 
1.2. Todas las lenguas originarias son la expresión de una identidad colectiva y de una manera distinta de concebir y de describir la realidad, por tanto, gozan de 
las condiciones necesarias para su mantenimiento y desarrollo en todas las  
funciones. 
 
Artículo 2.- Declaración de interés nacional 
Declárase de interés nacional el uso, preservación, desarrollo, recuperación, fomento y difusión de las lenguas originarias del país. 
 
Artículo 3.- Definición de lenguas originarias  
Para los efectos de la aplicación de la presente Ley, se entiende por lenguas originarias del Perú a todas aquellas que son anteriores a la difusión del idioma 
español y que se preservan y emplean en el ámbito del territorio nacional. 
 
Artículo 4.- Derechos de la persona 
4.1. Son derechos de toda persona: 
a) Ejercer sus derechos lingüísticos de manera individual y colectiva. 
b) Ser reconocida como miembro de una comunidad lingüística. 
c) Usar su lengua originaria en los ámbitos público y privado. 
d) Relacionarse y asociarse con otros miembros de la comunidad lingüística de origen. 
e) Mantener y desarrollar la propia cultura. 
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f) Ser atendida en su lengua materna en los organismos o instancias estatales. 
g) Gozar y disponer de los medios de traducción directa o inversa que garanticen el ejercicio de sus derechos en todo ámbito. 
h) Recibir educación en su lengua materna y en su propia cultura bajo un enfoque de interculturalidad. 
i) Aprender el castellano como lengua de uso común en el territorio peruano. 
4.2. La titularidad individual de estos derechos no impide el ejercicio colectivo de los mismos. De igual modo, el ejercicio de estos derechos no está supeditado a 
la aprobación del Mapa Etnolingüístico del Perú o el establecimiento del Registro Nacional de Lenguas Originarias, a que se refieren los artículos 5 y 8.- 
 
CAPÍTULO II 
MAPA ETNOLINGÜÍSTICO DEL PERÚ 
 
Artículo 5.- Formulación 
5.2. El Ministerio de Cultura es responsable de elaborar, aprobar mediante decreto supremo, difundir y actualizar periódicamente el Mapa Etnolingüístico del Perú, 
como herramienta de planificación que permite una adecuada toma de decisiones en materia de recuperación, preservación y promoción del uso de las lenguas 
originarias del Perú. 
5.3. El Mapa Etnolingüístico del Perú determina el número de comunidades campesinas o nativas, pueblos indígenas u originarios que pertenecen a un grupo 
Etnolingüístico. Para determinar el número de personas que hablan lenguas originarias, el Ministerio de Cultura establece, en coordinación con el Instituto Nacional 
de Estadística e Informática (INEI), los procedimientos necesarios para realizar los análisis cualitativos y cuantitativos, y determinar el carácter predominante de 
una lengua originaria. 
 
Artículo 6.- Criterios 
6.1. Para determinar el carácter predominante de una lengua originaria, son criterios cualitativos: 
a) Los vínculos históricos de un distrito, provincia o región, según sea el caso, con una lengua originaria. 
b) La identificación personal y social de los ciudadanos con una lengua originaria y su percepción de la misma como bien cultural. 
c) El interés de la persona de emplear la lengua originaria como el mejor vehículo de expresión ciudadana. 
 
6.2. De igual modo, son criterios cuantitativos: 
a) La concentración espacial de ciudadanos que hablan una lengua originaria en un distrito, una provincia o una región. 
b) Los recursos humanos de los que se dispone en un distrito, una provincia o una región para implementar una lengua originaria como oficial. 
 
6.3. El Ministerio de Cultura pondera los criterios cualitativos y cuantitativos teniendo como principio general la extensión permanente de los derechos a la igualdad 
idiomática, la identidad y la dignidad cultural de la ciudadanía, el resguardo del principio que ampara la igualdad de oportunidad entre ellos y la eliminación de las 
desventajas derivadas de la discriminación a las lenguas indígenas u originarias 
 
Artículo 7.- Zonas de predominio 
Son zonas de predominio, para efectos de lo dispuesto en el artículo 48 de la Constitución Política del Perú, el distrito, como unidad mínima, la provincia o la 
región. 
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Artículo 8.- Registro Nacional de Lenguas Indígenas u Originarias y de Servidores Públicos Bilingües 
8.1. El Ministerio de Cultura implementa el Registro Nacional de Lenguas Indígenas u Originarias, en donde registra las lenguas originarias contenidas en el Mapa 
Etnolingüístico del Perú, especificando en qué ámbitos (distrital, provincial o departamental) son predominantes. 
 
8.1.1. Las lenguas originarias son manifestaciones de patrimonio cultural inmaterial y son incorporadas al Registro Nacional de Lenguas Indígenas  
u Originarias. 
 
8.1.2. En el Registro Nacional de Lenguas Indígenas u Originarias debe constar las lenguas originarias vitales, así como las lenguas extintas y aquellas que se 
encuentran en proceso de erosión o peligro de extinción. 
 
8.1.3. El Ministerio de Cultura implementa el Registro Nacional del Servidores Públicos Bilingües, que comprende a las/os servidoras/es públicos  
con competencias en comunicación en lenguas indígenas u originarias en contextos interculturales, de todos/as los/las que se encuentren  
trabajando en las distintas entidades públicas a nivel nacional. La incorporación de los/las servidores/as públicos bilingües al mencionado Registro se realiza 
previa evaluación del Ministerio de Cultura. Para la implementación de este Registro el Ministerio de Cultura aprueba las disposiciones complementarias que sean 
necesarias. 
 
CAPÍTULO III 
IDIOMAS OFICIALES 
 
Artículo 9. Idiomas oficiales 
Son idiomas oficiales, además del castellano, las lenguas originarias en los distritos, provincias o regiones en donde predominen, conforme a lo consignado en el 
Registro Nacional de Lenguas Originarias. 
 
Artículo 10. Carácter oficial 
El que una lengua originaria sea oficial, en un distrito, provincia o región, significa que la administración estatal la hace suya y la implementa progresivamente en 
todas sus esferas de actuación pública, dándole el mismo valor jurídico y las mismas prerrogativas que al castellano. Los documentos oficiales que emite constan 
tanto en castellano como en la lengua originaria oficial, cuando esta tiene reglas de escritura, teniendo ambos el mismo valor legal y pudiendo ser oponibles en 
cualquier instancia administrativa de la zona de predominio. 
 
CAPÍTULO IV 
PROMOCIÓN, CONSERVACIÓN, RECUPERACIÓN Y USO DE LAS LENGUAS ORIGINARIAS DEL PERÚ 
 
Artículo 11. Política nacional 
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11.1 Por decreto supremo, refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, se aprueba la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e 
Interculturalidad. Su diseño, formulación e implementación cuenta con la participación de las organizaciones de representación de los pueblos originarios, andinos 
y amazónicos reconocidas. 
 
11.2 Los planes, programas y acciones públicas que se formulan y ejecutan deben concordarse con las políticas nacionales de Lenguas Originarias, Tradición 
Oral e Interculturalidad; de Educación Intercultural y Bilingüe; y de Educación Rural. Asimismo, toman en cuenta los contextos socioculturales existentes a nivel 
regional y local. 
 
Artículo 12. Lineamientos de la política nacional 
La Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad se sustenta en los siguientes lineamientos: 
a) Las tradiciones y expresiones orales, incluida la lengua, son vehículos del patrimonio cultural inmaterial. 
b) La lengua es el fundamento de la tradición oral y de la identidad cultural. 
c) Las lenguas originarias constituyen patrimonio cultural inmaterial de los pueblos originarios del Perú. 
d) Todas las lenguas originarias están en igualdad de derechos. 
e) El Estado, a través de las instancias sectoriales correspondientes, garantiza la multifuncionalidad de las lenguas originarias y su calidad de patrimonio cultural 
inmaterial e integra su salvaguardia en los programas de planificación educativa, cultural y de investigación. 
f) El proceso de elaboración de políticas lingüísticas se realiza con la participación de las organizaciones de representación de los pueblos originarios y la sociedad 
en su conjunto, aportando al desarrollo e implementación de la educación bilingüe intercultural en el Sistema Educativo Nacional. 
g) El Estado asegura, a través de los programas estatales de educación primaria, secundaria y universitaria, el derecho de todas las personas a hablar una o más 
lenguas originarias; y el de quienes tienen como lengua materna una lengua originaria puedan aprender el castellano, sin que ello implique el reemplazo de una 
lengua por otra. 
h) El Estado, a través de sus medios de comunicación, promueve y difunde programas en lenguas originarias, así como campañas orientadas a rescatar y revalorar 
las tradiciones, expresiones orales y patrimonio oral del país. 
 
Artículo 13. Políticas regionales 
13.1 Los gobiernos regionales, mediante ordenanza y dentro del marco de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad, aprueban 
sus propias políticas regionales de lenguas originarias, tradición oral e interculturalidad. Su diseño, formulación e implementación se realiza con el mismo 
procedimiento establecido para la política nacional. 
 
13.2 Los planes, programas y acciones públicas que se formulan y ejecutan, deben concordarse con las políticas regionales de lenguas originarias, tradición oral 
e interculturalidad. 
 
Artículo 14. Lenguas originarias en erosión y peligro de extinción 
14.1. En el marco de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad se deben identificar las causas que generan la erosión 
progresiva y la extinción de las lenguas originarias y la tradición oral de los pueblos indígenas, así como prever las medidas necesarias para evitar la pérdida 
definitiva de las lenguas originarias 
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14.2. Las lenguas originarias en peligro de extinción reciben atención prioritaria en los planes, programas y acciones públicas de planificación lingüística, orientados 
a rescatar dichas lenguas. 
 
14.3. El Ministerio de Cultura, el Consejo Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (Concytec) y las universidades promueven y priorizan, la 
investigación y difusión de lenguas originarias en peligro de extinción. 
 
Artículo 15. Uso oficial 
15.1 El Estado promueve el estudio de las lenguas originarias del Perú, procurando reforzar su uso en el ámbito público. 
 
15.2 Las entidades públicas y privadas que prestan servicios públicos implementan, de modo planificado y progresivo, políticas y programas de capacitación o 
contratación para que en las zonas del país donde una lengua originaria sea predominante sus funcionarios y servidores públicos, así como los integrantes de las 
Fuerzas Armadas y Policía Nacional del Perú se puedan comunicar con suficiencia en esa lengua. 
 
15.3 Las entidades públicas implementan progresivamente la publicación, en sus respectivas páginas web o portales, de las normas legales de su ámbito que 
incidan directamente en el quehacer de los integrantes de los pueblos originarios, en forma escrita y oral, en sus lenguas originarias; asimismo, difunden las 
normas que afectan derechos o establecen beneficios a favor de las comunidades, a través de los mecanismos orales o escritos, que resulten idóneos, según 
cada caso concreto. 
 
15.4 El Ministerio de Cultura es la entidad responsable de brindar el servicio de interpretación y traducción en lenguas indígenas u originarias para situaciones de 
emergencia, así como de la implementación una Central de Interpretación y Traducción en Lenguas Indígenas u Originarias - CIT. Para ello, coordina con las 
entidades públicas las acciones necesarias para garantizar el acceso de los ciudadanos hablantes en lenguas indígenas u originarias al servicio de interpretación 
y traducción remota y presencial en lenguas indígenas brindado por la CIT. Igualmente, supervisa su correcta utilización, emitiendo las acciones y 
recomendaciones que resulten pertinentes. Mediante Decreto Supremo, el Ministerio de Cultura establece las disposiciones complementarias para la aplicación 
del presente numeral. 
 
Artículo 16. Enseñanza 
El Estado garantiza y promueve la enseñanza de las lenguas originarias en la educación primaria, secundaria y universitaria, siendo obligatoria en las zonas en 
que son predominantes, mediante el diseño e implementación de planes, programas y acciones de promoción y recuperación de las lenguas originarias, tradición 
oral e interculturalidad. 
 
Artículo 17. Medidas contra la discriminación 
El Estado implementa medidas efectivas que impidan la discriminación de las personas por el uso de las lenguas originarias. 
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Artículo 18. Recopilación y publicación de investigaciones 
El Estado promueve la investigación, el conocimiento y la recuperación de las lenguas originarias, así como la publicación de investigaciones y recopilaciones de 
literatura y tradición orales, en ediciones bilingües, a través de las instituciones nacionales de investigación, como medio para preservar el sistema del saber y 
conocimientos tradicionales y la cosmovisión de los pueblos originarios. 
 
Artículo 19. Toponimia 
El Instituto Geográfico Nacional mantiene las denominaciones toponímicas en lenguas originarias en los mapas oficiales del Perú. 
 
Artículo 20. Mecanismos de consulta y participación ciudadana 
20.1 En el desarrollo de proyectos de inversión en tierras de comunidades campesinas o comunidades nativas, los mecanismos de consulta y participación 
ciudadana se realizan en la lengua originaria que predomina en dicha zona. 
 
20.2 Todas las comunidades campesinas o nativas tienen el derecho a solicitar que los acuerdos, convenios y toda aquella información o documentación que se 
les entrega, distribuye o deben suscribir esté en español y en su lengua originaria, siempre que ello sea factible. 
 
CAPÍTULO V  
NORMALIZACIÓN LINGÜÍSTICA  
 
Artículo 21.- Reglas de escritura uniforme  
21.1. El Ministerio de Educación, a través de la Dirección de Educación Intercultural y Bilingüe y la Dirección de Educación Rural, proporciona asistencia técnica, 
evalúa y oficializa las reglas de escritura uniforme de las lenguas originarias del país.  
 
21.2. Las entidades públicas emplean versiones uniformizadas de las lenguas originarias en todos los documentos oficiales que formulan o publican.  
 
CAPÍTULO VI  
LENGUAS ORIGINARIAS EN LA EDUCACIÓN INTERCULTURAL BILINGÜE  
 
Artículo 22.- Educación intercultural bilingüe Los educandos que poseen una lengua originaria como lengua materna tienen el derecho a recibir una educación 
intercultural bilingüe en todos los niveles del Sistema Educativo Nacional, incluyendo los que se encuentran en proceso de recuperación de su lengua materna.  
 
Artículo 23.- Alfabetización intercultural Los programas de alfabetización en zonas rurales andinas y amazónicas se implementan mediante la modalidad 
intercultural bilingüe.  
 
Artículo 24.- Sensibilización sobre la pluriculturalidad Los materiales de estudio, los programas de enseñanza y capacitación profesional, así como los programas 
que emiten los medios de comunicación deben difundir el patrimonio y la tradición oral del Perú, como esencia de la cosmovisión e identidad de las culturas 
originarias del país, a fin de sensibilizar sobre la importancia de ser un país pluricultural y multilingüe y fomentar una cultura de diálogo y tolerancia.  



NIR – LEGISLACIÓN SOBRE INTERCULTURALIDAD  
_____________________________________________________________________________________ 

73 

Área de Servicios de Investigación y Seguimiento Presupuestal 

 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS  
 
Primera Disposición Complementaria. - Anualmente, el Ministerio de Educación y el de Cultura informan, en el marco de sus competencias, en las comisiones 
ordinarias competentes en los temas de pueblos originarios y educación del Congreso de la República, sobre los objetivos y logros en la aplicación de la presente 
Ley. 
 
Segunda Disposición Complementaria. - El Ministerio de Cultura realiza las acciones necesarias a fin de contar con el Mapa Etnolingüístico actualizado y aprobado 
por decreto supremo, así como otras herramientas de gestión vinculada al objetivo de la presente Ley.  
 
Tercera Disposición Complementaria. - El Ministerio de Cultura comunica a la Presidencia del Consejo de Ministros y, por intermedio de esta, al Congreso de la 
República, a la Corte Suprema de Justicia de la República y a los titulares de todos los organismos constitucionalmente autónomos respecto de los distritos, 
provincias o departamentos en donde, conforme al Mapa Etnolingüístico del Perú, hay una o más lenguas originarias predominantes. El uso de tales lenguas 
como oficiales no está supeditado a la existencia de norma legal alguna, sino a su incorporación en el Registro Nacional de Lenguas Originarias.  
 
Cuarta. Deróganse el Decreto Ley 21156, Ley que Reconoce el Quechua como Lengua Oficial de la República, y la Ley 28106, Ley de Reconocimiento, 
Preservación, Fomento y Difusión de las Lenguas Aborígenes.  
(…). 

 
Norma concordante 
Decreto Supremo 

004-2016-MC 
Decreto Supremo que aprueba el Reglamento de la Ley Nº 29735, Ley 

que regula el uso, preservación, desarrollo, recuperación, fomento y 
difusión de las lenguas originarias del Perú 

 
Decreto Supremo  

012-2021-MC 
Decreto Supremo que 

aprueba la Política 
Nacional de Lenguas 
Originarias, Tradición 

Oral e Interculturalidad al 
2040 

Artículo 1.- Aprobación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040 
Apruébase la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040, que como anexo forma parte integrante del presente decreto 
supremo. 
 
Artículo 2.- Ámbito de aplicación 
2.1. La Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040 es de cumplimiento obligatorio para todas las entidades de la 
Administración Pública, en todos los niveles de gobierno, en el marco de sus competencias, y para las personas jurídicas bajo régimen privado referidas en el 
numeral 8 del artículo I del Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 004-2019-JUS, de acuerdo con el marco normativo vigente. 
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2.2. Para las entidades distintas a las señaladas en el numeral precedente, la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040 
sirve como un instrumento de carácter orientador en las decisiones relacionadas con los objetivos planteados en la Política o en materia de lenguas indígenas u 
originarias. 
 
2.3. Las entidades de la Administración Pública de todos los niveles de gobierno, en el marco de sus competencias, asumen sus roles, obligaciones y 
responsabilidades de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 19 y 20 del Reglamento que regula las Políticas Nacionales, aprobado por el Decreto Supremo Nº 
029-2018-PCM y sus modificatorias. 
 
Artículo 3.- Conducción de la Política Nacional 
El Ministerio de Cultura, como ente rector en materia de cultura y pueblos indígenas u originarios, conduce la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición 
Oral e Interculturalidad al 2040. 
 
Artículo 4.- Implementación de la Política Nacional 
4.1. El Ministerio de Cultura, como conductor de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040, dirige, coordina y articula 
con todas las entidades responsables la implementación de los servicios identificados y otras intervenciones que contribuyen al cumplimiento de los objetivos 
prioritarios de la Política Nacional. 
 
4.2. Las entidades responsables de los objetivos prioritarios, lineamientos y servicios de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e 
Interculturalidad al 2040, conforme a su rectoría en el ámbito sectorial, están a cargo de la implementación y ejecución de la misma, según sus funciones y 
competencias, a través de los diferentes planes del Sistema Nacional de Planeamiento Estratégico - SINAPLAN. 
 
Artículo 5.- Políticas regionales de lenguas originarias, tradición oral e interculturalidad 
Los gobiernos regionales aprueban o actualizan, según corresponda, su política regional de lenguas originarias, tradición oral e interculturalidad en el marco de 
lo establecido en esta Política Nacional, y en atención, al numeral 13.1 del artículo 13 de la Ley Nº 29735, Ley que regula el uso, preservación, desarrollo, 
recuperación, fomento y difusión de las lenguas originarias del Perú. 
 
Artículo 6.- Seguimiento y evaluación 
6.1. El Ministerio de Cultura realiza el seguimiento y evaluación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040. 
 
6.2. Las entidades de la Administración Pública que son responsables del cumplimiento de los objetivos prioritarios de la Política Nacional de Lenguas Originarias, 
Tradición Oral e Interculturalidad al 2040, brindan oportunamente información al Ministerio de Cultura, a fin de realizar el seguimiento y evaluación de la Política 
Nacional, en el marco de sus competencias. 
 
6.3. El Ministerio de Cultura coordina con los pueblos indígenas u originarios, a través de sus organizaciones representativas, acciones orientadas al seguimiento 
y evaluación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040, en el marco de la Comisión Multisectorial de naturaleza 
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permanente encargada de proponer, realizar el seguimiento y fiscalizar la implementación de las medidas y acciones estratégicas para el desarrollo integral de 
los pueblos indígenas u originarios en el país, creada por el Decreto Supremo Nº 005-2021-MC. 
 
Artículo 7.- Financiamiento 
La implementación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040 se efectúa progresivamente con cargo al Presupuesto 
Institucional de las entidades involucradas, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público. 
 
Artículo 8.- Publicación 
El presente Decreto Supremo y su Anexo se publican en la Plataforma Digital Única para Orientación al Ciudadano (www.gob.pe) y en los portales institucionales 
de los ministerios cuyos titulares lo refrendan, el mismo día de la publicación del presente decreto supremo en el diario oficial El Peruano. 
 
Artículo 9.- Refrendo 
El presente decreto supremo es refrendado por la Presidenta del Consejo de Ministros, el Ministro de Cultura, el Ministro de Justicia y Derechos Humanos, el 
Ministro de Educación, el Ministro del Interior, el Ministro de Salud, la Ministra de la Mujer y Poblaciones Vulnerables, y la Ministra de Desarrollo e Inclusión Social. 
 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 
 
Primera. - Aprobación de normas complementarias para la implementación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 
2040. 
 
Facúltase al Ministerio de Cultura la aprobación de normas complementarias para la implementación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición 
Oral e Interculturalidad al 2040. 
 
Segunda. - Adecuación de instrumentos de planeamiento 
Las entidades involucradas en la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040 adecúan progresivamente sus instrumentos 
de planeamiento a lo establecido en dicha política nacional, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 11.4 del artículo 11 del Reglamento que regula las 
Políticas Nacionales, aprobado por Decreto Supremo Nº 029-2018-PCM. 
 
Tercera. - Garantía de los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios 
En la implementación de la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad al 2040, las entidades competentes garantizan el 
cumplimiento de los derechos colectivos de los pueblos indígenas u originarios, incluido el derecho a la consulta previa, conforme a la normativa vigente. 
 
DISPOSICIÓN COMPLEMENTARIA DEROGATORIA 
 
Única. - Derogación del Decreto Supremo Nº 005-2017-MC 
Derógase el Decreto Supremo Nº 005-2017-MC, que aprueba la Política Nacional de Lenguas Originarias, Tradición Oral e Interculturalidad. 
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Decreto Supremo  

003-2015-MC 
Decreto Supremo que 

aprueba la Política 
Nacional para la 

Transversalización  
del Enfoque Intercultural 

Artículo 1.- Aprobación de la Política Nacional para la Transversalización del Enfoque Intercultural 
Aprobar la “Política Nacional para la Transversalización del Enfoque Intercultural”, que como anexo forma parte integrante del presente Decreto Supremo. 
 
Artículo 2.- Objetivo de la Política Nacional 
La Política Nacional para la Transversalización del Enfoque Intercultural tiene como objetivo orientar, articular y establecer los mecanismos de acción del Estado 
para garantizar el ejercicio de los derechos de la población culturalmente diversa del país, particularmente de los pueblos indígenas y la población afroperuana, 
promoviendo un Estado que reconoce la diversidad cultural innata a nuestra sociedad, opera con pertinencia cultural y contribuye así a la inclusión social, la 
integración nacional y eliminación de la discriminación. 
 
 Artículo 3.- Ámbito de aplicación 
La Política Nacional para la Transversalización del Enfoque Intercultural es de aplicación obligatoria para todos los sectores e instituciones del Estado y diferentes 
niveles de gobierno, quienes deberán adecuar su marco normativo a la presente norma. Para el sector privado y sociedad civil la Política Nacional servirá como 
un instrumento de carácter orientador. 
 
 Artículo 4.- Coordinación, implementación y monitoreo de la política nacional 
El Ministerio de Cultura, a través del Viceministerio de Interculturalidad, en el marco de sus funciones y competencias, tiene a su cargo la coordinación, 
implementación y monitoreo de la Política Nacional para la Transversalización del Enfoque Intercultural. Asimismo, la promoción de alianzas estratégicas para 
intervenciones conjuntas con instituciones públicas o privadas orientadas a lograr objetivos comunes. 
 
Artículo 5.- Financiamiento 
La implementación de las medidas y acciones efectuadas en el marco de lo dispuesto en la presente norma, se financia con cargo al Presupuesto Institucional 
autorizado de los pliegos correspondientes, para los fines establecidos en el mismo, sin demandar recursos adicionales al Tesoro Público y conforme a las 
disposiciones legales vigentes. 
(…). 
 

 
LEYES ESPECIALES 
(participación política) 

 

 
ARTÍCULO 

Ley 26864 
Ley de Elecciones 

Municipales 

TÍTULO III 
DE LAS INSCRIPCIONES Y CANDIDATOS 
(…). 
Artículo 10.- Inscripción de listas de candidatos 
Las Organizaciones Políticas y Alianzas Electorales a que se refiere el artículo precedente deben presentar su solicitud de inscripción de candidatos a alcaldes y 
regidores, hasta noventa (90) días naturales antes de la fecha de las elecciones ante los Jurados Electorales Especiales correspondientes. 
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La lista de candidatos se presenta en un solo documento y debe contener: 
1. Nombre de la Organización Política o Alianzas Electorales nacional, regional o local. 
2. Los apellidos, nombres, firma, tal como figura en el documento nacional de identidad, número de éste y el domicilio real. 
3. El número correlativo que indique la posición de los candidatos a regidores en la lista, que está conformada por el cincuenta por ciento (50%) de hombres o 
mujeres, ubicados intercaladamente de la siguiente forma: una mujer, un hombre o un hombre, una mujer; no menos de un veinte por ciento (20%) de ciudadanos 
o ciudadanas jóvenes menores de veintinueve (29) años de edad y un mínimo de quince por ciento (15%) de representantes de comunidades nativas y pueblos 
originarios de cada provincia correspondiente, donde existan, conforme lo determine el Jurado Nacional de Elecciones. El criterio de paridad y alternancia de 
género debe verificarse también sobre el número total de candidatos presentados por cada organización política. 
4. Acompañar una propuesta de Plan de Gobierno Municipal Provincial o Distrital según corresponda, la cual será publicada, junto con la lista inscrita por el Jurado 
Electoral Especial en cada circunscripción. 
5. El candidato que integre una lista inscrita no podrá figurar en otra lista de la misma u otra circunscripción, así como tampoco podrá postular a más de un cargo. 
(…). 

Ley 27683 
Ley de Elecciones 

Regionales 

TÍTULO III 
INSCRIPCIONES Y CANDIDATOS 
(…) 
Artículo 12.- Inscripción de listas de candidatos 
Las organizaciones políticas a que se refiere el artículo precedente deben presentar conjuntamente una fórmula de candidatos a los cargos de gobernador y 
vicegobernador regional y una lista de candidatos al consejo regional, acompañada de una propuesta de plan de gobierno regional que es publicada junto con la 
fórmula y la lista de candidatos por el Jurado Electoral Especial en cada circunscripción. 
La fórmula de candidatos a los cargos de gobernador y vicegobernador regional debe respetar el criterio de paridad y alternancia, y del total de circunscripciones 
a las que se presenten, la mitad debe estar encabezada por una mujer o un hombre. 
La lista de candidatos al consejo regional debe estar conformada por el número de candidatos para cada provincia, incluyendo igual número de accesitarios. 
La lista de candidatos al consejo regional debe estar conformada por el número de candidatos para cada provincia, incluyendo igual número de accesitarios. 
La relación de candidatos titulares y accesitarios considera los siguientes requisitos: 
1. Cincuenta por ciento (50%) de hombres o mujeres, ubicados intercaladamente de la siguiente forma: una mujer, un hombre o un hombre, una mujer. El criterio 
de paridad y alternancia de género debe verificarse también sobre el número total de candidatos presentados por cada organización política 
2. No menos de un veinte por ciento (20%) de ciudadanos jóvenes menores de veintinueve (29) años de edad. 
3. Un mínimo de quince por ciento (15%) de representantes de comunidades nativas y pueblos originarios en cada región donde existan, conforme lo determine 
el Jurado Nacional de Elecciones (JNE). 
Para tal efecto, un mismo candidato puede acreditar más de una cualidad. 
La solicitud de inscripción de dichas listas puede hacerse hasta ciento diez (110) días calendario antes de la fecha de la elección. 
El candidato que integre una lista inscrita no puede figurar en otra lista de la misma u otra circunscripción y tampoco puede postular a más de un cargo. 
 

Ley 27867 
Ley Orgánica de 

Gobiernos Regionales 

TÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 
(…). 
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Artículo 8.- Principios rectores de las políticas y la gestión regional 
(…). 
4. Inclusión.- El Gobierno Regional desarrolla políticas y acciones integrales de gobierno dirigidas a promover la inclusión económica, social, política y cultural, de 
jóvenes, personas con discapacidad o grupos sociales tradicionalmente excluidos y marginados del Estado, principalmente ubicados en el ámbito rural y 
organizados en comunidades campesinas y nativas, nutriéndose de sus perspectivas y aportes.  
Estas acciones también buscan promover los derechos de grupos vulnerables, impidiendo la discriminación por razones de etnia, religión o género y toda otra 
forma de discriminación. 
(…). 
 
TÍTULO II 
ORGANIZACIÓN DE LOS GOBIERNOS REGIONALES 
CAPÍTULO I 
ESTRUCTURA ORGÁNICA 
(…). 
Artículo 11-A.- Composición y funcionamiento del Consejo de Coordinación Regional 
El Consejo de Coordinación Regional tendrá la composición y funcionamiento siguiente: 
 
a. Composición 
El Consejo de Coordinación Regional está conformado por: 
1. El Gobernador Regional quien lo preside, pudiendo delegar tal función en el Vicepresidente Regional. 
2. Los Alcaldes Provinciales de la Región. 
3. Los representantes de las organizaciones de la sociedad civil. 
La proporción de los alcaldes provinciales y la sociedad civil será de 60% y 40% respectivamente. El Consejo Regional invitará a los alcaldes distritales y 
representantes de la sociedad civil, en las mismas proporciones de 60% y 40% establecidas para los miembros plenos. 
Al menos la tercera parte de los representantes de la sociedad civil deberá corresponder a instituciones de empresarios y productores. 
 
b. Representantes de la sociedad civil 
Los representantes de la sociedad civil son elegidos democráticamente, por un período de 2 años, por los delegados legalmente acreditados de las organizaciones 
de nivel regional y provincial, según corresponda, que se hayan inscrito en el registro que abrirá para tal efecto el Gobierno Regional. 
Para registrarse deberán acreditar personería jurídica y un mínimo de 3 años de actividad institucional comprobada. La elección de representantes será 
supervisada por el organismo electoral correspondiente. 
Las organizaciones de la sociedad civil que podrán participar son, entre otras: organizaciones de productores, gremios empresariales, laborales, profesionales, 
agrarios y vecinales; universidades, iglesias, comunidades campesinas y nativas, mesas de concertación y organizaciones de mujeres y jóvenes. 
Una misma organización o componente de ella no puede acreditarse simultáneamente a nivel provincial y regional. 
 
c. Régimen de sesiones 
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El Consejo de Coordinación Regional se reúne ordinariamente dos veces al año y en forma extraordinaria cuando lo convoque el Gobernador Regional. Puede 
ser convocado para opinar sobre cualquier asunto o consulta que requiera el Gobierno Regional. Siendo su naturaleza la concertación y la consulta, sus acuerdos 
se toman por consenso. Los representantes del Consejo de Coordinación Regional en ningún caso perciben dietas, viáticos u otro tipo de asignación del Gobierno 
Regional. La Gerencia de Planeamiento del Gobierno Regional actuará como secretaría técnica, debiendo oportunamente presentar los documentos para su 
análisis. 
(…) 
 
TÍTULO IV 
FUNCIONES 
CAPÍTULO II 
FUNCIONES ESPECIFICAS 
 
Artículo 60.- Funciones en materia de desarrollo social e igualdad de oportunidades 
(…) 
g) Formular y ejecutar políticas y acciones concretas orientadas a la inclusión, priorización y promoción de las comunidades campesinas y nativas en el ámbito 
de su jurisdicción. 
 

Ley 27972 
Ley Orgánica de 
Municipalidades 

TÍTULO V 
LAS COMPETENCIAS Y FUNCIONES ESPECÍFICAS DE LOS GOBIERNOS LOCALES 
(…) 
CAPÍTULO II 
LAS COMPETENCIAS Y FUNCIONES ESPECÍFICAS 
(…) 
Artículo 85.- Seguridad Ciudadana 
Las municipalidades en seguridad ciudadana ejercen las siguientes funciones: 
1. Funciones específicas exclusivas de las municipalidades provinciales: 
1.1. Establecer un sistema de seguridad ciudadana, con participación de la sociedad civil y de la Policía Nacional, y normar el establecimiento de los servicios de 
serenazgo, vigilancia ciudadana, rondas urbanas, campesinas o similares, de nivel distrital o del de centros poblados en la jurisdicción provincial, de acuerdo a 
ley. 
 
TÍTULO VII 
LOS PLANES DE DESARROLLO MUNICIPAL CONCERTADOS Y LOS ÓRGANOS DE  
COORDINACIÓN 
(…) 
CAPÍTULO II 
CONSEJO DE COORDINACIÓN LOCAL PROVINCIAL 



NIR – LEGISLACIÓN SOBRE INTERCULTURALIDAD  
_____________________________________________________________________________________ 

80 

Área de Servicios de Investigación y Seguimiento Presupuestal 

 
Artículo 98.- Definición y Composición 
El Consejo de Coordinación Local Provincial es un órgano de coordinación y concertación de las Municipalidades Provinciales. Está integrado por el Alcalde 
Provincial que lo preside, pudiendo delegar tal función en el Teniente Alcalde, y los regidores provinciales; por los Alcaldes Distritales de la respectiva jurisdicción 
provincial y por los representantes de las organizaciones sociales de base, comunidades campesinas y nativas, asociaciones, organizaciones de productores, 
gremios empresariales, profesionales, universidades, juntas vecinales y cualquier otra forma de organización de nivel provincial, con las funciones y atribuciones 
que le señala la presente Ley. 
La proporción de los representantes de la sociedad civil será del 40% (cuarenta por ciento) del número que resulte de la sumatoria del total de miembros del 
respectivo Concejo Municipal Provincial y la totalidad de los Alcaldes Distritales de la jurisdicción  
provincial que corresponda. 
Los representantes de la sociedad civil son elegidos democráticamente, por un período de 2 (dos) años, de entre los delegados legalmente acreditados de las 
organizaciones de nivel provincial, que se hayan inscrito en el registro que abrirá para tal efecto la Municipalidad Provincial, siempre y cuando acrediten personería 
jurídica y un mínimo de 3 (tres) años de actividad institucional comprobada. La elección de representantes  
será supervisada por el organismo electoral correspondiente. 
Una misma organización o componente de ella no puede acreditarse simultáneamente a nivel provincial y distrital. 
(…) 
CAPÍTULO III 
CONSEJO DE COORDINACIÓN LOCAL DISTRITAL 
 
Artículo 102.- Definición y Composición 
El Consejo de Coordinación local Distrital es un órgano de coordinación y concertación de las Municipalidades Distritales. Está integrado por el Alcalde Distrital 
que lo preside, pudiendo delegar tal función en el Teniente Alcalde, y los regidores distritales; por los Alcaldes de Centros Poblados de la respectiva jurisdicción 
distrital y por los representantes de las organizaciones sociales de base, comunidades campesinas y nativas, asociaciones, organizaciones de productores, 
gremios empresariales, juntas vecinales y cualquier otra forma de organización de nivel distrital, con las funciones y atribuciones que le señala la presente Ley. 
La proporción de los representantes de la sociedad civil será del 40% (cuarenta por ciento) del número que resulte de la sumatoria del total de miembros del 
respectivo Concejo Municipal Distrital y la totalidad de los Alcaldes de Centros Poblados de la jurisdicción distrital que corresponda. En el caso de jurisdicciones 
municipales que no cuenten con municipalidades de centros poblados o su número sea inferior al 40% del número legal de miembros del respectivo concejo 
municipal distrital, la representación de la sociedad civil será del 40% sobre dicho número legal. 
Los representantes de la sociedad civil son elegidos democráticamente, por un período de 2 (dos) años, de entre los delegados legalmente acreditados de las 
organizaciones de nivel distrital, que se hayan inscrito en el registro que abrirá para tal efecto la Municipalidad Distrital, siempre y cuando acrediten personería 
jurídica y un mínimo de 3 (tres) años de actividad institucional comprobada. La elección de representantes será supervisada por el organismo electoral 
correspondiente. 
Una misma organización o componente de ella no puede acreditarse simultáneamente  
a nivel provincial y distrital. 
(…) 
CAPÍTULO IV 
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LA JUNTA DE DELEGADOS VECINALES COMUNALES 
 
Artículo 106.- Definición y Composición 
La junta de delegados vecinales comunales es el órgano de coordinación integrado por los representantes de las agrupaciones urbanas y rurales 
que integran el distrito dentro de la provincia y que están organizadas, principalmente, como juntas vecinales. 
Asimismo, está integrada por las organizaciones sociales de base, vecinales o comunales, las comunidades nativas, respetando su autonomía y evitando cualquier 
injerencia que pudiera influir en sus decisiones, y por los vecinos que representan a las organizaciones sociales de la jurisdicción que promueven el desarrollo 
local y la participación vecinal, para cuyo efecto las municipalidades regulan su participación, de conformidad con el artículo 197º de la Constitución Política del 
Estado. 
(…) 
 
TÍTULO XI 
LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO MUNICIPAL EN ZONAS RURALES 
CAPÍTULO ÚNICO 
DEFINICIÓN, COMPETENCIAS Y DESARROLLO DE MUNICIPIOS EN ZONAS  
RURALES 
(…) 
Artículo 144.- Participación Vecinal 
Para efectos de la participación vecinal, las municipalidades ubicadas en zonas rurales deben promover a las organizaciones sociales de base, vecinales o 
comunales, y a las comunidades nativas y afroperuanas, respetando su autonomía y evitando cualquier injerencia que pudiera influir en sus decisiones, en el 
marco del respeto a los derechos humanos. Deben igualmente asesorar a los vecinos, a sus organizaciones sociales y a las comunidades campesinas en los 
asuntos de interés público, incluyendo la educación y el ejercicio de los derechos humanos. 
Las municipalidades garantizarán la convocatoria a las comunidades nativas y afroperuanas para las sesiones del concejo municipal, bajo responsabilidad. 
 
Artículo 145.- Seguridad Ciudadana 
Para la elaboración del sistema de seguridad ciudadana se convocará y concertará con las organizaciones sociales, vecinales o comunales, las rondas urbanas 
y campesinas, los comités de autodefensa y las comunidades campesinas, nativas y afroperuanas. 
(…). 
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III. LEGISLACIÓN COMPARADA 

 
 

País 
 

 
Norma 

 
Artículo 

Bolivia Constitución 
Política 

Artículo 1. 
Bolivia se constituye en un Estado Unitario Social de Derecho Plurinacional Comunitario, libre, independiente, soberano, democrático, 
intercultural, descentralizado y con autonomías. Bolivia se funda en la pluralidad y el pluralismo político, económico, jurídico, cultural y 
lingüístico, dentro del proceso integrador del país. 
 
Artículo 2. 
Dada la existencia precolonial de las naciones y pueblos indígena originario campesinos y su dominio ancestral sobre sus territorios, 
se garantiza su libre determinación en el marco de la unidad del Estado, que consiste en su derecho a la autonomía, al autogobierno, a 
su cultura, al reconocimiento de sus instituciones y a la consolidación de sus entidades territoriales, conforme a esta Constitución y la 
ley. 
 
Artículo 3. 
La nación boliviana está conformada por la totalidad de las bolivianas y los bolivianos, las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, y las comunidades interculturales y afrobolivianas que en conjunto constituyen el pueblo boliviano. 
(…). 
Artículo 5.  
 
I. Son idiomas oficiales del Estado el castellano y todos los idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, que son 
el aymara, araona, baure, bésiro, canichana, cavineño, cayubaba, chácobo, chimán, ese ejja, guaraní, guarasu’we, guarayu, itonama, 
leco, machajuyaikallawaya, machineri, maropa, mojeño-trinitario, mojeño-ignaciano, moré, mosetén, movima, pacawara, puquina, 
quechua, sirionó, tacana, tapiete, toromona, uru-chipaya, weenhayek, yaminawa, yuki, yuracaré y zamuco. 
 
II. El Gobierno plurinacional y los gobiernos departamentales deben utilizar al menos dos idiomas oficiales. Uno de ellos debe ser el 
castellano, y el otro se decidirá tomando en cuenta el uso, la conveniencia, las circunstancias, las necesidades y preferencias de la 
población en su totalidad o del territorio en cuestión. Los demás gobiernos autónomos deben utilizar los idiomas propios de su 
territorio, y uno de ellos debe ser el castellano. 
(…) 
 
TÍTULO II 
DERECHOS FUNDAMENTALES Y GARANTÍAS 
(…). 
CAPÍTULO SEXTO 
EDUCACIÓN, INTERCULTURALIDAD Y DERECHOS CULTURALES 
(…). 
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SECCIÓN III 
CULTURAS 
 
Artículo 98.  
 
I. La diversidad cultural constituye la base esencial del Estado Plurinacional Comunitario. La interculturalidad es el instrumento para la 
cohesión y la convivencia armónica y equilibrada entre todos los pueblos y naciones. La interculturalidad tendrá lugar con respeto a las 
diferencias y en igualdad de condiciones. 
 
II. El Estado asumirá como fortaleza la existencia de culturas indígena originario campesinas, depositarias de saberes, conocimientos, 
valores, espiritualidades y cosmovisiones.  
 
III. Será responsabilidad fundamental del Estado preservar, desarrollar, proteger y difundir las culturas existentes en el país. 

Ley 070 
Ley de 20 de 

diciembre de 2010 
 

Ley de la Educación 
“Avelino Siñani - 
Elizardo Pérez” 

Artículo 1. (Mandatos Constitucionales de la educación). 
1. Toda persona tiene derecho a recibir educación en todos los niveles de manera universal, productiva, gratuita, integral e intercultural, 
sin discriminación. 
(…) 
6. La educación es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sistema educativo. 
 
Artículo 2. (Disposiciones generales). 
1. Participación social. Se reconoce y garantiza la participación social, la participación comunitaria, de madres y padres de familia en el 
sistema educativo, mediante organismos representativos en todos los niveles del Estado. En las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, comunidades interculturales y afro bolivianas de acuerdo a sus normas y procedimientos propios. 
 
Artículo 3. (Bases de la educación).  
La educación se sustenta en la sociedad, a través de la participación plena de las bolivianas y los bolivianos en el Sistema Educativo 
Plurinacional, respetando sus diversas expresiones sociales y culturales, en sus diferentes formas de organización. La educación se 
fundamenta en las siguientes bases: 
1. Es descolonizadora, liberadora, revolucionaria, anti-imperialista, despatriarcalizadora y transformadora de las estructuras económicas 
y sociales; orientada a la reafirmación cultural de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, las comunidades interculturales 
y afrobolivianas en la construcción del Estado Plurinacional y el Vivir Bien. 
(…). 
8. Es intracultural, intercultural y plurilingüe en todo el sistema educativo. Desde el potenciamiento de los saberes, conocimientos e 
idiomas de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, las comunidades interculturales y afrobolivianas, promueve la 
interrelación y convivencia en igualdad de oportunidades para todas y todos, a través de la valoración y 
respeto recíproco entre culturas. 
9. Es productiva y territorial, orientada a la producción intelectual y material, al trabajo creador y a la relación armónica de los sistemas 
de vida y las comunidades humanas en la Madre Tierra, fortaleciendo la gestión territorial de las naciones y pueblos indígena originario 
campesinos, las comunidades interculturales y afro bolivianas. 
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10. Es científica, técnica, tecnológica y artística, desarrollando los conocimientos y saberes desde la cosmovisión de las culturas indígena 
originarias campesinas, comunidades interculturales y afro bolivianas, en complementariedad con los saberes y conocimientos 
universales, para contribuir al desarrollo integral de la sociedad. 
 
Artículo 4. (Fines de la educación). 
(…). 
4. Fortalecer el desarrollo de la intraculturalidad, interculturalidad y el plurilingüismo en la formación y la realización plena de las bolivianas 
y bolivianos, para una sociedad del Vivir Bien. Contribuyendo a la consolidación y fortalecimiento de la identidad cultural de las naciones 
y pueblos indígena originario campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas, a partir de las ciencias, técnicas, artes y 
tecnologías propias, en complementariedad con los conocimientos universales. 
 
Artículo 5. (Objetivos de la educación). 
(…). 
5. Consolidar el Sistema Educativo Plurinacional con la directa participación de madres y padres de familia, de las organizaciones 
sociales, sindicales y populares, instituciones, naciones y pueblos indígena originario campesinos, afrobolivianos y comunidades 
interculturales en la formulación de políticas educativas, planificación, organización, seguimiento y evaluación del proceso educativo, 
velando por su calidad. 
(…). 
8. Cultivar y fortalecer el civismo, el diálogo intercultural y los valores éticos, morales y estéticos basados en la vida comunitaria y el 
respeto a los derechos fundamentales individuales y colectivos. 
(…). 
15. Desarrollar programas educativos pertinentes a cada contexto sociocultural, lingüístico, histórico, ecológico y geográfico, sustentados 
en el currículo base de carácter intercultural. 
(…). 
17. Implementar políticas y programas de alfabetización y postalfabetización integral de carácter intracultural, intercultural y plurilingüe, 
de formación para personas jóvenes y adultas que posibiliten la continuidad de sus estudios hasta el nivel de educación superior, de 
procesos de educación permanente orientados a la formación integral, el pensamiento crítico y la acción transformadora de la sociedad. 
 
CAPÍTULO III 
DIVERSIDAD SOCIOCULTURAL Y LINGÜÍSTICA 
Artículo 6. (Intraculturalidad e Interculturalidad).  
 
I. Intraculturalidad: La intraculturalidad promueve la recuperación, fortalecimiento, desarrollo y cohesión al interior de las culturas de las 
naciones y pueblos indígena originario campesinos, comunidades interculturales y afrobolivianas para la consolidación del Estado 
Plurinacional, basado en la equidad, solidaridad, complementariedad, reciprocidad y justicia. En el currículo del Sistema Educativo 
Plurinacional se incorporan los saberes y conocimientos de las cosmovisiones de las naciones y pueblos indígena originario campesinos, 
comunidades interculturales y afrobolivianas. 
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II. Interculturalidad: El desarrollo de la interrelación e interacción de conocimientos, saberes, ciencia y tecnología propios de cada cultura 
con otras culturas, que fortalece la identidad propia y la interacción en igualdad de condiciones entre todas las culturas bolivianas con 
las del resto del mundo. Se promueven prácticas de interacción entre diferentes pueblos y culturas 
desarrollando actitudes de valoración, convivencia y diálogo entre distintas visiones del mundo para proyectar y universalizar la sabiduría 
propia. 
 
Artículo 7. (Uso de Idiomas oficiales y lengua extranjera).  
La educación debe iniciarse en la lengua materna, y su uso es una necesidad pedagógica en todos los aspectos de su formación. Por 
la diversidad lingüística existente en el Estado Plurinacional, se adoptan los siguientes principios obligatorios de uso de las lenguas por 
constituirse en instrumentos de comunicación, desarrollo y producción de saberes y conocimientos en el Sistema Educativo Plurinacional. 
 
1. En poblaciones o comunidades monolingües y de predominio de la lengua originaria, la lengua originaria como primera lengua y el 
castellano como segunda lengua. 
2. En poblaciones o comunidades monolingües y de predominio del castellano, el castellano como primera lengua y la originaria como 
segunda. 
3. En las comunidades o regiones trilingües o plurilingües, la elección de la lengua originaria, se sujeta a criterios de territorialidad y 
transterritorialidad definidos por los consejos comunitarios, que será considerada como primera lengua y el castellano como segunda 
lengua. 
4. En el caso de las lenguas en peligro de extinción, se implementarán políticas lingüísticas de recuperación y desarrollo con participación 
directa de los hablantes de dichas lenguas. 
5. Enseñanza de lengua extranjera. La enseñanza de la lengua extranjera se inicia en forma gradual y obligatoria desde los primeros 
años de escolaridad, con metodología pertinente y personal especializado, continuando en todos los niveles del Sistema Educativo 
Plurinacional. 
6. La enseñanza del lenguaje en señas es un derecho de las y los estudiantes que lo requieran en el sistema educativo. La enseñanza 
del lenguaje de señases parte de la formación plurilingüe de las maestras y maestros. 
 
Artículo 92. (Instancias de Participación Social Comunitaria).  
Las instancias de Participación Social Comunitaria en la educación, están conformadas por las organizaciones e instituciones 
relacionadas a la educación, con representatividad, legitimidad y correspondiente a su jurisdicción. Su estructura comprende: 
(…). 
c) Consejos Educativos de naciones y pueblos indígena originario campesinos: Las naciones y pueblos indígena originario campesinos 
en el marco de su estructura organizativa a través de sus organizaciones matrices, Consejos Educativos de Pueblos Originarios y las 
instancias propias de cada uno de ellos, con representación de carácter nacional, regional y transterritorial, participan en la formulación 
de políticas y gestión educativas, velando por la adecuada implementación y aplicación de las mismas en la gestión del Sistema 
Educativo Plurinacional para el desarrollo de una educación intracultural, intercultural, plurilingüe, comunitaria, productiva, 
descolonizadora, técnica, tecnológica, científica, crítica y solidaria desde la planificación hasta la evaluación en lo nacional y en cada 
una de las entidades territoriales autónomas. 
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Colombia Constitución 
Política de la 

República 

ARTICULO 7o. El Estado reconoce y protege la diversidad étnica y cultural de la Nación colombiana. 
 
ARTICULO 68. 
(…). 
Las <sic> integrantes de los grupos étnicos tendrán derecho a una formación que respete y desarrolle su identidad cultural. 

Ley 115 De 1994 
 

Ley General de 
Educación 

CAPÍTULO III. 
 
EDUCACIÓN PARA GRUPOS ÉTNICOS 
 
ARTÍCULO 55. DEFINICIÓN DE ETNOEDUCACIÓN. Se entiende por educación para grupos étnicos la que se ofrece a grupos o 
comunidades que integran la nacionalidad y que poseen una cultura, una lengua, unas tradiciones y unos fueros propios y autóctonos. 
 
Esta educación debe estar ligada al ambiente, al proceso productivo, al proceso social y cultural, con el debido respeto de sus creencias 
y tradiciones. 
 
PARÁGRAFO. En funcionamiento las entidades territoriales indígenas se asimilarán a los municipios para efectos de la prestación del 
servicio público educativo, previo cumplimiento de los requisitos establecidos en la Ley 60 de 1993 y de conformidad con lo que disponga 
la ley de ordenamiento territorial. 
 
ARTÍCULO 56. PRINCIPIOS Y FINES. La educación en los grupos étnicos estará orientada por los principios y fines generales de la 
educación establecidos en la presente ley y tendrá en cuenta además los criterios de integralidad, interculturalidad, diversidad lingüística, 
participación comunitaria, flexibilidad y progresividad. Tendrá como finalidad afianzar los procesos de identidad, conocimiento, 
socialización, protección y uso adecuado de la naturaleza, sistemas y prácticas comunitarias de organización, uso de las lenguas 
vernáculas, formación docente e investigación en todos los ámbitos de la cultura. 
 
ARTÍCULO 57. LENGUA MATERNA. En sus respectivos territorios, la enseñanza de los grupos étnicos con tradición lingüística, propia 
será bilingüe, tomando como fundamento escolar la lengua materna del respectivo grupo, sin detrimento de lo dispuesto en el literal c) 
del artículo 21 de la presente ley. 
 
ARTÍCULO 58. FORMACIÓN DE EDUCADORES PARA GRUPOS ÉTNICOS. El Estado promoverá y fomentará la formación de 
educadores en el dominio de las culturas y lenguas de los grupos étnicos, así como programas sociales de difusión de las mismas. 
 
ARTÍCULO 59. ASESORÍAS ESPECIALIZADAS. El Gobierno Nacional a través del Ministerio de Educación Nacional y en concertación 
con los grupos étnicos prestará asesoría especializada en el desarrollo curricular, en la elaboración de textos y materiales educativos y 
en la ejecución de programas de investigación y capacitación etnolinguística. 
 
ARTÍCULO 60. INTERVENCIÓN DE ORGANISMOS INTERNACIONALES. No podrá haber injerencia de organismos internacionales, 
públicos o privados en la educación de los grupos étnicos, sin la aprobación del Ministerio de Educación Nacional y sin el consentimiento 
de las comunidades interesadas. 
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ARTÍCULO 61. ORGANIZACIONES EDUCATIVAS EXISTENTES. Las organizaciones de los grupos étnicos que al momento de entrar 
en vigencia esta Ley se encuentren desarrollando programas o proyectos educativos, podrán continuar dicha labor directamente o 
mediante convenio con el gobierno respectivo, en todo caso ajustados a los planes educativos regionales y locales. 
 
ARTÍCULO 62. SELECCIÓN DE EDUCADORES. Las autoridades competentes, en concertación con los grupos étnicos, seleccionarán 
a los educadores que laboren en sus territorios, preferiblemente, entre los miembros de las comunidades en ellas radicados. Dichos 
educadores deberán acreditar formación en etnoeducación, poseer conocimientos básicos del respectivo grupo étnico, en especial de 
su lengua materna, además del castellano. 
 
Jurisprudencia Vigencia 
La vinculación, administración y formación de docentes para los grupos étnicos se efectuará de conformidad con el estatuto docente y 
con las normas especiales vigentes aplicables a tales grupos. 
 
El Ministerio de Educación Nacional, conjuntamente con las entidades territoriales y en concertación con las autoridades y organizaciones 
de los grupos étnicos establecerá programas especiales para la formación y profesionalización de etnoeducadores o adecuará los ya 
existentes, para dar cumplimiento a lo dispuesto en esta ley y en la Ley 60 de 1993. 
 
ARTÍCULO 63. CELEBRACIÓN DE CONTRATOS. Cuando fuere necesaria la celebración de contratos para la prestación del servicio 
educativo para las comunidades de los grupos étnicos, dichos contratos se ajustarán a los procesos, principios y fines de la 
etnoeducación y su ejecución se hará en concertación con las autoridades de las entidades territoriales indígenas y de los grupos étnicos. 

México Constitución 
Política de los 

Estados Unidos 
Mexicanos 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible.  
La Nación tiene una composición pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que descienden de 
poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, 
económicas, culturales y políticas, o parte de ellas.  
 
La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a quiénes se aplican las disposiciones sobre 
pueblos indígenas.  
 
Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un 
territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus usos y costumbres.  
 
El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco constitucional de autonomía que asegure la unidad 
nacional. El reconocimiento de los pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades federativas, 
las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios 
etnolingüísticos y de asentamiento físico.  
 
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en 
consecuencia, a la autonomía para:  
 
I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización social, económica, política y cultural.  



NIR – LEGISLACIÓN SOBRE INTERCULTURALIDAD  
_____________________________________________________________________________________ 

88 

Área de Servicios de Investigación y Seguimiento Presupuestal 

 
II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solución de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales 
de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los derechos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de 
las mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación por los jueces o tribunales correspondientes.  
 
III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de 
sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de 
votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los 
que hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad 
de México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la 
elección de sus autoridades municipales.  
 
IV. Preservar y enriquecer sus lenguas, conocimientos y todos los elementos que constituyan su cultura e identidad.  
 
V. Conservar y mejorar el hábitat y preservar la integridad de sus tierras en los términos establecidos en esta Constitución. 
 
VI. Acceder, con respeto a las formas y modalidades de propiedad y tenencia de la tierra establecidas en esta Constitución y a las leyes 
de la materia, así como a los derechos adquiridos por terceros o por integrantes de la comunidad, al uso y disfrute preferente de los 
recursos naturales de los lugares que habitan y ocupan las comunidades, salvo aquellos que corresponden a las áreas estratégicas, en 
términos de esta Constitución. Para estos efectos las comunidades podrán asociarse en términos de ley.  
 
VII. Elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante los ayuntamientos, observando el principio de paridad de 
género conforme a las normas aplicables.  
Las constituciones y leyes de las entidades federativas reconocerán y regularán estos derechos en los municipios, con el propósito de 
fortalecer la participación y representación política de conformidad con sus tradiciones y normas internas.  
 
VIII. Acceder plenamente a la jurisdicción del Estado. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean 
parte, individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de 
esta Constitución. Los indígenas tienen en todo tiempo el derecho a ser asistidos por intérpretes y defensores que tengan conocimiento 
de su lengua y cultura. Las constituciones y leyes de las entidades federativas establecerán las características de libre determinación y 
autonomía que mejor expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos indígenas en cada entidad, así como las normas para el 
reconocimiento de las comunidades indígenas como entidades de interés público.  
 
B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de oportunidades de los indígenas y eliminar 
cualquier práctica discriminatoria, establecerán las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de 
los derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales deberán ser diseñadas y operadas 
conjuntamente con ellos.  
Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, dichas autoridades, tienen la obligación de:  
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I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el propósito de fortalecer las economías locales y mejorar las condiciones 
de vida de sus pueblos, mediante acciones coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de las comunidades. 
Las autoridades municipales determinarán equitativamente las asignaciones presupuestales que las comunidades administrarán 
directamente para fines específicos.  
 
II. Garantizar e incrementar los niveles de escolaridad, favoreciendo la educación bilingüe e intercultural, la alfabetización, la conclusión 
de la educación básica, la capacitación productiva y la educación media superior y superior. Establecer un sistema de becas para los 
estudiantes indígenas en todos los niveles. Definir y desarrollar programas educativos de contenido regional que reconozcan la herencia 
cultural de sus pueblos, de acuerdo con las leyes de la materia y en consulta con las comunidades indígenas. Impulsar el respeto y 
conocimiento de las diversas culturas existentes en la nación.  
 
III. Asegurar el acceso efectivo a los servicios de salud mediante la ampliación de la cobertura del sistema nacional, aprovechando 
debidamente la medicina tradicional, así como apoyar la nutrición de los indígenas mediante programas de alimentación, en especial 
para la población infantil.  
 
IV. Mejorar las condiciones de las comunidades indígenas y de sus espacios para la convivencia y recreación, mediante acciones que 
faciliten el acceso al financiamiento público y privado para la construcción y mejoramiento de vivienda, así como ampliar la cobertura de 
los servicios sociales básicos.  
 
V. Propiciar la incorporación de las mujeres indígenas al desarrollo, mediante el apoyo a los proyectos productivos, la protección de su 
salud, el otorgamiento de estímulos para favorecer su educación y su participación en la toma de decisiones relacionadas con la vida 
comunitaria.  
 
VI. Extender la red de comunicaciones que permita la integración de las comunidades, mediante la construcción y ampliación de vías de 
comunicación y telecomunicación. Establecer condiciones para que los pueblos y las comunidades indígenas puedan adquirir, operar y 
administrar medios de comunicación, en los términos que las leyes de la materia determinen.  
 
VII. Apoyar las actividades productivas y el desarrollo sustentable de las comunidades indígenas mediante acciones que permitan 
alcanzar la suficiencia de sus ingresos económicos, la aplicación de estímulos para las inversiones públicas y privadas que propicien la 
creación de empleos, la incorporación de tecnologías para incrementar su propia capacidad productiva, así como para asegurar el acceso 
equitativo a los sistemas de abasto y comercialización.  
 
VIII. Establecer políticas sociales para proteger a los migrantes de los pueblos indígenas, tanto en el territorio nacional como en el 
extranjero, mediante acciones para garantizar los derechos laborales de los jornaleros agrícolas; mejorar las condiciones de salud de 
las mujeres; apoyar con programas especiales de educación y nutrición a niños y jóvenes de familias migrantes; velar por el respeto de 
sus derechos humanos y promover la difusión de sus culturas.  
 
IX. Consultar a los pueblos indígenas en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo y de los planes de las entidades federativas, de 
los Municipios y, cuando proceda, de las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México y, en su caso, incorporar las 
recomendaciones y propuestas que realicen.  
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Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones señaladas en este apartado, la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, las 
legislaturas de las entidades federativas y los ayuntamientos, en el ámbito de sus respectivas competencias, establecerán las partidas 
específicas destinadas al cumplimiento de estas obligaciones en los presupuestos de egresos que aprueben, así como las formas y 
procedimientos para que las comunidades participen en el ejercicio y vigilancia de las mismas. Sin perjuicio de los derechos aquí 
establecidos a favor de los indígenas, sus comunidades y pueblos, toda comunidad equiparable a aquéllos tendrá en lo conducente los 
mismos derechos tal y como lo establezca la ley.  
 
C. Esta Constitución reconoce a los pueblos y comunidades afromexicanas, cualquiera que sea su autodenominación, como parte de la 
composición pluricultural de la Nación. Tendrán en lo conducente los derechos señalados en los apartados anteriores del presente 
artículo en los términos que establezcan las leyes, a fin de garantizar su libre determinación, autonomía,  
desarrollo e inclusión social. 

Ley General de 
derechos 

lingüísticos de los 
pueblos indígenas 

ARTÍCULO 1. La presente Ley es de orden público e interés social, de observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene 
por objeto regular el reconocimiento y protección de los derechos lingüísticos, individuales y colectivos de los pueblos y comunidades 
indígenas, así como la promoción del uso cotidiano y desarrollo de las lenguas indígenas, bajo un contexto de respeto a sus derechos. 
(…). 
ARTÍCULO 3. Las lenguas indígenas son parte integrante del patrimonio cultural y lingüístico nacional. La diversidad de lenguas 
indígenas es una de las principales expresiones de la composición pluricultural de la Nación Mexicana. 
(…). 
ARTÍCULO 7. Las lenguas indígenas serán válidas, al igual que el español, para cualquier asunto o trámite de carácter público, así como 
para acceder plenamente a la gestión, servicios e información pública. Al Estado corresponde garantizar el ejercicio de los derechos 
previstos en este artículo, conforme a lo siguiente:  
a).- En el Distrito Federal y las demás entidades federativas con municipios o comunidades que hablen lenguas indígenas, los Gobiernos 
correspondientes, en consulta con las comunidades indígenas originarias y migrantes, determinarán cuáles de sus dependencias 
administrativas adoptarán e instrumentarán las medidas para que las instancias requeridas puedan atender y resolver los asuntos que 
se les planteen en lenguas indígenas.  
b).- En los municipios con comunidades que hablen lenguas indígenas, se adoptarán e instrumentarán las medidas a que se refiere el 
párrafo anterior, en todas sus instancias.  
 
La Federación y las entidades federativas tendrán disponibles y difundirán a través de textos, medios audiovisuales e informáticos: leyes, 
reglamentos, así como los contenidos de los programas, obras, servicios dirigidos a las comunidades indígenas, en la lengua de sus 
correspondientes beneficiarios. 
(…). 
 
Capítulo II 
DE LOS DERECHOS DE LOS HABLANTES DE LENGUAS INDÍGENAS 
 
ARTÍCULO 9. Es derecho de todo mexicano comunicarse en la lengua de la que sea hablante, sin restricciones en el ámbito público o 
privado, en forma oral o escrita, en todas sus actividades sociales, económicas, políticas, culturales, religiosas y cualesquiera otras. 
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ARTÍCULO 10. El Estado garantizará el derecho de los pueblos y comunidades indígenas el acceso a la jurisdicción del Estado en la 
lengua indígena nacional de que sean hablantes. Para garantizar ese derecho, en todos los juicios y procedimientos en que sean parte, 
individual o colectivamente, se deberán tomar en cuenta sus costumbres y especificidades culturales respetando los preceptos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  
 
Las autoridades federales responsables de la procuración y administración de justicia, incluyendo las agrarias y laborales, proveerán lo 
necesario a efecto de que en los juicios que realicen, los indígenas sean asistidos gratuitamente, en todo tiempo, por intérpretes y 
defensores que tengan conocimiento de su lengua indígena y cultura. 
 
En los términos del artículo 5o., en las entidades federativas y en los municipios con comunidades que hablen lenguas indígenas, se 
adoptarán e instrumentarán las medidas a que se refiere el párrafo anterior, en las instancias que se requieran. 
 
ARTÍCULO 11. Las autoridades educativas federales y de las entidades federativas, garantizarán que la población indígena tenga acceso 
a la educación obligatoria, bilingüe e intercultural, y adoptarán las medidas necesarias para que en el sistema educativo se asegure el 
respeto a la dignidad e identidad de las personas, así como a la práctica y uso de su lengua indígena. Asimismo, en los niveles medio y 
superior, se fomentará la interculturalidad, el multilingüismo y el respeto a la diversidad y los derechos lingüísticos.  
 
ARTÍCULO 12. La sociedad y en especial los habitantes y las instituciones de los pueblos y las comunidades indígenas serán 
corresponsables en la realización de los objetivos de esta Ley, y participantes activos en el uso y la enseñanza de las lenguas en el 
ámbito familiar, comunitario y regional para la rehabilitación lingüística. 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 


